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Ojalá seamos dignos de tu desesperada esperanza. 
Ojalá podamos tener el coraje de estar solos y la valentía de 
arriesgarnos a estar juntos, porque de nada sirve un diente fuera de la 
boca, ni un dedo fuera de la mano. 
Ojalá podamos ser desobedientes, cada vez que recibimos 
órdenes que humillan nuestra conciencia o violan nuestro sentido 
común. 
Ojalá podamos merecer que nos llamen locos, como han sido 
llamadas locas las Madres de Plaza de Mayo, por cometer la locura de 
negarnos a olvidar en los tiempos de la amnesia obligatoria. 
Ojalá podamos ser tan porfiados para seguir creyendo, contra 
toda evidencia, que la condición humana vale la pena, porque hemos 
sido mal hechos, pero no estamos terminados. 
Ojalá podamos ser capaces de seguir caminando los caminos del 
viento, a pesar de las caídas y las traiciones y las derrotas, porque la 
historia continúa, más allá de nosotros, y cuando ella dice adiós, está 
diciendo: hasta luego. 
Ojalá podamos mantener viva la certeza de que es posible ser 
compatriota y contemporáneo de todo aquel que viva animado por la 
voluntad de justicia y la voluntad de belleza, nazca donde nazca y 
viva cuando viva, porque no tienen fronteras los mapas del alma ni 
del tiempo. 
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Resumen y abstract v 
 
Resumen  
La criminología ha estado ausente en el análisis de los crímenes de Estado  y debe a la 
sociedad una explicación de su ausencia, recientemente las teorías criminológicas han 
intentado dar una explicación a este fenómeno encontrando que obedece a múltiples factores 
y que su análisis requiere la integración de varios modelos teóricos que permitan identificar los 
mecanismos más adecuados para su control. Al analizar con este modelo el crimen de Estado 
de la desaparición forzada en Colombia se puede concluir que su persistencia obedece a un 
sistema fuerte de negación, al uso ilimitado de la fuerza para ejercer control social y a la 
ausencia de controles efectivos.   
 
Palabras Clave 
Crimen de Estado: Acciones que están previstas en la ley como delitos y son cometidas 
por funcionarios que actúan en nombre del Estado, y que son parte de 
una política.  
Criminología: Sociología jurídico-penal. 
Desaparición forzada: El arresto, la detención, el secuestro o cualquier otra forma de 
privación de libertad que sean obra de agentes del Estado o por 
personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el 
apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer 
dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o el 
paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la protección de 
la ley. 
Motivación: Es la constelación de las unidades generales y específicas que atraen a 
una organización determinada hacia la delincuencia. 
Oportunidad: Son las interacciones sociales que posibilitan la existencia de un crimen 
y se presentan a un delincuente potencial. 
Restricción:  Aquellos elementos de control social que se interponen para que un 
delito sea lo más riesgoso posible o menos rentable. 
Control: Forma más fuerte de restricción que tiene la capacidad de eliminar o 
prevenir por completo la acción criminal o hacer frente a tal violación 
como con posterioridad a la ocurrencia de los hechos. 
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Abstract 
Criminology has been absent in the analysis of state crimes and because society an explanation 
for its absence, recently criminological theories have attempted to explain this phenomenon, 
finding it due to multiple factors and that its analysis requires the integration several 
theoretical models to identify the most appropriate mechanisms for their control. By using 
this model to analyze the state crime of forced disappearances in Colombia it can be 
concluded that the persistence of crime due to a strong denial system, the unlimited use of 
force to exert social control and the absence of effective controls. 
Keywords: State Crime, Criminology, Forced Disappearances, Motivation, Opportunity, 
Constraints and Controls 
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Introducción 
Pareciera que los seres humanos somos incapaces de perdonar 
lo que no podemos castigar e incapaces de castigar lo que ha 
resultado ser imperdonable.  
Parafraseando a Hannan Arent 
 
La desaparición forzada es un grave problema que afecta a Colombia, aquí no solo los 
muertos han sido ignorados a pesar de lo que dicen, sino que se ha borrado la huella de los 
que ya no están, porque se les desaparece. Al leer al Dr. Zaffaroni él señalaba que “Cuando 
miramos al crimen desde el lado de las víctimas de la violencia más grave y escuchamos la 
palabra de los muertos, vemos que es incuestionable que se trata de una realidad y que desde 
esa realidad los cadáveres nos dicen algo, nos hablan desde su mutismo y son a veces 
demasiado elocuentes (…). Los muertos nos dicen que están muertos, lo que parece una 
obviedad, de no ser porque las criminologías académicas y mediáticas suelen ignorarlos o, al 
menos, no tomar en cuenta a la inmensa mayoría de ellos”.  
Colombia es un Estado que ha ratificado tratados y convenios internacionales que prohíben la 
desaparición forzada de personas y ha aprobado leyes que castigan esta conducta además de 
disposiciones adicionales que responden formalmente a obligaciones complementarias 
relacionadas con la investigación, la reparación a los familiares y la búsqueda de estas 
personas.  Este grupo normativo obedece al consenso acerca de que la desaparición forzada es 
una conducta socialmente lesiva, hace parte de las normas de Ius Cogens,  y aunque tal postura 
se refleja a nivel internacional por lo menos desde la década de los 40‟s no es coherente con la 
realidad del país. La desaparición forzada se ha cometido y se sigue cometiendo en Colombia 
como una práctica sistemática por lo menos desde 1980. El Grupo de Trabajo sobre 
Desaparición Forzada de Naciones Unidas señaló en su informe de visita al país de 1988, que: 
“69. En cualquier caso, parece claro que el fenómeno de las desapariciones en Colombia 
se produce sobre todo a partir de 1981, como muestra el siguiente análisis estadístico 
elaborado por el Grupo de Trabajo sobre la base de los casos transmitidos por él casos 
ocurridos en 1972, 1; en 1973, 1; en 1974, 1; en 1975, 3; en 1976, 3; en 1977, 9; en 1978, 
6; en 1979, 23; en 1980, 4; en 1981, 80; en 1982, 74; en 1983, 73; en 1984, 89; en 1985, 
76; en 1986, 94; en 1987, 65 y en 1988, 70” 
2 Introducción 
 
Según los registros actuales de la Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas (CBPD), 
a octubre de 2013 en Colombia hay oficialmente 65.839 personas desaparecidas, de las cuales 
25.007 han sido reconocidas como víctimas de desaparición forzada en el Registro Nacional 
de Víctimas. Lo que indica que durante los últimos 40 años, en promedio una persona fue 
víctima de desaparición forzada por día. ¿Qué permitió que esto ocurriera y se hiciera cada vez 
más frecuente? ¿Qué se intenta ocultar con la desaparición forzada en Colombia? ¿Qué 
mecanismos de control al poder punitivo se pueden implementar para que esto no vuelva a 
ocurrir? Este es el objetivo central de mi investigación ya que no existe en Colombia un 
análisis en tal sentido. 
Luego de décadas de haber negado u olvidado la trascendencia de las atrocidades masivas 
como posibles  objetos de estudio sobre la cuestión criminal, el pensamiento criminológico se 
ve llamado a rendir cuentas sobre las razones que permitieron la naturalización y la 
banalización de la violencia colectiva, y su falta de crítica y reflexión frente a los daños sociales 
que permitieron que conductas como estas se cometieran  y está obligado a centrar la atención 
y el interés en poner límites al poder punitivo del Estado que está lejos de ser adecuado, 
proporcionado y legítimo cuando de atrocidades se trata.  
Para realizar este análisis entenderé que el objeto de la Criminología entendida como la 
sociología del derecho penal:  
“corresponde a las 3 categorías del comportamiento objeto de la sociología jurídica en 
general. La sociología jurídico-penal estudiará, pues, en primer lugar, los 
comportamientos normativos que consisten en la formación y en la aplicación del sistema 
penal dado; en segundo lugar, estudiará los efectos del sistema entendido como un 
aspecto “institucional” de la reacción al comportamiento desviado y del control social 
correspondiente. La tercera categoría de comportamiento abarcados por la sociología 
jurídico-penal concernirá, en cambio a) las reacciones no institucionales al 
comportamiento desviado entendidas como un aspecto integrante del control social de la 
desviación, en convergencia con las reacciones institucionales estudiadas en los dos 
primeros aspectos, y b) a un nivel de abstracción más alto a las conexiones entre el 
sistema penal dado y la correspondiente estructura económico-social” (Baratta 2004:14) 
Para el análisis de esta investigación es fundamental precizar lo siguiente: en primer lugar 
resaltar que el modelo metodológico usado para el análisis de la desaparición forzada como 
crímen de estado en Colombia es "el modelo teórico integrado", con el objetivo de identificar 
elementos que promueben y limitan la comisión de este crímen.  
En segundo lugar, indicar que la perspectiva de análisis que voy usar es la del daño social 
(zemiology) y la sociología  de los derechos humanos como vulneración grave a los principios 
de derechos humanos, asumiendo que el delito no es una categoría ontológica, sin embargo, 
debo manifestar que para efectos del análisis “la desaparición forzada” puede ser considerada 
como un crímen de Estado no solo por su prohibición legal expresa, sino porque sobre ella 
existe un consenso sobre el daño social que produce.  
Introducción  3 
 
Finalmente, debe entenderse que el sistema penal abarca los sistemas penales nacionales, los 
sistemas regionales y los universales de protección a los derechos humanos los cuales hasta 
ahora han representado la mayor fuente de restricción a los Estados para ejecutar esta 
conducta.  
Utilizar estas herramientas permite proponer algunas respuestas a las preguntas de ¿Qué 
permitió que esto ocurriera? y ¿cómo se puede controlar el poder punitivo del Estado? 
revisaré de lo que la criminología ha dicho frente a los “crímenes de Estado” y frente al daño 
social producido por el Estado. Para esto el documento está dividido en los siguientes 
capítulos: 
El primer capítulo, se refiere a la existencia de modelos de análisis de los crímenes de Estado, 
el segundo describe los antecedentes históricos y legales de la desaparición forzada como 
crimen contra la humanidad, el tercero caracteriza la desaparición forzada en Colombia, y el 
cuarto analiza la desaparición forzada en Colombia con fundamento en la teoría integrada de 
los crímenes de Estado,  lo cual implica revisar los controles existentes y su grado de eficacia, 
así como buscar mecanismos adecuados de control. 
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 Capítulo 1: El crimen de Estado y la criminología*. 
El crimen de Estado está presente en muchos lugares del mundo y ha cometido con mucha 
frecuencia en todo tipo de países. A menudo el Estado es más incitador que mediador o 
blanco final los ataques criminales, estos crímenes han sido excesivamente violentos, 
destructivos y han causado un grave daño social, lo que se debe, entre otros aspectos a que a 
pesar de que las instituciones privadas pueden ejercer cierto poder coercitivo, es el Estado 
quien ostenta la facultad legal exclusiva para ejercer el poder sancionatorio. Algunos autores 
consideran que el crimen de Estado ha existido desde que el primer país fue creado, y es 
debatido que quizá, éste sea necesario para la creación misma de cualquier Estado (Ross, 2000, 
pág. 3) 
A pesar de su frecuencia, el crimen de Estado ha sido descuidado en el análisis de la 
criminología, los primeros documentos que se escribieron sobre este tipo de criminalidad son 
relativamente recientes (Chambliss, 1989), y muchos de los más importantes trabajos 
relacionados con el tema han sido elaborados por fuera del campo criminológico, es el caso de 
los estudios sobre los crímenes de obediencia, la ruptura de leyes por parte de los gobiernos y 
las violaciones estatales los derechos internacionalmente reconocidos (Kauzlarich & Kramer, 
1998, pág. 5).   
Uno de los mayores obstáculos para el análisis de los crímenes de Estado se debe a que la 
criminología a tomado fundamentalmente como unidad de análisis a los actores individuales, 
esto hace que las teorías desarrolladas para explicar el crimen callejero sean usadas para 
analizar el crimen de Estado, lo que resulta inapropiado (Kauzlarich & Matthews, 2007, págs. 
47-48). Esta erronea metodología para algunos no obedece únicamente a una omisión o la 
imposibilidad material para examinar los crímenes de Estado [por la excesiva concentración 
de los criminólogos en el delito ordinario, su remisión necesaria a las normas existentes, la 
aparente imposibilidad metodológica de analizar estas conductas con los fundamentos 
criminológicos o por la complejidad de los crímenes cometidos] sino al papel que “las 
criminologías” han  tenido en la “consolidación de un modelo de derecho penal basado en la 
ideología de la defensa social que materializaba en el ámbito del control de la desviación y de 
la criminalidad el discurso „del bien y del mal‟” (Morrison, 2012) y este modelo pudo ser 
consolidado y  fortalecido a través de diferentes mecanismos:  
                                               
* Las traducciones de los textos que originalmente fueron escritos en inglés y se encuentran citados en este 
capítulo son traducciones propias. 
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Por un lado “sin lugar a dudas esta ideología permitió legitimar a través del discurso de los 
principios del derecho penal una aplicación selectiva de la ley que nunca alcanzó a los 
poderosos ni  tampoco a los agentes del Estado que violaban los derechos humanos de los 
ciudadanos, casi siempre amparados en las formalidades legales”, a esto se suma el Estado de 
negación mental de las personas, en particular los criminólogos, en relación con la violencia 
colectiva, el carácter etnocéntrico de la crinimología dominante y la imposibilidad de analizar 
los crímenes internacionales por la capacidad que tiene el poder mundial de ocultar sus efectos  
(Morrison, 2012) 
Por lo anterior, análisis del crimen de Estado requiere por un lado mover el análisis de los 
delitos individuales a los crimenes de las organizaciones, esto hace que los crímenes de Estado 
no puedan ser entendidos por fuera de un examen del contexto sociopolítico en que este 
ocurre.   
La mayoría de la literatura de crímenes cometidos por el Estado se ha enfocado en establecer 
su concepto o en definir la naturaleza, grado y tipos de crímenes de Estado, así los más 
grandes impedimentos para el estudio de su control son de naturaleza definicional, y 
conceptual, sin embargo, los estudios actuales no han logrado avanzar en los métodos de para 
abolir, combatir, controlar, minimizar, prevenir o resistir este tipo de conducta.  
1.1. Conceptualización del Crimen de Estado 
En su mayoría, las investigaciones que han teorizado acerca del crimen de Estado provienen 
de la coriente criminologica crítica, sin embargo no existe consenso frente a la definición de 
"Estado" y tampoco la hay frente al concepto de “crimen” que los criminologos usan para 
estudiar al Estado. 
En relación con el "Estado" debe precisarse que el objetivo de esta investigación no es aclarar 
en que consiste el mismo ni ampliar el marco de las discusiones en la ciencia política sobre el 
punto, a pesar de la ausencia de un consenso expreso entre quienes analizan los crimenes de 
Estado, para efectos de este análisis el concepto de Estado es el siguiente. 
" [S]e reconoce un "Estado" como un territorio soberano definido con una población 
que está bajo el control del aparato gubernamental, que tiene capacidad de entablar 
relaciones formales con otros Estados. El término "gobierno" es más restringido al 
referirse a un aparato político específico dentro del territorio. Adicionalmente un 
gobierno y un Estado deben ser vistos como legitimos por la comunidad política 
internacional y los ciudadanos dentro de ella, aunque estos no son excluyentes: un 
régimen puede ser visto como legitimo pero no el Estado, o un Estado puede ser visto 
como legitimo pero no el régimen (...) el corpus de la literatura sobre crímenes de Estado 
que reconoce el uso del término "Estado"- a menudo es intercambiado con delito 
gubernamental y algunas formas de delito político- representa el o los actores dentro de 
aparato político a quien o quienes se confia el poder y la legitimidad de un territorio de 
una población específica que gobernar y que actúa o actúan en nombre de o de parte del 
Estado" (Rothe, 2013) 
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Así mismo, el concepto de crímen de Estado, tambien ha tenido fuertes discusiones sobre las 
que se profundizará a continuación, pero desde ahora puede decirse que la principal diferencia 
se encuentra entre quienes aceptan la definición con fundamento en las leyes “legalista” y 
quienes consideran que no existe una ley que defina que hechos son delictivos, sino que la ley 
se utiliza para producir esta etiqueta, de esta manera el uso del derecho penal como única base 
para la definición de delito artificialmente limita el alcance del campo de estudio de la 
criminología,  es este caso es mejor centrar la atención de los daños del crimen – crime to harm- 
y no en su definición (Kauzlarich & Matthews, 2007). 
a. Definición legalista. 
Para que los Estados obtengan legitimidad es necesario que permitan algunos 
comportamientos y restrinjan otros a través de las leyes, esto les otorga un viso de legitimidad 
ó al menos la ilusión del orden social. La protección de los derechos a la propiedad y la 
seguridad personal son obligaciones contraídas por los Estados, para garantizar su 
legitimación del monopolio la violencia y como un medio de proteger los intereses 
comerciales nacionales (Chambliss, 1989) No obstante, estas conductas que han sido 
restringidas a través de disposiciones legales al interior de los Estados con mucha frecuencia 
son cometidas por funcionarios de los Estados como parte de una política. 
Algunos autores han calificado el crimen de Estado como el crimen organizado por 
excelencia, así por ejemplo, Chambliss señaló que el tipo más importante de la criminalidad 
estatal organizada consiste en la comisión de acciones que están previstas en la ley como 
delitos y son cometidas por funcionarios que actúan en nombre del Estado, en tal sentido, la 
criminalidad organizada de Estado (State organized- crime) no incluye en su definición 
aquellos actos que solo crean un beneficio individual a los funcionarios que participan en él, 
por el contrario se refiere a la violación de las normas penales como parte de una política 
oficial (Chambliss, 1989, pág. 184). 
Posteriormente, Kauzlarich intentó perfeccionar la definición del crimen de Estado con la 
tradición legalista e incluyó cinco características: primero, el crimen de Estado genera daños a 
individuos y grupos  propietarios; segundo, este es producto de la acción o inacción en nombre 
del Estado o de sus agencias; tercero, la acción o inacción del Estado se refiere directamente a la 
confianza que le fue asignada o implica un deber de dicho Estado; cuarto, el acto en cuestión es 
cometido, u omitido, por una agencia gubernamental, organización o representante; y 
finalmente el acto es cometido a favor del Estado o a favor de las élites económicas que 
controlan el Estado (Kauzlarich & Matthews, 2007, pág. 46). En similar forma  Gregg Barak 
ofreció un concepto ampliado en el cual enlisto 23 acciones incluyendo encubrimiento, 
desinformación, falta de rendición de cuentas (responsabilidad),  corrupción, “en general las 
violaciones del derecho interno e internacional, [así como] las conductas que causan daños 
sociales y consecuentemente violan derechos humanos universalmente definidos” (Barak, 
1991:3-4). 
A pesar de que la definición de Barak abarca múltiples conductas que no siempre han sido 
consideradas crímenes de Estado, es limitada porque en suma reduce este tipo de criminalidad 
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a las violaciones a los derechos humanos, sin embargo los crímenes de Estado son por 
definición más amplios y más inclusivos (Ross, 2000, págs. 4-5).  
En su problema de definición también se encuentra que se usa de forma indistinta los 
conceptos de “crímenes de Estado”, “crímenes gubernamentales” y “crimen de cuello blanco 
político” “Estado criminal” “Estado represivo” “Estado negligente” y “Estado corrupto” 
entre otras, lo que evidencia que no es tan clara la distinción entre cada uno de ellos aunque 
en algunos casos son más visibles las diferencias como entre el termino crimen de Estado que 
sugiere la existencia de un crimen cometido a nombre de un Estado y el crimen 
gubernamental, puede ser naturalmente aplicado a crímenes cometidos en un contexto 
gubernamental en cualquier nivel, y no necesariamente a nombre de un Estado (Ross, 2000).  
Al respecto, Kauzlarich, Matthews y Miller (2001) analizaron varios escenarios posibles en los 
que el mismo Estado quebrantaba la ley y plantearon una clasificación provisional de los 
crímenes de Estado teniendo en cuenta las normas que vulnera, y en ella señalaron 4 
categorías: 
a) Violación domestica de normas internacionales (DIGC) : Son todos los actos que tienen lugar 
dentro de la jurisdicción geográfica de un Estado que son contrarias a las obligaciones del 
Estado en virtud del derecho internacional  
 
b) Violación domestica de normas nacionales (DDGC): Son todas aquellas que  incluyen los actos 
que ocurren dentro de la jurisdicción geográfica del Estado que violan normas del código 
penal o de reglamentación interna de ese Estado. 
 
c) Violación de normas internacionales por fuera de su nación (IIGC): Hacen referencia a los  actos 
criminales de los gobiernos que tienen lugar fuera de la jurisdicción geográfica del 
Estado, y vulnera normas del derecho internacional o normas de derechos humanos. 
Finalmente 
 
d) Delitos en estados extranjeros violatorios de normas nacionales (IDGC): Se refiere a la conducta 
criminal de un gobierno extranjero, en violación de su código penal o de reglamentación 
propia. 
 
A pesar de los intentos por establecer una definición amplia e incluyente, esta propuesta ha 
tenido críticas fuertes, entre ellas tal vez la más solida advierte que las definiciones hasta ahora 
presentadas se basan en conceptos legales, que son siempre reducidos porque la acción estatal 
puede ser imputada por acción y por omisión y comprende infinidad de conductas. Los 
crímenes de Estado se caracterizan porque la definición de delito es amplia, está íntimamente 
relacionada con la delincuencia política en la que pueden estar involucrados las empresas y  el 
Estado (Cohen, 1996) sin embargo, el Estado es especialmente poderoso por que tiene la 
capacidad de definir el crimen, puede contra-restar las definiciones de su ordenamiento y 
finalmente tolerar hasta cierto grado conductas ilegales que permiten su desarrollo legal y/o 
de interés político, esta es quizás una de las grandes diferencias en relación con otros tipos de 
criminalidad (Kauzlarich & Matthews, 2007), esta facultad conlleva con frecuencia a que los 
criminólogos se sometan a las definiciones impuestas por el Estado. 
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En esta discusión algunos criminólogos han señalado que "quizá la crítica fundamental a la 
categoría de la delincuencia es que no tiene realidad ontológica (...) los crímenes y criminales 
son eventos de ficción y personajes en el sentido de que tienen que ser construidos antes de 
que puedan existir" (Zaffaroni, 2008). 
b. Definición desde el daño social- Zemiology. 
Según Ross, los crímenes de Estado incluyen actos mala in se (malos por si mismos) y mala 
prohibitia (actos prohibidos sin que necesariamente sea malos), así como algunas conductas que 
no han llegado al punto de ser prohibidas por el derecho formal. La definición del autor 
incluye delito por acción y por omisión,  delitos gubernamentales, crímenes de Estado, y 
delitos de “cuello blanco”. Incluye del mismo modo, practicas que a pesar de no ser 
oficialmente declaradas como ilegales, son percibidas por la mayoría de la población como 
socialmente dañinas. Esta definición reconoce que los sistemas legales son altamente 
normativos, lentos en la promulgación de legislación, y frecuentemente reflejan intereses 
“superiores”, valores de las clases altas, o intereses no pluralistas. (Ross, 2000, pág. 5)  
El crimen de Estado, es definido también como la desviación de la organización del Estado  
que implica la violación de los derechos humanos (Green & Ward, 2000). En ese sentido los 
atentados y homicidios políticos que generalmente están asociados a las dictaduras militares y 
las monarquías europeas se han convertido en una práctica para lograr algunos intereses del 
Estado. Con frecuencia los Estados capitalistas centrales apoyan la comisión de actos atroces 
como genocidio, crímenes de lesa humanidad y brutales guerras civiles (Barak, y otros, 2009) 
los cuales están legalmente clasificados como "crímenes internacionales", y deben ser 
investigados y sancionados por todos los Estados, sin embargo, en la lucha por el  control del 
territorio y de los recursos, estas acciones son permitidas e incluso exaltadas. Es de gran 
importancia tener en cuenta a otro actor influyente en las organizaciones estatales 
criminogénicas son las grandes corporaciones, estas últimas y los Estados han generado lazos 
que muchas veces persiguen objetivos similares y se ven vinculados en delitos que buscan 
objetivos comunes. Indiscutiblemente esta relación debe ser controlada cuando transgrede las 
normas penales.  
Hillyard y Tombs por ejemplo cuestionaron el concepto de “crimen de Estado” señalando: 
primero, que esta categoría de crimen excluye muchas acciones dañinas serias o bien aquellas 
que se llevan a cabo con el apoyo del Estado; segundo, el concepto de crimen en si mismo 
sirve para mantener las particulares relaciones de poder, la creación de normas ignora las 
acciones dañinas de algunos grupos de la sociedad mientras define las acciones de otros como 
criminales, fuera de toda consideración del daño global causado por cada grupo; la tercera, es 
que el concepto de crimen no es una realidad ontológica y no muchos criminólogos 
cuestionan esta categoría y al aceptarla perpetúan el mito del crimen; y finalmente en lo que 
respecta al crimen de Estado, el sistema de justicia penal no reduce los daños sociales de 
manera significativa, y paralelamente añade legitimidad a sus propios esfuerzos para explicar el 
control del delito, por eso el mayor obstáculo de los criminólogos no es definir la acción 
dañina del Estado sino buscar mecanismos para su efectivo control (Kauzlarich & Matthews, 
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2007, pág. 48). Por esta razón es necesario cambiar el concepto de crimen por el de daño 
social y el de control del crimen por justicia social, y además incluir un nuevo sujeto en las 
relaciones de producción del esos daños “El Estado”  (Bernal Sarmiento, y otros 2012).   
c. Definición desde la sociología de los derechos humanos 
Quizás la mejor definición de los crímenes de Estado desde el punto de vista de los derechos 
humanos la elaboró Penny Green en el año 2000 como "la desviación organizacional por parte de 
agencias del Estado que involucra la violación de derechos humanos"  (Green y Ward 2000), aunque tal 
definición como fue analizada es restrictiva, porque las acciones de las agencias del Estado y 
los crímenes de Estado abarcan conductas que no necesariamente son violaciones a los 
derechos humanos, esta definición es relevante para analizar el fenómeno de la desaparición 
forzada en Colombia desde una perspectiva criminológica porque introduce la reflexión acerca 
de conductas que además de ser consideradas contrarias a las normas también involucran un 
sentimiento generalizado de que se trata de acciones perjudiciales.   
En efecto, equiparar los crímenes de Estado a las conductas que implican graves violaciones a 
los derechos humanos puede ser algo muy general y vago, sin embargo es innegable que en 
muchos casos las torturas, desapariciones, desplazamientos y genocidio son crímenes en su 
sentido legal y moral y son al tiempo crímenes de Estado. Esta equiparación requiere según 
Tony Ward el análisis de tres aspectos: en primer lugar verificar si la conducta es desviada "en 
el sentido en que cierta expectativa social significativa condena el comportamiento y presiona 
al Estado para que desista", en segundo lugar es indispensable verificar si se trata de una 
desviación "organizacional" y finalmente, si esta conducta constituye una violación a los 
derechos humanos. 
La última pregunta se refiere a dos aspectos que deben ser analizados, por un lado que los 
valores que se otorga a los derechos humanos son internacionalmente reconocidos al igual 
que la fuente ética de tal reconocimiento. No se trata de un análisis puramente legal, tampoco 
se trata de considerar a los derechos humanos como conceptos ontológicos libres de 
consideraciones políticas, sino justamente observar desde la sociología la importancia de estos 
reconocimientos. 
Tuner trató de alinear la sociología con la defensa de de los derechos humanos, al tiempo que 
rechazó una sociología política "libre de valores", sin embargo ante la ausencia de un elemento 
cohesionador lo suficientemente fuerte para convertir este valor en universal,  usó argumentos 
como el "contenido mínimo", la "compasión" o "la educación sentimental" para dotar de una 
base común a los derechos humanos, todos estos si bien tienen importancia para garantizar el 
apoyo a los derechos humanos, no fundamentan o son la base de los mismos, son conductas 
aprendidas, y por tanto no son innatas.  
El análisis que se basa en el concepto de derechos humanos, debe reconocer que dicho 
concepto comporta una idea de "humanidad", que no es universal, aplica a las personas a 
quienes se les considera parte de esa humidad, lo que termina siendo excluyente, sobre el 
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punto puede realzarse la postura de Simmel, según la cual los derechos humanos son 
fundamentalmente "demandas",  en este sentido:  
"el argumento principal de Simmel sobre los derechos de los pobres es que, incluso 
donde tales derechos encuentren un grado de aceptación pública y el Estado reconozca la 
obligación de proteger a los pobres del hambre, eso no implica necesariamente que esa 
obligación sea, como podrían presumir los juristas y especialistas en ética, un derecho 
correlativo. Así el Estado no necesariamente acepta esa obligación porque reconozca los 
derechos de los pobres. Por el contrario, los Estados proporcionan, una asistencia 
precaria en virtud de razones utilitarias- para prevenir el desorden social (...) Aun a pesar 
de la "exclusión" de los pobres de la adecuada consideración ética, ellos siguen siendo 
"ciudadanos" y, en esta medida, comparten con cualquier ciudadano el derecho a esperar 
que los recursos públicos sean utilizados de forma adecuada " (Ward, 2013) 
Este análisis permite considerar que quizás "la justificación más plausible para los derechos 
humanos radica en la idea misma de la justificación política - en la idea de que el ejercicio del 
poder coactivo es legitimo solo si es justificado en términos de aquellos sometidos a él puedan 
aceptar, en tanto seres libres e iguales" (Ward, 2013)  
El reconocimiento de esos valores, sin embargo, no implican la negación de los valores antes 
del mismo "algunos valores morales son experimentados como objetivos- entendemos que 
algunos objetos y personas serían importantes incluso si de hecho, nadie les valorara." (Ward, 
2013) 
Desde el punto de vista de esta postura criminológica, para que la acción sea conceptualizada 
como un crimen de Estado se requiere que la misma sea una violación a los derechos 
humanos,  y además es necesario que sea una conducta desviada, esto es que la persona u 
organización este limitada para cometerla, porque de hacerlo va a traer una sanción formal o 
informal, el intento de evitar estas sanciones hace que los autores inicien un proceso de  
negación y con ello la aplicación de diferentes técnicas de neutralización.  Esto quiere decir en 
el ejemplo de Tonny Ward, que la vida de los pobres es un valor importante aun cuando el 
Estado no les reconozca como ciudadanos, se trata de reconocer la existencia de valores que 
no están atados a un ente trascendental pero que la sociedad los toma como fundamentales en 
seres libres e iguales. 
En este sentido, el reconocer la prohibición de la desaparición forzada como valor, representa 
un elemento de restricción informal para los autores del crimen. 
d. ¿Y las víctimas? 
Finalmente, para  hacer un análisis adecuado del daño social producido por los Estados debe 
acudirse necesariamente a un análisis de las víctimas de esos crímenes, pues aunque es 
razonable el cuestionamiento que Jock Young realiza a la teoría de la criminología mediática, y 
su relación de causalidad con el daño a cierto grupo de la población, esta duda se disipe al 
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encontrar que las víctimas de estos crímenes son amplios sectores de la población que es 
discriminada y marginalizada. 
Resulta evidente que en estas relaciones de poder son las víctimas quienes se encuentran en 
mayor situación de vulnerabilidad frente al poder represivo ilimitado y violento del Estado, 
aplicado en contra grupos sociales y a la venganza descontrolada ante conductas lesivas reales 
o supuestas o simples disidentes (Zaffaroni, 2011, págs. 340-341).  
En similar sentido Kauzlarich, Matthews y Miller señalaron que “Incluso un examen 
superficial del crimen de Estado revela grandes diferencias de poder entre la víctima y el 
victimario. La autoridad del Estado se extiende mucho más allá de las asimetrías de crudo en 
la capacidad de controlar a los demás y las protecciones constitucionales del proceso y debido 
también varían en relación con el poder de los sujetos. Funcionarios del Estado, organismos y 
organizaciones suelen explotar los escasos recursos disponibles para avanzar en programas 
más amplios mediante el uso de terminología especializada, el conocimiento científico y 
tecnología de la información (…) El Estado también tiene la capacidad de ocultar las 
ilegalidades e inmoralidades al privilegiar las preocupaciones sobre seguridad nacional sobre 
procesos de humano justo y debido” (Kauzlarich, Matthews, & Miller., 2001, págs. 183-184).  
En estos casos no puede hablarse de guerra porque no existe simetría ni igualdad en el uso del 
poder, incluso las víctimas de delitos estatales tienden a ser entre los actores los menos 
poderos socialmente, y en términos generales parece que hay una relacion directamente 
proporcional entre la distribución desigual del poder y la frecuencia  de los crímenes de 
Estado tanto a nivel nacional como a nivel internacional (Kauzlarich, Matthews, & Miller., 
2001). 
La posición de poder de los Estados no solamente se ve reflejada en la capacidad que los 
mismos tienen para definir que conductas persiguen y cuales de ellas no, y en consecuencia la 
negativa de reconocer que sus políticas generan daños sino en la posibilidad de ejercer su 
voluntad y por esa via considerar el daño social como una evidencia pública del cumplimiento 
de las metas gubernamentales (Kauzlarich, Matthews, & Miller., 2001), por un lado la 
crimonología mediatica influye para que los ciudadanos pidan al Estado mayor vigilancia, para 
los que llaman delincuentes y para nosotros, ya que requerimos ser monitoreados para ser 
protegidos. (Zaffaroni, 2012, pág. 230) y por otro lado naturaliza las muertes, pues los efectos 
letales del sistema penal se consideran inevitables al punto de mostrar los fusilamientos como 
“bajas en combate” y el cadáver es mostrado como símbolo de la eficacia preventiva 
(Zaffaroni, 2012, pág. 223) En este sentido los actores de los crímenes de Estado no “enfrentan 
los valores corrientes en sus sociedades sino que pretenden reforzarlos” por lo cual existen límites 
valorativos que se traducen entre otras cosas en la “selectividad victimizante”, es decir no 
atentar contra su grupo.  
Mientras tanto las víctimas se convierten en responsables de su propio sufrimiento, se 
convierten en blanco fácil para ser victimizadas nuevamente y se ven avocadas a confiar en la 
institucionalidad estatal o en los organismos internacionales para obtener justicia y reparación 
integral. 
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e. Un modelo integrado del crimen de Estado. 
Rothe y Mullins construyeron un modelo integrado de Estado agresor (state ofending) que 
reconoce la complejidad que el fenómeno envuelve y señala que todo tipo de crimen 
organizado es producto de múltiples catalizadores o fuerzas de tal forma que  para dilucidar 
una situación particular es necesario analizar una serie de factores y por lo menos cuatro 
niveles de análisis: nivel internacional, macro nivel del Estado, nivel meso- organizacional y el 
micro-individual nivel. (Mullins & Rothe, 2008, pág. 87)  
Gráfico 1. Modelo integrado del crimen de Estado 
 
(Rothe, 2013) 
Algunos estudios acerca de la criminalidad organizada han hecho caso omiso a las estructuras 
sociales, los elementos institucionales y el contexto de un Estado - su entorno económico, 
político, cultural e histórico – los cuales son diferentes y con frecuencia evidencian las 
contradicciones con el nivel internacional. Estas fuerzas influyen en la naturaleza de las 
fuerzas sociales dentro de la estructura de un Estado a nivel macro, pero también puede 
ejercer influencias al interior en los niveles individuales. Adicionalmente, su modelo teórico 
integrado identifica cuatro factores específicos de la estructura de un crimen organizado para 
cada nivel de análisis: motivación, oportunidades, restricciones, y control (Mullins & Rothe, 
2008, pág. 88) para efectos de tener un análisis general de este tipo de criminalidad a 
Nivel Internacional/ Estructural
• Economía Política Internaciobal
• Criminalidad sistémica 
• Anomia (p.e. Durheim - infra-regulado)
Nivel Estatal Estructural
• Foucault (poder régimen de verdad)
• Economía política 
• Desorganización (p.e. Estados débiles)
• Realpolitik (p.e. interéses económicos , ideológicos, militares y políticos)
Nivel Organizativo
• Teoría organizativa (p.e. cultura, ideologìa, procedimientos normales de operar, presiones internas y 
externas, dispersión de la responsabilidad, legitimidad, racionalidad de estructuras de recompensas.)
• Actividades de rutina 
Nivel interactivo
• La tensión de Merton 
• Teorías del aprendizaje (p.e. Sutherland , Agnew, Akers)
• Técnicas de neutralización 
• Disuación 
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continuación se desarrollarán los factores antes mencionados teniendo en cuenta lo que 
difernetes autores han trabajado en sus estudios. 
 Motivación 
La motivación es el conjunto de aspectos generales y específicos que impulsan a una 
organización a cometer alguna ofensa. 
Las razones por las que un Estado “comete crímenes” ha sido igualmente diversas en las 
literatura criminológica, mucho autores han señalado su preocupación por el deterioro de 
quienes ejercen el poder punitivo, cuando cometen graves crímenes en ejercicio de ese poder, 
este “gravísimo fenómeno que tiene lugar cuando las instituciones las que saltan la reja y se convierten en 
masacradoras” (Zaffaroni, 2011, págs. 340-341). No obstante el poder punitivo fue definido por 
Foucault no solo como aquel que se ejerce de forma negativa al imponer una pena de prisión, 
sino también el que se ejerce positivamente, es decir aquel en el cual cuando se ejerce el 
modelo panóptico se extiende a toda la sociedad en forma de vigilancia. (Zaffaroni, 2011, pág. 
252)  
Este tipo de criminalidad siempre ha tenido como objetivo el control territorial para limpiar, 
homogenizar e higienizar, que comenzó dentro de la propia Europa y que se expelió hacia el 
resto del mundo y han sido siempre un instrumento para consolidar el poder del grupo 
hegemónico que se sentía debil sobre el que se considera “el otro”. (Zaffaroni, La cuestion 
criminal, 2012, págs. 267-268) .  
La creación de un paradigma del espacio civilizado ha servido para garantizar la aplicación 
selectiva de las leyes y lograr la exclusión real, al respecto Morrison señaló: 
“Este paradigma del espacio civilizado tambien contituye una dualidad. Dentro del 
espacio civilizado garantizado por el poder del soberano, están asegurados puntos de 
referencia necesarios para las relaciones sociales – las expectativas, los contratos, y la 
verdad del discurso- dentro de un espacio de inclusión. Afuera tal vez se extiende una 
forma de oscuridad. Más allá del alcance de las garantías del soberano, yace el reino del 
“otro” , pero no lo llegamos a ver . Es, sin embargo, una presencia invisible. Contenido 
con el temor, en los sueños, en las historias que cuentan los viajeros, el reino del otro está 
allí, aunque no se lo reconozca. Tal reino es la fuente del peligro, de posibles invasores, 
de diferencias que pueden perturbar el equilibrio de lo civilizado; se le debe dominar y 
mantener a una distancia segura”  (Morrison 2012:19)  
Por su parte, Jock Young cuestionó esta afirmación diciendo que no era realista tratar a los 
crimines graves como mera consecuencia del pánico moral, a pesar de las críticas lo cierto es 
que los crímenes se siguen cometiendo porque están respaldados por discursos que los 
legitiman, así  “siempre ha existido la criminología mediática y siempre apela a una creación de la 
realidad a través de información, sub-información y desinformación en convergencias con 
prejuicios y creencias, basada en una etiología criminal simplista asentada en causalidad mágica. 
Lo mágico no es la venganza, sino la especial idea de causalidad que se usa para canalizarla 
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contra determinados grupos humanos, lo que en términos de la tesis de Gilard los convierte 
en chivos expiatorios”  Los chivos expiatorios varian según el tiempo y el lugar pero en todos los 
casos está relacioando con el mundo de “nosotros los bueños y ellos los malos” y como al enemigo 
debe eliminarseles (Zaffaroni, 2012, pág. 216 y 222). 
 Oportunidades 
Son las interacciones donde las posibilidades de que un crimen sea cometido emergen y 
representan en sí mismas una potencial ofensa. En el caso del crimen de Estado se han 
identificado los siguientes aspectos que permiten la consecución de estos crímenes. 
En el núcleo de cada Estado existen un número de individuos y  organizaciones poderosas 
capaces de, o actualmente involucrados en una considerable y/o desproporcionada cantidad 
de crímenes en contra de sus propios ciudadanos y adversarios externos, algunas veces como 
parte de su política y otras veces como consecuencia de su misión (Ross, 2000, pág. 15) Sobre 
el tema, Zaffaroni afirmó que los crímenes de Estado se producen fundamentalmente en el 
marco de “luchas anti terroristas”, que son cuestionables porque  “ más allá de que no existe 
un concepto aceptado de terrorismo, y que se abusa de la expresión, lo que objetivamente 
puede verificarse es que vivimos una época de la vulgarización de las técnicas de destrucción 
que facilita la comisión de crímenes masivos contra la vida y la integridad de las personas” lo 
que produce una “banalización de la vida”  (Zaffaroni, 2008)  
En este escenario el poder punitivo se ejerce con extrema crueldad, es un programa de 
represión que apunta a otro más amplio de exclusión social, conforme a un modelo de Estado 
que solo se encarga de la represión oculta bajo la abstracta denominación de seguridad, que de 
alguna manera reproduce los planteamientos de Carl Schmitt en tanto “el Estado debe ser 
absoluto por completo, calcando su misma línea al distinguir entre el amigo y el enemigo y 
señala que en esta contra posición se hallaba la esencia misma del acto político por excelencia, 
que era ese poder de elección del enemigo”. (Zaffaroni, 2011, pág. 77 y 277).  
El uso de la fuerza ejercido por el Estado, no se limita a la aplicación de las sanciones 
contempladas en los códigos penales, este se extiende a todos los ciudadanos sobre los cuales 
se ejerce un control disciplinario como lo señalaba Foucault “En America Latina (…) la 
venganza estimulada hasta el máximo por la criminología mediática se traduce en mayor 
violencia del sistema penal, peores leyes penales, mayor autonomia policial con la consiguiente 
corrupción y riesgo político, vulgaridad de los politicastros oportunistas o asustados y 
reduccion a la importencia de los jueces, todo lo cual – como veremos luego- provoca 
muertes reales en un proceso de fabricación de cadaveres que la criminología mediatica ignora 
o muestra en imágenes con interpretaciones deformantes” . 
Se confunde entre delito y guerra, la difusa distincion entre ambos conceptos dio paso a la 
posibilidad de implementar cualquier método para detectar a los “combatientes”, entre ellos 
torturas, desapariciones forzadas, y otras graves violaciones a los derechos humanos 
(Zaffaroni, 2012, pág. 266) simultaneamente, al asignarle al terrorismo el status de acto de 
guerra, se le excluye de las garantías penales, al tiempo que, no tratándose de combatientes 
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regulares, se les excluye de la convención de ginebra, quedando a disposición de las ordenes 
del más poderoso, que es quien resuelve en la excepción, señalando este como el equivalente 
actual de la ley marcial en los regímenes coloniales y del führerprinzip en nazismo (Zaffaroni, 
2011, págs. 310-311). 
Green y Ward señalaron que la apariencia de legitimidad de ciertas acciones criminales la 
otorga el clientelismo, como mecanismo a través del cual las élites mantienen el Estado sin el 
uso de la fuerza creando así "por lo menos la apariencia de legitimidad entre los grupos e 
individuos cuyos intereses se han cumplido, y en los Estados donde no existe el concepto de 
interés público, puede ser la siguiente mejor cosa." (Green y Ward 2000). 
A esta puesta en marcha de los aparatos ideológicos del Estado Zaffaroni la denominó 
“criminología mediática” señala que para lograr la exclusión y la disciplina de los ciudadanos, 
el Estado hace uso de los medios masivos de comunicación con una clara intencionalidad 
política.  Con los intereses de las grandes corporaciones financieras la criminología mediática 
es un instrumento de extrema utilidad para desbaratar los Estados de bienestar  -los welfare 
state- y promover los Estados gendarmes, caracterizados por limitar su función a mantener a 
raya a la población excluida a un sistema que incluye solo a un cierto porcentaje poblacional. 
(Zaffaroni, 2011, pág. 5).  
La criminología mediática hace uso de discursos creíbles en el marco cultural, pues no 
cualquier discurso alcanza hegemonía, solo lo hacen aquellos que son susceptibles de ser 
transmitidos a la opinión de los que deciden o pesan en el poder y aceptados por estos, en 
forma que produzca cierto consenso entre ellos. Cabe aclarar que media una relación inversa 
en el grado de irracionalidad con que se ejerce o se pretende ejercer el poder punitivo y el 
nivel de elaboración del discurso de la corporación que acapara la hegemonía (Zaffaroni, 
2011, págs. 58-59).  
La justificación que se da a los crímenes de Estado es anterior a la comisión del crimen, 
siempre pretende estar justificado, se aplican técnicas de neutralización de forma particular de 
una forma más frecuente que en los delitos comunes, es más sofisticada y alcanza niveles de 
teorización importantes, y quienes los cometen normalmente se consideran héroes o mártires 
(Zaffaroni, 2008) Zaffaroni señaló que uno de los signos inequívocos relacionado con las 
masacres son las técnicas de neutralización definidas por Sykes y Matza: (1) la negación de la 
propia responsabilidad basada en la aparente necesidad de dar respuesta a un riesgo inminente 
que es producida gracias al pánico moral; (2) del daño; (3) de la víctima nace de la 
discriminación porque se crean los sub humanos y se les estigmatiza como los peores 
criminales sobre quienes se puede ejercer todo el poder punitivo del Estado, “Ninguno de 
ellos era culpable de nada pero pertenecían a una clase culpable de todo” ; (4) condenación de 
los condenadores; y (5) apelación a lealtades superiores. (Cohen, 1996) 
Stanley Cohen analizó algunas de las técnicas de neutralización frecuentemente usadas por los 
Estados en el trámite de casos internacionales, tres formas de negación aparece en el discurso 
de la respuesta oficial a las acusaciones sobre violaciones de derechos humanos: la negación 
literal “no pasó nada”, la negación interpretativa “lo que ocurrió es realmente otra cosa”, y la 
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negación implicatoria  “lo que sucedió es justificado”  (Cohen, 1996). Otro elemento es la 
capacidad que tienen quienes cometen estos delitos de parecer inocentes de lo que se les 
acusa. Una de las formas como se obtiene esto es a través de las técnicas de neutralización. 
 Restricciones 
Referidas a esos elementos del control social que se interponen para que un delito sea 
potencialmente más arriesgado o menos rentable.  
Aunque en la literatura los criminólogos hacen referencia principalmente a los controles y no 
a las restricciones, el estudio de Zaffaroni propone algunas acciones desde el punto de vista de 
la criminología cautelar que puede desarrollar la sociedad civil y podría considerarse 
restricciones y no controles al poder punitivo: a) el análisis crítico de los textos sospechosos 
de ocultar técnicas de neutralización; (b) estudiar los efectos de la habilitación irresponsable 
del poder punitivo y advertir sobre sus riesgos a los juristas y a los politólogos; (c) investigar la 
realidad violenta aplicando las técnicas propias de la investigación social de campo para (d) 
neutralizar con datos reales la criminología mediática para desnudar públicamente su 
causalidad mágica. Por último (f), debe analizar las conflictividades violentas en todas sus 
particularidades locales, con el fin de señalar la vía más adecuada para desmotivar los 
comportamientos violentos y motivar los menos violentos. (Zaffaroni, 2012, pág. 292). 
 Controles 
Con fundamento en el escenario del daño social e incluso en el de las teorías legalistas, 
diferentes autores han mostrado el desesperado intento de limitar la actuación del Estado y el 
ejercicio desproporcionado de su poder, este es el objetivo fundamental que debe perseguir un 
estudio actual sobre los crímenes de Estado. Zaffaroni se refirió a este tema como 
criminología cautelar, es decir cautela, prudencia en el uso de ese poder, limitación y, por 
tanto garantías procesales y limites punitivos.  
Los análisis acerca del control del crimen de Estado, han centralizado los posibles controles 
en dos grandes sectores, los controles al interior del Estado, que incluye la participación de la 
sociedad civil y los controles externos referidos fundamentalmente al que ejercen los 
tribunales y las organizaciones internacionales. 
Grabosky presentó un análisis sofisticado que él mismo llama “teoría provisional del crimen 
de Estado”, en ella incorporó el concepto de ilegalidad gubernamental [goverment ilegaly] e 
incluyó siete factores principales que influyen en sus orígenes, resultados y métodos de 
control.  Estos son: la supervisión externa débil, impotencia de las víctimas, liderazgo débil, 
definición fuerte de objetivos, supervisión inadecuada, rápida expansión organizacional y 
ruptura de las comunicaciones, sin embargo estos factores son un poco ambiguos, tienen 
muchas excepciones, no explican el crimen de Estado en las sociedades no occidentales. Así 
mismo estableció seis tipos de controles del crimen de Estado: controles internos, rediseño 
organizacional, controles externos, denuncia de irregularidades, persecución penal, litigio civil 
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y participación democrática, los cuales representan intentos importantes para limitar el poder 
estatal aunque pueden ser criticados por ser muy amplios y difíciles de concretar (Ross, 2000, 
pág. 8). 
Jeffrey Ian Ross basado en la existencia de una extensa literatura relacionada con la 
administración pública, las políticas públicas y la teoría organizacional, presentó cuatro 
proposiciones o hipótesis para guiar el modelo de control del crimen de Estado: señalando 
que el control será mayor si hay mayor cantidad de recursos (incluyendo sanciones), mayor 
calidad de los recursos, mejor habilidad para utilizar los recursos y/o mayor disponibilidad de 
recursos. En este contexto los recursos para controlar el crimen pueden consistir en 
experticia, experiencia, presupuesto, información (confidencial o de otra naturaleza), y 
poderes discrecionales para implementar políticas y programas nacionales. (Ross, 2000, pág. 
12). 
Los controles internos pueden especificarse en varias proposiciones, estos se pueden resumir 
de la siguiente manera: 
1: a mayor autonomía de los controladores estatales internos, se ejerce mayor control 
sobre el crimen de Estado y sobre las instituciones estatales criminógenicas. 
2: a mayor numero de controles estatales internos, se ejerce mayor control sobre el 
crimen de Estado y sobre las instituciones estatales criminógenicas. 
2A: a mayor numero de controles estatales internos con jurisdicciones entrelazadas, se 
ejerce mayor control sobre el crimen de Estado y sobre las instituciones estatales 
criminógenicas 
3: a mejor entrenamiento de los controladores estatales internos, se ejerce mejor control 
sobre el crimen de Estado 
4A: a mayor supervisión externa de las instituciones estatales criminogénicas, se ejerce,  
mayor control en relación con su proclividad para involucrarse en crímenes de Estado 
4B: a  mayor supervisión no gubernamental sobre las instituciones estatales 
criminogénicas, se ejerce mayor control en relación con su proclividad para involucrarse 
en crímenes de Estado 
4C: a mayor supervisión multipartidista de las instituciones estatales criminogénicas, se 
ejerce mayor control en relación con su proclividad para involucrarse en crímenes de 
Estado 
5: a mayor número de consultas estatales a cerca de las actividades de las organizaciones 
estatales criminogénicas, se ejerce mayor control en relación con su proclividad para 
involucrarse en crímenes de Estado 
6: los controles preventivos y reactivos son más efectivos que los controles reactivos 
sobre los crímenes de Estado. 
7: a mayor numero de agencias de supervisión  sobre las organizaciones estatales 
criminogénicas, se ejerce un mayor control (Ross, 2000, pág. 23). 
 
Algunas de estas premisas o tipos de controles están relacionadas con el grado de aplicación 
de las normas, pero no necesariamente existe ninguna relación sobre si estas son compatibles 
con las creencias compartidas socialmente, esto es si son legítimas. Así las cosas, se requiere 
analizar el control de la criminalidad estatal desde el punto de vista de la legitimidad. La 
legitimidad de un Estado está relacionada con la sociedad civil, especialmente quienes tienen 
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intereses económicos y las relaciones con  otros Estados, así como las relaciones de clase 
dentro del Estado  (Green & Ward, 2000). 
Unos de las principales dificultades en el estudio del crimen de Estado es que tal y como fue 
mencionado con anterioridad, esta conducta se oculta a la opinión pública y a los medios de 
comunicación. Los gobiernos y los Estados ocultan sus conductas desviadas y las presentan 
como medidas prudentes para prevenir su inestabilidad.  
Según Robert K. Merton "anomia" es una forma particular de déficit de legitimidad, en el que 
las creencias que pretenden justificar las normas son ampliamente compartidas, pero hay una 
discrepancia entre lo que se cree que son objetivos legítimos, y lo que puede lograrse dentro 
de las reglas. Así en el marco de una aparente democracia social, se ocultar la verdadera 
naturaleza de las relaciones de poder, al tiempo que garantiza la preservación de las relaciones 
económicas capitalistas y sociales.  Y de esta forma se consolida la hegemonía  con un "pacto"  
tácito entre las clases sobre un complejo conjunto de creencias compartidas (Green y Ward 
2000). 
Frente a esto, la respuesta a las técnicas de neutralización es necesario que no solo los 
criminólogos sino los encargados de aplicar la ley contrasten el discurso y evidencien el 
sentido profundo de venganza que tiene la pena. Es necesario vigilar el poder punitivo del 
Estado en particular la práctica de sus agencias, Zaffaroni señaló que “en tales condiciones, la 
crítica para el aparato del poder punitivo y su consiguiente reforma en sentido limitador no es 
funcional al poder del sistema ni insignificante, sino todo lo contrario, porque por un lado 
tiende a reducir el número de cadáveres, en tanto que por otro preserva el espacio de 
autonomía social en que los pueblos pueden expresarse y la sociedad dinamizarse, sin que los 
criminólogos pretendamos ser los visionarios iluminados que les señalemos el camino. Por 
supuesto que los criminólogos seguimos siendo ciudadanos y podemos optar, pero como 
ciudadanos, no como criminólogos” (Zaffaroni, 2011, pág. 223). 
Los controles externos están directamente relacionados con otros Estados, organizaciones y 
tribunales internacionales que eventualmente pueden controlar este tipo de criminalidad 
teniendo en cuenta las siguientes premisas: 
 
PISC1: A mayor numero de controles externos, se ejerce mayor control sobre las 
organizaciones estatales criminogénicas  y sobre el crimen de Estado. 
PISC 2: a mayor numero de Estados nación que participen en el control externo, es 
mayor el control, ejercido sobre las organizaciones estatales criminogénicas  y sobre el 
crimen de Estado. 
PISC 3: a mayor numero de organizaciones privadas que monitoreen los crímenes de 
Estado, se ejerce mayor control 
PISC 4: a mayor cantidad de recursos de los controladores externos, mayor control sobre 
el crimen de Estado 
PISC 5: es mejor el control, ejercido por las Instituciones regionales externas sobre su 
jurisdicción, que el ejercido por las organizaciones estatales universales.  
PISC 6: a mayor poder sancionador de los controladores externos, se ejerce mayor 
control sobre las organizaciones estatales criminogénicas 
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PISC 7: a mejor comunicación entre los controladores externos, se ejerce mayor control 
sobre las organizaciones estatales criminogénicas 
PISC8: las organizaciones no gubernamentales son más efectivas que los Estados nación, 
controlando los crímenes de Estado en otros países. (Ross, 2000, págs. 26-27) 
 
Zaffaroni mencionó tambien estos controles al señalar que la posibilidad la concresion de un 
daño social producido por el Estado es la política del mismo y la aceptación en la comunidad 
internacional, en este sentido “los homicidios de masa siempre se han cometido  y se siguen 
comentiendo porque la política de un Estado así lo decide, su poder punitivo lo ejecuta y el 
resto de los Estados miran con indiferencia o complacencia. Sus condiciones indispensables 
son, pues, la decisión política interna y el espacio político internacional. Sin ellas no hay 
masacre” (Zaffaroni, 2012, pág. 258).  
Varios criminólogos concluye que ciertos tipos de crímenes de Estado, requieren mejores 
mecanismos de control que los disponibles actualmente. Por su parte, Pepinsky y otros, se 
oponen a los esfuerzos para controlar del crimen de Estado centrados en bases ideológicas o 
empíricas (Pepinsky, Walker). Aquellos que se oponen a los métodos de control de bases 
empíricas resaltan su inhabilidad para especificar exactamente qué es aquello que debe ser 
controlado, la insuficiencia de los datos y métodos para estudiar la delincuencia común, y los 
procedimientos utilizados para disuadir o rehabilitar a los delincuentes (Ross, 2000, pág. 9).  
Finalmente es necesario mencionar algunas prácticas que incluyen boicots, prácticas de 
cabildeo y recursos legales,  que han sido utilizadas por la opinión pública, movimientos 
sociales, corporaciones, y Estados para controlar ese tipo de acciones. A través de la 
utilización de estos métodos, los ciudadanos y/o sus representantes pueden buscar retribución 
por los crímenes de Estado causados por corporaciones en complicidad con las mismas. 
1.2. Conclusiones 
La relación entre los crímenes de Estado y la criminología no ha sido pacifica, no existe una 
definición única sobre este tipo de criminalidad y tampoco existen acuerdos acerca de la 
forma de controlar el poder punitivo del Estado, sin embargo, las investigaciones hechas por 
diferentes autores son útiles para analizar este tipo de crímenes y para identificar controles 
desde diferentes niveles al ejercicio del poder punitivo del Estado. Es necesario cambiar el 
enfoque de “las criminología” y centrar la atención ya no en los individuos sino en las políticas 
del Estado que producen graves daños sociales.  
De esta forma, si bien la definición legalista del crimen de Estado es restrictiva y reproduce 
conceptos como el crimen y la criminalidad como realidades ontológicas, las normas 
internacionales proponen un marco de análisis que resulta útil para el reconocimiento del 
daño social que producen los Estados y el control de los mismos. Una visión “mixta” de los 
análisis acerca del daño social producido por el Estado, permite tener herramientas adecuadas 
para su control, porque por un lado se hace visible el grave daño social lo que permitiría 
eventualmente llegar a acuerdos sobre las conductas socialmente inaceptables al tiempo que se 
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creen límites legales y sociales que si bien no impiden que estos delitos se comentan, si 
establecen algunas restricciones. 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 Capítulo 2. Historia y Evolución de la Desaparición 
Forzada. 
En Colombia, no existe duda sobre la práctica de la desaparición forzada, sin embargo, 
algunas características del fenómeno permiten sustentar la existencia de un crimen de Estado 
por los mecanismos de ocultamiento, la existencia de una política, y la forma como es 
visibilizada públicamente. 
En este capítulo, voy a referirme a dos aspectos, el primero es la referencia legal a 
instrumentos y recomendaciones internacionales que establecen que la prohibición de la 
desaparición forzada es una norma de jus cogens  y que la misma es un crimen de lesa 
humanidad, el segundo es la referencia histórica a la desaparición forzada como práctica de 
represión. 
2.1. Historia y Evolución de la Desaparición Forzada. 
a. Antecedentes relevantes sobre la desaparición forzada. 
La desaparición forzada como práctica encaminada al ocultamiento del cadáver y con ello la 
negativa a reconocer lo ocurrido, se origina en el decreto secreto de “noche y niebla”, 
expedido en 1941 por el mariscal Keitel, el cual ordenaba  la deportación a los miembros de la 
resistencia de los territorios ocupados, para desaparecerlos en campos de Alemania, donde 
eran vestidos con uniformes señalados con las iniciales N.N aludiendo a Noche y Niebla que 
decretó Hitler que por alguna cruel paradoja es igual a la misma sigla del –NN- (del latín 
Nomen Nescio, que significa “desconozco su nombre”).  Para lograr el efecto intimidatorio 
deseado, se prohibía entregar información alguna sobre su paradero. (Documento L-90 
Volumen 7 de las actas de los procesos de Nuremberg). Producto de esta orden fueron 
detenidos y desaparecidos centenares de personas, algunos afirman que fueron cerca de seis 
millones de judíos durante el régimen Nazi (El Mundo, 2001)   
Una vez culminada la segunda guerra mundial, diferentes organismos internacionales 
manifestaron su preocupación por la existencia de la desaparición en el marco de los 
conflictos armados, especialmente los de carácter internacional. Esta preocupación fue 
explicita en los convenios de Ginebra y en el Protocolo 1 adicional a los mismos (artículo 33) 
en el cual se establece expresamente la obligación a cargo de las partes que intervienen en un 
conflicto internacional, de identificar combatientes, no combatientes y muertos en combate, 
sin embargo, hasta entonces las obligaciones se limitaban al contexto de los conflictos 
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armados, pero no a la desaparición forzada como método represivo utilizado por agentes del 
Estado.  
Paradójicamente, una vez culminó la segunda guerra mundial, se dio inicio a la “guerra fría”, 
nombre con el que fue conocido el conflicto social, político y económico entre el occidente –
capitalista liderado por los Estados Unidos y el oriente socialista liderado por la URSS, que se 
extendió desde 1950 y culminó al iniciar la década de 1990 con la caída del muro de Berlín en 
1989 y el golpe a la URSS en 1991. Durante esta época se construyó el concepto de “enemigo 
interno” como una derivación del “enemigo común” referido al comunismo internacional, 
que fue interpretado como una amenaza para “la seguridad colectiva de los Estados” bajo la 
influencia de los Estados Unidos. Posteriormente adquirió nuevamente un significado con la 
revolución cubana y la expansión del pensamiento comunista en centro y sur América a partir 
de los cuales se “trasplantó la doctrina de seguridad nacional” (Ahumada P., 2007, págs. 19-
20). 
Como consecuencia de la segunda guerra mundial se estableció un nuevo orden mundial que 
pretendía la defensa de la democracia, y la eliminacion del enemigo: 
“(…) la Doctrina de Seguridad Nacional no deseaba solo frenar al enemigo, sino 
erradicarlo. Era- si se permite la afirmación- más “realista” que el realismo al creer que 
nada debía oponerse a su propia concepción del mundo, de la historia y de la sociedad. 
Legitimó cualquier procedimiento de lucha contra el enemigo interno y externo, se 
adhirió gustosa a cualesquiera procedimientos mediante los cuales se legitimaba y 
justificaba acciones que en Europa y en los Estados Unidos habrían escandalizado a los 
ciudadanos acostumbrados a las democacias liberales, pues no en vano, fue donde 
vivieron los teoricos del realismo, cuya voluntar era mantener la democracia, la paz y el 
orden” (Rivas Nieto, 2008, pág. 214).  
En América del sur, la doctrina de seguridad nacional tuvo entre sus principales variaciones la 
sustitución del enemigo externo (el comunismo internacional representado en la URSS y 
Cuba) que debía ser combatido por los Estados Unidos, por el enemigo interno materializado 
en supuestos agentes locales del comunismo, entre quienes se encontraban obviamente las 
guerrillas, pero que podía ser cualquier persona, grupo o institución nacional que tuviera ideas 
opuestas a las de los gobiernos militares. (Leal Buitrago, 2003).  
En 1960, se había creado la Conferencia de los Ejércitos Americanos, una organización de 
seguridad hemisférica inspirada en la “doctrina de la seguridad nacional”, que se reunía en 
sesiones secretas para discutir posibles estrategias y acuerdos de actividades conjuntas, las 
cuales se concretaron en la década de 1970. Al respecto Pedro Rivas Nieto señala: 
“En Iberoamerica el concepto de Guerra Fria llegó a ser una ley, pues según la Doctrina 
de Seguridad Nacional se estaba en guerra contra el comunismo internacional. La 
“distención”, que desde la época de Kissiger al frente de la secretaría de Estado era 
doctrina oficial en la política exterior de los Estados Unidos, no se tomó en serio el cono 
sur. En 1973 el general Breno Berges Fortes decía en Montevideo que tenía la convicción 
de que “en lo concerniente a la seguridad de las Américas no ha habido cambios 
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fundamentales en cuanto a designar un enemigo común. Nuestro enemigo es siempre el 
movimiento comunista internacional que, en algunos casos, ha cambiado solo su 
estratégia de acción, pero sin renunciar al objetivo final: la conquista del poder”. Estos 
años coinciden con cierto retroceso en América Latina. A partir de 1973 se fortaleció el 
apoyo a los régimenes autoritarios. En Uruguay, en junio de 1973, Bordaberry dio un 
autogolpe en la unión de los militares, disolvió el parlamento (…) purgó a las 
Universidades de elementos marxistas y extendió el terror. La suspensión de las garantías 
consitucionales y la gobernación mediante decretos de emergencia de los meses 
anteriores al golpe de Estado, pensados para acabar la violencia de los Tupamaros, 
acabaron siendo permanentes. En Brasil, desde el golpe militar de 1964, los dictadores 
militares aliados con Nixon y su asesor Kissiger fueron férreos defensores del 
occidentalismo, pues según la desarrollada geopolítica brasileña, las fronteras ya no eran 
territoriales sino ideológicas y eso justificaba la contrainfiltración para golpear al enemigo 
infitrado en un pais vecino (…). Algo parecido ocurrió con los regímenes de Chile y de la 
Argentina. En fin un sistema de degradación democratica se instaló en el continente”  
(Rivas Nieto, 2008, pág. 73) 
En la década de los años 1970,  la mayoría de los gobiernos dictatoriales de la región del Cono 
Sur asumieron el poder o estaban en el poder, lo que permitió la represión contra personas 
denominadas “elementos subversivos” sin importar su nacionalidad. Miles de ciudadanos del 
Cono Sur buscaron escapar a la represión de sus países de origen refugiándose en países 
fronterizos. Frente a ello, las dictaduras crearon una estrategia común de “defensa” en la cual 
establecieron operaciones transnacionales en la región con el fin de eliminar a los grupos 
guerrilleros, en el contexto de una campaña contrainsurgente que justificaba expandir el 
campo de acción más allá de los límites territoriales. (Caso Gelman vs. Uruguay, 2011)  
En febrero de 1974 se realizó una reunión en Buenos Aires con la participación de oficiales de 
seguridad de Argentina, Chile, Uruguay, Paraguay y Bolivia, en lo que serían las primeras 
conversaciones para el establecimiento de un plan de cooperación encubierta, ese mismo año, 
se comenzó a discutir la idea de crear una red continental de información anti-comunista. En 
la reunión que tuvo lugar en Santiago de Chile entre 25 al 30 de noviembre de 1975, la 
cooperación de inteligencia militar se concretó aún más con la formalización de la 
denominada “Operación Cóndor” en la que además de los países mencionados participó 
Brasil. (Caso Gelman vs. Uruguay, 2011)  
La Operación Cóndor fue adoptada como una política de Estado de las “cúpulas de los 
gobiernos de hecho”, lo que facilitó la creación de estructuras militares paralelas, que actuaban 
de forma secreta y con gran autonomía, esta operación fue muy sofisticada y organizada, 
contaba con entrenamientos constantes, sistemas de comunicación avanzados, centros de 
inteligencia y planificación estratégica, así como con un sistema paralelo de prisiones 
clandestinas y centros de tortura con el propósito de recibir a los prisioneros extranjeros 
detenidos en el marco de la operación. (Caso Gelman vs. Uruguay, 2011).  
El Plan Cóndor operaba en tres grandes áreas, a saber, primero, en las actividades de 
vigilancia política de disidentes exiliados o refugiados; segundo, en la operación de acciones 
encubiertas de contra-insurgencia, en las cuales el papel de los actores era completamente 
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confidencial y, tercero, en acciones conjuntas de exterminio, dirigidas a grupos, o individuos 
específicos, para lo cual se conformaban equipos especiales de asesinos que operaban dentro y 
fuera de las fronteras de sus países, incluso en Estados Unidos y Europa (Archivo de 
Seguridad Nacional, 2011). 
En relación con la desaparición forzada, aunque existen algunos antecedentes sobre 
desaparición de cadáveres en 1932, se convirtió en una práctica sistemática principalmente en 
Guatemala desde 1963. A lo largo de dos décadas, el método se extendió a El Salvador, Chile, 
Uruguay, Argentina, Brasil, Colombia, Perú, Honduras, Bolivia, Haití y México. Amnistía 
Internacional, FEDEFAM y otros organismos de derechos humanos sostienen que, en poco 
más de veinte años (1966-1986), noventa mil personas fueron víctimas de esta aberrante 
práctica en diferentes países de América Latina (Molina Theissen, 1988): 
Tabla 1. Cifras de desapariciones forzadas en América   
Guatemala En 1964, durante el régimen del coronel Enrique Peralta Azurdia, se produce la primera 
desaparición masiva de 28 dirigentes sindicales y políticos, los que fueron secuestrados y 
lanzados al mar desde aviones militares. Los autores son agentes del Estado y "escuadrones de 
la muerte" (grupos paramilitares). A partir de esa fecha hasta estos últimos años se han 
producido cerca de 20.000 casos, según Amnesty International, si bien fuentes extraoficiales 
señalan 35.000 desapariciones. 
Haití A partir de la instalación de la dictadura de los Duvalier hasta estos últimos años, según 
FEDEFAM han habido cerca 12.000 casos. 
Paraguay A partir de la dictadura de Stroessner, que estuvo más de 30 años en el poder, ha habido cerca 
de 140 casos, según FEDEFAM. 
Brasil Durante los regímenes militares instalados entre 1964 y 1985, según informaciones de la Iglesia 
católica, se han producido 125 casos. 
Uruguay Desde 1973 hasta 1989, según informaciones de organismos de derechos humanos del país, se 
han producido 160 casos, la gran mayoría de ellos ocurridos en Argentina, con 127 víctimas 
(entre mayo y octubre de 1976) 
Chile  Las desapariciones atribuidas al régimen militar de Pinochet, hasta la ocurrencia del último caso, 
el 14 de noviembre de 1989, sumaron varios cientos, de acuerdo a las coincidentes estadísticas 
de los distintos organismos denunciantes de los crímenes: 
 Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación (Informe Oficial de Gobierno): 957 
casos; 
 Vicaría de la Solidaridad de la Iglesia Católica: 984 casos; 
 Agrupación de Familiares de Detenidos-desaparecidos: 1.192 casos (1995) 
 
Argentina 
Desde el 24 de marzo de 1976 hasta 1983: 
Según la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (Informe Oficial de Gobierno): 
9.000 casos; 
Números extraoficial de casos: 30.000. 
Perú Desde 1987 hasta 1988, según FEDEFAM, se han producido cerca de 3.000 casos. 
Colombia Según FEDEFAM se han producido en los últimos años cerca de 1.108 casos. 
México Según informaciones de FEDEFAM se han producido 543 casos. 
El Salvador Según informaciones de FEDEFAM ha habido cerca de 6.705 casos. 
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Bolivia Según informaciones de FEDEFAM ha habido cerca de 155 casos. 
Honduras Según informaciones de FEDEFAM ha habido 137 casos.  
(Revista Semana, 2009) 
Sobre este punto el Centro de Memoria Histórica constató que el número de personas 
desaparecidas en Colombia supera ampliamente las ocurridas durante las dictaduras: 
"El Registro Nacional de Desaparecidos reportó, hasta noviembre de 2011, 50.891 casos, de los 
cuales se presume que 16.907 corresponden a desapariciones forzadas, mientras que el RUV 
registra 25.007 personas desaparecidas forzadamente como producto del conflicto armado. Esta 
elevada magnitud solo puede comprenderse cuando se constata que tal delito rebasa lo ocurrido 
en las dictaduras militares del cono sur en América Latina: 485 desapariciones forzadas en 
Paraguay entre 1958 y 1988; 979 en Chile entre 1973 y 1990; cerca de 9.000 en Argentina durante 
la dictadura militar entre 1976 y 1983. Pese a las dimensiones de la desaparición forzada en 
Colombia, el nivel de reconocimiento social y público de este delito es muy bajo si se compara con 
otras modalidades de violencia" (Centro de Memoria Histórica, 2013) 
Estas referencias históricas al fenómeno de la desaparición forzada permiten conocer el origen 
y el recorrido de la desaparición forzada como práctica durante las dictaduras en América, 
especialmente durante las décadas de los 80´s y los 90´s y su influencia en Colombia, pues 
aunque formalmente no tuvo un régimen dictatorial durante esta época, la influencia de las 
dictaduras en los países vecinos fue lo suficientemente elevada para que el país se convirtiera 
en uno de los principales escenarios de este crimen.  
b. El daño social de la desaparición forzada- Prohibición de la desaparición forzada como norma de ius 
cogens  y como crimen de lesa humanidad. 
En los ámbitos nacional e internacional, se ha analizado la existencia de una práctica 
sistemática de desapariciones forzadas en Latinoamérica, y desde la culminación de la segunda 
guerra mundial se han creado convenciones y tratados que condenan la práctica de la 
desaparición forzada por considerar que la misma agrede la consciencia de la humanidad. Así 
mismo, tribunales nacionales e internacionales han ratificado que la desaparición forzada es un 
crimen de lesa humanidad y su prohibición, así como la persecución y sanción del mismo es 
una norma de Ius Cogens para todos los Estados. 
En primer antecedente acerca de la noción de crimen de lesa humanidad se encuentra desde 
principios del siglo XX, el concepto ya había sido utilizado en la Declaración de San 
Petersburgo los días 29 de noviembre y 11 de diciembre de 1868, la Declaración de Francia, 
Gran Bretaña y Rusia el 24 de mayo de 1915 cuando calificó de crímenes contra la humanidad 
las masacres contra el pueblo armenio por parte del Imperio Otomano y, posteriormente, 
durante la guerra de Chaco (1932-1935).  
El 8 de agosto de 1945, se creó el Tribunal Militar Internacional, conocido como el Tribunal 
de Núremberg, teniendo como objetivo juzgar y sancionar los principales criminales de 
guerra, en especial los Nazis, por hechos anteriores al establecimiento de tratados o leyes 
nacionales o internacionales. Durante su vigencia, fueron consignados los llamados principios 
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del Tribunal de Núremberg en donde por primera vez se definieron los criterios 
fundamentales para la persecución de crímenes de paz, de guerra y contra la humanidad, hoy 
en día llamados, de lesa humanidad.  
Respecto al sujeto activo del delito, el artículo I establecía que “Cualquier persona que cometa 
actos que constituyan un crimen bajo las leyes internacionales será responsable y por 
consiguiente sujeto a castigo”, así como también dejó claro, en su artículo II, que “El hecho 
de que las leyes internas no impongan castigo por un acto que constituya un crimen bajo las 
leyes internacionales no exime a la persona que cometió el acto de su responsabilidad bajo las 
leyes internacionales”. 
Además, en su principio VI, definió por primera vez las conductas que constituyen un crimen 
de lesa humanidad: “Asesinato, exterminio, esclavitud, deportación y cualquier otro acto 
inhumano contra la población civil, o persecución por motivos religiosos, raciales o políticos, 
cuando dichos actos o persecuciones se hacen en conexión con cualquier crimen contra la paz 
o en cualquier crimen de guerra”. Esta lista luego fue ampliada por el Estatuto de Roma, 
dejando la puerta abierta a considerar „otros actos inhumanos‟ dentro de los cuales se 
encuentra indudablemente la desaparición forzada.  
Una primera fuente de tipificación y proscripción de desaparición forzada resultan ser las 
normas del Derecho Internacional Humanitario, en especial el artículo 3 común a los 
Convenios de Ginebra, así como los Protocolos adicionales I y II a los mismos, en los cuales 
se fijan limites a la actuación de las partes en conflicto, al momento de conducir las 
hostilidades y establecen responsabilidades especificas a cargo de los combatientes. Al 
respecto el Consejo de Estado de Colombia en auto de 19 de julio de 2007, preciso: 
“Dicha conducta se encuentra proscrita por normas de carácter internacional ratificadas 
por Colombia, como es el caso del artículo 2 del Protocolo Adicional a los Convenios de 
Ginebra del 12 de agosto de 1949, que se refiere a la protección de las víctimas de los 
conflictos armados sin carácter internacional, realizado en Ginebra el 8 de junio de 1977, 
el cual fue incorporado a la legislación interna a través de la Ley 171 del 1994; y del 
artículo 75 del Protocolo Adicional a los Convenios  de Ginebra de 12  de Agosto de 
1949 a través del cual se reguló lo referente a la protección de las víctimas de los 
conflictos armados internacionales, instrumento que no improbó la Comisión Especial 
Legislativa el 4 de Septiembre de 1991”.  (Héctor Jaime Beltrán Parra y otros., 2007) 
En el mismo sentido, el 20 de diciembre de 1978, la Asamblea General de Naciones Unidas 
aprobó la Resolución 33/173, por medio de la cual se exhorta a los Estados a adelantar los 
mecanismos a su alcance para la búsqueda de las personas desaparecidas y la investigación de 
los responsables:  
“1. a) En caso de informes de desapariciones forzosas o involuntarias dediquen los 
recursos adecuados a la búsqueda de esas personas y hagan investigaciones rápidas e 
imparciales; b) Que garanticen la plena responsabilidad en el desempeño de sus funciones 
–especialmente la responsabilidad ante la ley- de las autoridades u organizaciones 
encargadas de hacer cumplir la ley y encargadas de la seguridad, incluida la 
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responsabilidad jurídica por los excesos injustificables que pudiesen conducir a 
desapariciones forzosas o involuntarias o a otras violaciones de los derechos humanos”. 
El 31 de octubre de 1979, la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos, 
de la cual Colombia es miembro, en su duodécima Sesión Plenaria, aprobó la resolución 
AG/RES 443, en la cual señala expresamente que las desapariciones  son “una afrenta a la 
conciencia del hemisferio, totalmente contraria a nuestros valores tradicionales comunes y, a 
las declaraciones y acuerdos firmados por los Estados Americanos” (CIDH, 1980), 
posteriormente durante la séptima sesión plenaria, celebrada el 18 de noviembre de 1983, la 
Asamblea General de la OEA aprobó la resolución AG/RES. 666 (XIII-O/83), en la que 
resolvió:  
“4. Declarar que la práctica de la desaparición forzada de personas en América es una 
afrenta a la conciencia del Hemisferio y constituye un crimen de lesa humanidad. 5. 
Exhortar a aquellos Estados donde han ocurrido desapariciones de personas, que se 
esclarezca su situación y se informe a sus familiares sobre su suerte”.  (Asamblea General 
de la OEA, 1983) 
La desaparición forzada es no sólo una grave violación a un sinnúmero de derechos humanos 
consagrados desde la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano y en todos 
los demás instrumentos internacionales de los derechos humanos que vinieron 
posteriormente, también es un delito internacional que tiene el carácter de crimen de lesa 
humanidad “la práctica de la desaparición forzada de personas en América es una afrenta a la 
conciencia del Hemisferio y constituye un crimen de lesa humanidad.” que impone a todos los 
Estados el deber de prevenir, perseguir y sancionar esa conducta (Asamblea General de la 
OEA, 1983) 
El hemisferio americano no ha sido el único en hacer este reconocimiento, en 1984 la 
Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa no sólo reconoció la grave situación a la que 
se enfrentan las víctimas de desaparición forzada sino que declaró, entre otras cosas que la 
desaparición forzada es un crimen de lesa humanidad y que una persona que es responsable 
por este tipo de crimen debe ser juzgado, no sólo en el país en donde los cometió sino en 
cualquier otro país en donde haya podido ser arrestado (Asamblea Parlamentaria del Consejo 
de Europa, 1984). 
De la misma manera, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su primer caso sobre 
desaparición forzada, Velásquez Rodríguez vs. Honduras, sentencia de 29 de julio de 1988, 
consideró que el Estado violó los derechos del ciudadano hondureño por la desaparición 
forzada de la que fue víctima y por la falta de investigación, juzgamiento y sanción de los 
responsables de este crimen internacional, sin que para el momento de los hechos existiera 
aún la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas e 
independientemente de la tipificación de dicho delito por la legislación hondureña. El carácter 
de norma imperativa en el derecho internacional además de las graves violaciones de derechos 
humanos que este delito significa, no puede estar supeditada a la tipificación del delito a nivel 
nacional. Para este Tribunal el deber de investigación, por ejemplo, al tratarse de “delitos 
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atentatorios contra bienes esenciales de la persona, deben ser investigados de  oficio en 
cumplimiento del deber del Estado de velar por el orden público, más aún cuando los hechos 
denunciados se referían a una práctica cumplida dentro del seno de la institución armada la 
cual, por su naturaleza, está cerrada a investigaciones particulares” ( Caso Velásquez 
Rodríguez vs. Honduras , 1988) 
Todo lo anterior demuestra que efectivamente existe un claro consenso por parte de toda la 
comunidad internacional sobre la necesidad de perseguir y juzgar la desaparición forzada, el 
cual se caracteriza por ser, además de un grave crimen contra la humanidad, un fenómeno sui 
generis, pues es tanto un delito pluriofensivo y continuado (Asamblea General de la OEA, 
1994) como productor de una pluralidad de sujetos pasivos y víctimas (ONU, 1990), situación 
ratificada por la jurisprudencia colombiana.  
En el sistema universal, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas conoció el 
caso de la Nydia Erika Bautista c. Colombia, integrante del Movimiento 19 de Abril (M-19), 
quien el 30 de agosto de 1987 fue detenida arbitrariamente y desaparecida forzosamente por 
miembros del Ejército Nacional, por más de 3 años, hasta noviembre de 1990 cuando se 
encontró su cuerpo. En esta decisión, el Comité estimó que Colombia: 
“tiene el deber de investigar  a fondo las presuntas violaciones de derechos humanos, en 
particular las desapariciones forzadas de personas y las violaciones del derecho a la vida, y 
de encausar penalmente, juzgar y castigar a quienes sean considerados responsables de 
esas violaciones. Este deber es aplicable a fortiori en los casos en que los autores de esas 
violaciones han sido identificados.”  (Comunicación Nº 563/1993, Caso Nydia Erika 
Bautista c. Colombia., 1995) 
Por su parte, la Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas, aprobada por la Asamblea General en su resolución 47/133 de 18 
de diciembre 1992, establece que: 
“2. Todo acto de desaparición forzada sustrae a la víctima de la protección de la ley y le 
causa graves sufrimientos, lo mismo que a su familia. Constituye una violación de las 
normas del derecho internacional que garantizan a todo ser humano, entre otras cosas, el 
derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, el derecho a la libertad y a la 
seguridad de su persona y el derecho a no ser sometido a torturas ni a otras penas o 
tratos crueles, inhumanos o degradantes. Viola, además, el derecho a la vida, o lo pone 
gravemente en peligro”.  
El 9 de junio de 1994, fue aprobada en Belém do Pará (Brasil) la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas, la cual reconoce expresamente que la práctica 
sistemática de la desaparición forzada es un crimen de lesa humanidad y que los Estados están 
obligados a:  
“a) No practicar, no permitir, ni tolerar la desaparición forzada de personas, ni aun en 
Estado de emergencia, excepción o suspensión de garantías individuales; b) Sancionar en 
el ámbito de su jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del delito de 
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desaparición forzada de personas, así como la tentativa de comisión del mismo; c) 
Cooperar entre sí para contribuir a prevenir, sancionar y erradicar la desaparición forzada 
de personas; y d) Tomar las medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial o de 
cualquier otra índole necesarias para cumplir con los compromisos asumidos en la 
presente Convención”. 
Por su trascendencia jurídica, así como el papel en la investigación, análisis y proposición de 
instrumentos jurídicos, siendo además el órgano especializado del Sistema de Naciones 
Unidas en el tema de la desaparición forzada de personas, es oportuno citar el “Comentario 
General Sobre la desaparición forzada como un delito continuado” del Grupo de Trabajo 
sobre Desaparición Forzada,  en el cual caracteriza la desaparición forzada como un delito de 
ejecución continuada y aclara el régimen de responsabilidad al que está sometido un Estado 
que tolera esta práctica. Sobre el particular expresó: 
“3. Entonces, cuando una desaparición forzada empezó antes de la entrada en vigor de 
un instrumento o antes de que el Estado específico aceptó la jurisdicción del órgano 
competente, el hecho de que la desaparición continúa después de la entrada en vigor o la 
aceptación de la jurisdicción da a la institución la competencia y la jurisdicción para 
considerar la acción de la desaparición forzada de manera integral, y no sólo acciones u 
omisiones imputables al Estado que son posteriores a la entrada en vigor del instrumento 
legal relevante o la aceptación de la jurisdicción. (…) 
5. Del mismo modo, en el derecho penal, el Grupo de Trabajo opina que una 
consecuencia del carácter continuado de la desaparición forzada es que es posible 
condenar a alguien por desaparición forzada sobre la base de un instrumento legal que 
fue promulgado después de que empezó la desaparición forzada, a pesar del principio 
fundamental de la no retroactividad. El delito no se puede separar y la condena debería 
cubrir la desaparición forzada de manera integral.” 
En el ámbito nacional, la Corte Constitucional en sentencia C-225 de 1995 manifestó que  las 
normas imperativas del Derecho Internacional o ius cogens, “son reglas obligatorias per se  en el 
ordenamiento jurídico y deben ser acatadas por todos los habitantes del territorio 
colombiano”. (Sentencia C-255 , 1995)  
Así mismo, su carácter de crimen de lesa humanidad lo estableció el Tribunal Penal 
Internacional para la Ex Yugoslavia en el caso Procurador c. Zoran Kpreskie et al, al condenar la 
desaparición forzada como un trato cruel inhumano, totalmente prohibido y por tanto un 
claro ilícito internacional que cuando se comete de forma sistemática y generalizada, 
constituye un crimen de lesa humanidad. Lo anterior, señala el Tribunal, se interpreta bajo los 
parámetros identificados por los estándares internacionales de derechos humanos consagrados 
en la Declaración Universal de Derechos Humanos, de 1948 y los dos Convenios de las 
Naciones Unidas sobre Derechos Humanos en 1966. (Caso Procurador c Zoran Kpreskic et 
al , 2000).  
La Corte Interamericana de Derechos Humanos señaló que “(…)tal como se desprende del 
preámbulo de la Convención Interamericana señalada, ante la particular gravedad de estos 
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delitos y la naturaleza de los derechos lesionados, la prohibición de la desaparición forzada de 
personas y el correlativo deber de investigarlas y sancionar a sus responsables han alcanzado 
carácter de jus cogens.” (Caso Goiburú y otros vs. Perú, 2006) Lo cual, como muy bien lo 
dice, la consideración de jus cogens emana de la misma Convención Americana sobre  Derechos 
Humanos, ratificada por Colombia el 28 de mayo de 1975. 
Actualmente la definición más aceptada del fenómeno es la que se encuentra en la 
Convención Interamericana sobre desaparición forzada de personas define la desaparición 
forzada como “la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, 
cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la 
autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la 
negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la 
persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales 
pertinentes”.  
Estas definiciones y sus consecuencias jurídicas muestran que por lo menos desde mediados 
del siglo XX existen intentos por limitar y prohibir la desaparición forzada de personas al 
considerarla una de las conductas más graves contra la humanidad, no obstante, de forma 
paralela a su prohibición aumentó en el mundo la práctica. 
Hasta el momento hemos visto como la desaparición forzada tiene origen en la primera guerra 
mundial como una herramienta de la guerra y un mecanismo de ocultamiento, y a través de 
políticas estatales se traslada y se extiende en el continente americano como una práctica, 
mientras se establecían mundialmente normas que pretendían erradicarla y sancionarla. Esto 
desde el punto de vista criminológico evidencia que "la desaparición forzada" no es 
simplemente una conducta etiquetada sino una acción que genera un grave daño social y que 
la sociedad reconoce como dañina.  
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Capítulo 3. La Desaparición Forzada como crimen 
de Estado en Colombia. 
La descripción de los antecedentes sobre la desaparición forzada muestran las influencias de 
actores internaciones en la comisión de la misma en Colombia y los intentos por eliminar su 
práctica en el mundo entero, sin embargo no son suficientes para explicar la magnitud de lo 
ocurrido en Colombia, ni para aclarar porque persiste. Este capítulo pretende responder a la 
pregunta sobre ¿Que pasó en Colombia durante los últimos 30 años en relación con la 
desaparición forzada de personas?, sin embargo una hipótesis sobre por qué ocurrió será 
analizada en el próximo capítulo.  
3.1. Introducción al análisis sobre la desaparición forzada en Colombia. 
Las guerras o las dictaduras siempre han sido el terreno abonado para las desapariciones. En 
Vietnam nunca se supo el paradero de 300.000 personas. En la guerra de los Balcanes hubo 
50.000 desaparecidos. Un número similar arrojó como saldo la larga guerra de los contras en 
Guatemala. En el Cono sur, donde no había guerra, pero sí dictadura militar, la comisión de la 
verdad de Argentina documentó 9.000 hasta 1983, pero las organizaciones de víctimas señalan 
que son 30.000. En Chile, durante la era Pinochet, hubo cerca de 1.200 desaparecidos. 
(Revista Semana, 2009) .  
En Colombia, la desaparición forzada se encuentra expresamente prohibida desde 1990, en el 
artículo 12 de la Constitución Política se establece que "nadie será sometido a desaparición 
forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes" , recogiendo lo 
dispuesto en el artículo 5° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, no obstante, solo diez años después, la 
desaparición forzada fue tipificada como delito en el artículo 165 del código penal (ley 599 de 
2000), sin embargo, inicialmente la ley solo estaba dirigida a integrantes de grupos armados: 
“ARTICULO 165. DESAPARICION FORZADA. El particular que perteneciendo a un 
grupo armado al margen de la ley someta a otra persona a privación de su libertad 
cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha 
privación o de dar información sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, 
incurrirá en prisión de veinte (20) a treinta (30) años, multa de mil (1.000) a tres mil 
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(3.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos y 
funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años”. (subrayado declarado inexequible) 
En el año 2002, la Corte Constitucional Colombiana declaró inconstitucional la expresión 
“perteneciendo a un grupo armado al margen de la ley” por considerar que “excluy[e] 
injustificadamente de tipificación la conducta de otras personas que potencialmente pueden 
cometer dicho ilícito (…) es claro que la calificación del sujeto activo que está consignada en 
el inciso primero de la norma bajo revisión para el delito de la desaparición forzada resulta a 
todas luces inconstitucional” (Corte Constitucional Colombiana, 2002) 
Así mismo, Colombia ha ratificado varios convenios y tratados internacionales que establecen 
obligaciones a su cargo, relacionadas con la prevención de ese delito y la adopción de medidas 
adecuadas para la investigación, juzgamiento y sanción de los responsables de este delito,  
entre ellos: La Convención Interamericana sobre la desaparición forzada de personas, que fue 
ratificada en el año 2005, el Estatuto de Roma  ratificado el 5 de agosto de 2002, además de 
otras disposiciones que le obligan a la protección a la protección de las personas que se 
encuentran bajo su jurisdicción como la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y recientemente la Convención 
Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas. No obstante, a pesar de las 
disposiciones y el reconocimiento de la desaparición forzada como crimen de lesa humanidad, 
es un crimen cometido sistemáticamente partir de 1970, y anualmente la cifra continua 
creciendo.  
La Comisión Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas tiene más de 57.200 casos de 
desaparición de los cuales por lo menos 17.771 casos serían desapariciones forzadas (Revista 
Semana, 2013) sin embargo el Centro de Memoria Histórica revela que la cifra es mucho 
mayor, el CMH relaciona 65.839 desapariciones ocurridas hasta 2013 (Centro de Memoria 
Histórica, 2013). 
Figura 1. Evolución de las principales modalidades de violencia del conflicto armado en 
Colombia por número de víctimas, 1980-2012 
 
(Centro de Memoria Histórica, 2013) 
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La magnitud el fenómeno requiere que su análisis se haga por periodos cortos, ya que hacer 
una descripción de más de 30 años sin clasificaciones de ninguna índole, desconoce la su 
complejidad, asume que se ha comportado de la misma manera, que los autores no han 
variado así como tampoco sus móviles.   
 
La división temporal que se propone a continuación obedece a dos criterios: generalidad y 
legalidad, en el sentido de la existencia de leyes que imponen restricciones y sanciones para 
cometer el delito. Generalidad debido a que solo hasta 1980 aparece la desaparición forzada 
como un tema de especial preocupación sobre Colombia para los organismos internacionales 
de derechos humanos, pues se evidencia un incremento notorio de la práctica en el país y el de 
legalidad por la prohibición de las mismas en leyes nacionales.  
 
Con estos criterios el análisis se agrupa en cuatro periodos: El primero, corresponde a las 
desapariciones ocurridas en Colombia antes de 1982, cuyo objetivo fundamental es evidenciar 
las características generales de desaparición forzada en Colombia antes de que se hiciera 
visible su sistematicidad; el segundo, abarca el periodo comprendido entre 1982 hasta el año 
1990, debido al incremento visible de las desapariciones forzadas durante ese tiempo; el 
tercero, comprende desde el año 1991, momento en el cual entró en vigencia la Constitución 
Política que establece expresamente la el derecho de toda persona a no ser sometido a 
desaparición forzada hasta el año 2000, y finalmente el cuarto periodo va desde el año 2001 
con la tipificación como delito de la desaparición forzada, hasta la el 2013.  
 
Los rasgos que se presentan en cada uno de estos periodos están relacionados con el contexto 
político y jurídico, la sistematicidad de las desapariciones durante esa época, el modus 
operandi, los principales responsables de la misma y finalmente la información existente sobre 
las investigaciones.  
3.2. Información acerca de desapariciones antes de 1982. 
No existe certeza sobre cuando ocurrió la primera desaparición forzada en Colombia, algunos  
señalan que esta práctica surgió en el país desde 1919, sin tener mayores datos (El Tiempo, 
2013), seguramente en la época de la violencia "Conservadora-Liberal", no se conoció el 
destino final de muchas personas, sin embargo no existen datos que revelen el alcance que 
tuvo, el número de víctimas, su filiación política, el movil o el patron de actuación. Este 
fenómeno empezó a ser visible en los informes de las organizaciones de la sociedad civil y de 
los organismos internacionales solo a partir de 1970. 
Colombia a pesar de tratarse de un país con gobiernos elegidos democráticamente y aunque 
expresamente no participó en la Operación Cóndor, si aplico la doctrina de la seguridad 
nacional y el concepto de "enemigo interno" como política de gobierno. Durante el periodo 
del Frente Nacional se emitieron normas proscribiendo todas las formas de oposición al 
régimen político bipartidista, negando rotundamente la participación de actores políticos de 
izquierda, criminalizando todas las formas de protesta social y las expresiones de oposición en 
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el país, y  facultando a los organismos de seguridad del Estado para su persecución, las cuales 
continuaron aplicándose incluso culminado ese periodo.  
Así mismo, desde la década de los 60`s se crearon y fortalecieron varios grupos guerrilleros, 
entre ellos algunas guerrillas urbanas que aparecieron en la década de los 70`s cuyo origen fue 
fundamentalmente de oposición al bipartidismo, pero no lo fue contrariar el sistema 
capitalista (Santos & García Villegas, 2004). Con el surgimiento de estos grupos guerrilleros, el 
gobierno nacional declaró “turbado el orden público" y declaró "estado de sitio en el territorio 
nacional” situación que se convirtió en permanente desde 1965, especialmente a partir de la 
expedición del Decreto Legislativo No. 3398 a través del cual se establecieron disposiciones 
sobre la defensa nacional. Este decreto tenía vigencia transitoria sin embargo fue adoptado 
como legislación permanente mediante la Ley 48 de 1968 y estuvo vigente hasta el mayo de 
1989 cuando la Corte Suprema de Justicia lo declaró inexequible (Caso 19 comerciantes vs. 
Colombia, 2004).  
En los artículos 25 y 33 del referido decreto se dio fundamento legal a la creación de “grupos 
de autodefensa”, el artículo 25 estipulaba que todos los colombianos que no estaban obligados 
a prestar servicio militar, podían ser utilizados por el Gobierno en las actividades y trabajos 
encaminados al restablecimiento de la normalidad que había sido turbada.  Asimismo, en el 
parágrafo 3 del artículo 33 se dispuso que “el Ministerio de Defensa Nacional, por conducto de los 
comandos autorizados, podrá amparar, cuando lo estime conveniente, como de propiedad particular, armas que 
estén consideradas como de uso privativo de las Fuerzas Armadas”.  Los “grupos de autodefensa” se 
conformaron de manera legal al amparo de las citadas normas, por lo cual contaban con el 
apoyo de las autoridades estatales (ONU, Relator Especial de las Naciones Unidas sobre 
ejecuciones sumarias o arbitrarias, 1990), El Estado les otorgaba permisos para el porte y 
tenencia de armas, así como apoyo logístico: 
"El Estado dotó a los grandes hacendados con armas y comprendió la realización de 
censos y de programas de carnetización, vinculado a la población en operaciones 
contrainsurgentes y sometiendo a extensas regiones agrícolas del país al rigor táctico de 
las "aldeas estratégicas" como un medio para detectar, aislar y aniquilar a las 
organizaciones de insurrectos. Las operaciones comprendieron la creación del 
Departamento Administrativo de Seguridad- DAS- y de sus controvertidas "compañías 
rurales". Seguidamente se realizaron masivas detenciones e interrogatorios a la población, 
causando desapariciones, torturas, desplazamientos forzosos, asesinatos aleves y demás 
manifestaciones del terrorismo de Estado"  (Santos & García Villegas, 2004, págs. 252-
253) 
En 1976 las fuerzas armadas publicaron su revista N° 83 en la que incluyeron un artículo 
sobre la “Doctrina de seguridad nacional” proveniente de la Escuela Superior de Guerra, la 
cual sin duda se aplicó posteriormente a través del Estatuto de Seguridad ó Decreto 1923 de 
1978 expedido por el gobierno de Julio Cesar Turbay Ayala al amparo de la modalidad de 
excepción conocida como Estado de Sitio. Este decreto tenía como propósito combatir las 
estructuras insurgentes que operaban en Colombia mediante tres estrategias: a. Aumentar las 
penas para delitos como secuestro simple, alzamiento o rebelión y terrorismo, entre otros; b. 
Crear nuevos tipos penales como distribución de propaganda subversiva y c. Adjudicar 
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poderes a la justicia penal militar, mediante la realización de consejos verbales de guerra, para 
juzgar a civiles sospechosos de cometer dichos actos. En vigencia del Estatuto de Seguridad 
fueron detenidas muchas personas de forma arbitraria, esto unido a la presunción de que 
todas las detenciones se producían por una supuesta pertenencia a un grupo guerrillero 
propició las desapariciones forzadas. 
En efecto, no existe certeza acerca de la primera persona que fue desaparecida forzadamente 
en Colombia, sin embargo, los organismos internacionales que monitorean la situación de 
derechos humanos en el país incluyeron el primer caso de desaparición forzada en 1972, y 
desde ese momento hasta 1982 el Grupo sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias 
registró 245 casos (1989). Así mismo, algunas organizaciones de la sociedad civil como la 
Asociación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos –Asfaddes- afirman que el primer caso 
la desaparición forzada que ocurrió en el país fue el de la bacterióloga Omaira Montoya 
Henao,  en 1977, para entonces tenía 34 años y era militante de izquierda, desapareció en la 
ciudad de Barranquilla junto con su novio. Él fue torturado y ella nunca regresó. (Revista 
Semana, 2006).  
Durante esta época, Colombia no fue incluido en el listado de paises que reportaban 
desapariciones forzadas, las autoridades no incluían en ninguno de sus reportes casos de este 
estilo, por lo que no existen registros públicos del número de investigaciones por estos hechos 
y tampoco hay información acerca del estado actual de las mismas. 
3.3. Información sobre desapariciones forzadas entre 1982 y 1990. 
Como fue señalado con anterioridad, durante este periodo aun estaban vigentes varias 
dictaduras en América del Sur, que habían llegado al poder al iniciar la década de los 70‟s y se 
extendieron hasta finalizada la década de los 90‟s. En febrero de 1983, por primera vez en el 
país alrededor de 100 personas se reunieron con claveles blancos en la Plaza de Bolívar con 
fotos de sus seres queridos que habían sido detenidos por la fuerza y no habían regresado. 
Entre ellos estaban los familiares de los 13 jóvenes que desaparecieron en 1982. En su 
mayoría eran estudiantes de la Universidad Nacional que apoyaban las ideas del M-19 o el 
EPL. En 1984 ya se reportaban más de 300 casos se multiplicaron las familias que, llenas de 
dolor, pasaban a convertirse en incansables buscadoras de sus seres queridos (Revista Semana, 
2006)  
Mientras tanto, aunque Colombia no se encontraba bajo el régimen de una dictadura, se 
encontraba en un Estado de permanente zozobra producida por la expedición del decreto 
1923 de 1978 emitido por el ex presidente Julio César Turbay Ayala bajo la facultad que le 
otorgaba el Estado de excepción que hasta entonces estaba vigente.  
El referido decreto señalaba la necesidad de implementar medidas más fuertes para garantizar 
la seguridad debido a que “periódicamente se han venido reiterando y agudizando las causas 
de perturbación del orden público, que crean un Estado de inseguridad general y degeneran 
en homicidios, secuestros, sedición, motín o asonada, o en prácticas terroristas dirigidas a 
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producir efectos políticos encaminados a desvirtuar el régimen republicano vigente o en la 
apología del delito, actos éstos que atentan contra los derechos ciudadanos reconocidos por la 
Constitución y por las leyes y que son esenciales para el funcionamiento y preservación del 
orden público” las cuales eran sumamente ambiguas lo que fue valorado por el Grupo de 
Trabajo sobre desaparición forzada e involuntaria  como un retroceso en los derechos de los 
ciudadanos: 
“En consecuencia, parece haber disminuido la protección jurídica del ciudadano frente a 
los abusos de la fuerza pública. De este modo, se ha ido creando un conjunto de leyes 
cuyas ambigüedades pueden muy bien llevar al fenómeno de las desapariciones per se. Se 
impone la necesidad de una revisión a fondo de los poderes policiales esgrimidos por las 
fuerzas armadas en los servicios de seguridad, con objeto de garantizar mejor los 
derechos humanos del ciudadano particular. (…)Los procedimientos de hábeas corpus, 
destinados a impugnar ante el juez la legalidad de la detención y el encarcelamiento, han 
Estado sometidos durante mucho tiempo a unos requisitos formales rigurosos que han 
dificultado la interposición de este recurso por el ciudadano particular” (ONU, Grupo de 
trabajo sobre desapariciones forzadas e involuntarias, 1989). 
En ese contexto, la desaparición forzada estuvo asociada a la lucha "contrainsurgente", estaba 
encaminada a obtener confesiones de los "enemigos" y se presentaban con frecuencia como 
detenciones sin orden judicial (Centro de Memoria Histórica, 2013), para entonces, la 
legislación penal permitía las detenciones administrativas y las retenciones por más de 5 días 
sin orden judicial y en consecuencia no procedía el recurso de Hábeas Corpus  al tiempo que las 
Unidades de Inteligencia y en general la fuerza pública contaba con funciones de Policía 
Judicial lo que permitía entre otras cosas interrogar a testigos y sospechosos.  
Para 1989 el Grupo de Trabajo sobre desaparición forzada hablaba de 672 comunicaciones 
enviadas al Estado colombiano, y 561 casos pendientes, 21% de los cuales se habían 
producido entre 1987 y 1989, sin embargo las cifras de la Procuraduría General de la Nación 
superaban casi en un 40% la cifra reportada por la ONU con 962 casos producidos desde el 
año 1984,  al tiempo que fuentes no gubernamentales del país cifraban en 500 el mínimo de 
desapariciones seguras y en unas 1.000 las probables. En ese momento y en el actual no es 
fácil determinar un número cierto de personas desaparecidas debido a que los familiares se 
niegan a denunciar los hechos por el clima de terror dominante en gran parte del país, sin 
embargo, si estaba claro que aun aceptando las cifras más altas, los homicidios superan las 
desapariciones como método de represión. (ONU, Grupo de trabajo sobre desapariciones 
forzadas e involuntarias, 1989). 
En 1990, el Procurador General de la Nación presentó su primer informe al Congreso de la 
República en el cual indicó que entre enero y abril de 1990 fueron víctimas de 68 masacres 
589 personas y ocurrieron 560 homicidios, 664 casos de torturas y 616 de desaparición 
forzada, imputados a agentes oficiales del Estado, durante el mismo lapso, la Procuraduría 
sancionó disciplinariamente a 281 miembros de la Policía y a 61 de las fuerzas militares, 
comprometidos en acciones aisladas de este tipo, y conoció 3.087 quejas por violación de 
derechos humanos (El Tiempo, 1991). En lapso comprendido entre enero y agosto de 1990 se 
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refirieron a 68 casos de torturas (es necesario aclarar que algunas ocasiones un solo caso fue 
denunciado hasta cinco veces), 176 desapariciones y 26 masacres (El Tiempo, 1990). 
El Centro de Memoria Histórica indico que indudablemente el número de denuncias por 
desaparición forzada que registran las organizaciones de víctimas y familiares es superior a las 
contenidas en el Registro Único de Víctimas: 
"Si se consideran los casos registrados por organizaciones de Derechos Humanos y de 
familiares de desaparecidos, las cifras de desaparición forzada superarían las cifras del 
RUV para el periodo 1970-1990. Este lapso, los primeros grupos reportan 2.436 
desaparecidos, mientras que el RUV registra 693 casos entre 1985 y 1990. Esta diferencia 
obedece en gran medida, a la delimitación temporal de las coordenadas establecidas por 
la ley 1448 de 2011 frente a hechos de violencia ocurridos a partir del 1º de enero de 
1985. Esto sugiere que por lo menos 2.000 desaparecidos cuyos casos deben ser 
verificados y evaluados para definir su inclusión en el RUV durante el periodo 1970-
1990." (Centro de Memoria Histórica, 2013) 
Las investigaciones judiciales para esclarecer lo ocurrido no reportaban muchos avances 
debido a la sensación de temor en la población  y la multiplicidad de actores, sin embargo, ya 
se indicaba para la época que la desaparición forzada es una conducta cometida 
fundamentalmente por las fuerzas armadas o con su colaboración, al respecto el Grupo de 
Trabajo de Naciones Unidas sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias indicó: 
"Habida cuenta del complejo carácter de la sociedad colombiana, es sumamente difícil 
atribuir globalmente la responsabilidad de las desapariciones. La dificultad se complica 
por el hecho de que, aun en las ocasiones en que hay testigos oculares de los secuestros, 
suelen estar demasiado atemorizados para declarar o incluso para denunciar el hecho. 
Frecuentemente, los secuestros se llevan a cabo con precisión quirúrgica, sin dejar rastro 
alguno, y en muchos casos sus autores llevan ropas civiles. A menudo se menciona como 
secuestradores a los grupos paramilitares, aunque sus conexiones con elementos de las 
fuerzas armadas no puedan determinarse con absoluta certidumbre. El secuestro, corno 
no sea para obtener rescate, no constituye un método atractivo de eliminar adversarios 
para los guerrilleros. Su forma característica de actuar suele ser el asesinato puro y simple, 
vaya o no seguido de la eliminación clandestina del cadáver. En general, después de 
sopesar el material disponible, el Grupo de Trabajo opina que en la mayoría de los casos 
comunicados, las pruebas indirectas permiten sospechar -y las informaciones disponibles 
demuestran- la participación de unidades de las fuerzas armadas o de los servicios de 
seguridad en las desapariciones forzadas o involuntarias." (ONU, Grupo de trabajo sobre 
desapariciones forzadas e involuntarias, 1989) 
Durante este periodo las desapariciones forzadas se caracterizaron porque fueron cometidas 
principalmente por agentes del Estado quienes actuaban con facultades excesivas que 
abarcaban entre otros aspectos la investigación de los crímenes, lo que produjo un escenario 
de impunidad que limitaba incluso la denuncia.  
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3.4. Información sobre desapariciones forzadas entre 1991 y 2000 
El 20 de julio de 1991se publicó la Constitución Política de Colombia en cuyo artículo 12 se 
establece expresamente la prohibición de desaparición forzada "Nadie será sometido a 
desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes", sin 
embargo, esta restricción no tuvo un efecto disuasivo porque el número de personas 
desaparecidas aumentó progresivamente.  
Aunque no existen cifras oficiales sobre el fenómeno de la desaparición forzada que den 
cuenta a ciencia cierta de la magnitud del fenómeno, es posible decir que el Valle del Cauca 
fue una de las regiones más afectadas por las detenciones y desaparición forzada en la década 
de los 90‟s, el balance consolidado entre 1991 y junio de 1994 analiza 867 desaparecidos, de 
los que 322 aparecieron vivos, 51 fueron hallados muertos y 415 cuyo paradero aún es 
desconocido. De ellos 518 casos correspondían a adultos, 193 menores y 58 ancianos. En 
suma eran 540 hombres y 222 mujeres solo en esta región del país (El Tiempo, 1994).  
Mientras aumentaba progresivamente el número de personas víctimas de torturas, 
desapariciones y homicidios, se creía que la guerra contra la insurgencia estaba funcionando, 
por lo cual simultáneamente el presupuesto de las Fuerzas Armadas creció en 56 por ciento en 
1993 hasta alcanzar cifras récord: 663 mil millones para funcionamiento, y 98 mil millones 
para inversión. A la vez, arrancó la ofensiva de dos Brigadas Móviles, y 25 compañías anti 
guerrillas integradas por voluntarias y empezó el proceso de profesionalización de 23 mil 
soldados (El Tiempo, 1993). 
En 1995, Amnistía internacional publicó un informe en que se refería a la situación de 
derechos humanos en Colombia, señalando que más de 2.500 personas fueron víctimas de 
asesinatos que obedecieron a motivos políticos y otros cientos perdieron la vida en los 
enfrentamientos entre los grupos armados, legales e ilegales. La tortura se practicó de forma 
generalizada, y se registraron más de 150 "desapariciones", además miles de personas 
quedaron sin hogar, sumándose a las aproximadamente 600.000 ya desplazadas internamente 
por la violencia política de la década precedente (Amnistía Internacional, 1996). 
Durante 1996, el Grupo de Trabajo sobre desapariciones forzadas tenía 970 casos 
comunicados en Colombia cuya mayoría se empezaron a producir en 1981, y durante ese año  
recibió información de por lo menos 23 casos, 16 de los cuales ocurrieron en 1996. Los 
principales responsables de estas desapariciones fueron funcionarios del Estado o grupos 
armados con la aquiescencia del mismo “ejército (5), la policía (2), miembros de grupos 
paramilitares (11) y personas sin identificar vestidas de civil que, según se cree, están 
vinculadas a las fuerzas gubernamentales (5)” (ONU, Grupo de trabajo sobre desapariciones 
forzadas e involuntarias, 1996). Al respecto, si bien, los grupos paramilitares fueron declarados 
ilegales en 1989, continuaron cometiendo violaciones generalizados contra los derechos 
humanos, incluyendo cientos de homicidios políticos de civiles a quienes consideraban 
subversivos o colaboradores de los guerrilleros. Entre las víctimas ha habido dirigentes 
populares, educadores, sindicalistas y defensores de los derechos humanos algunos de los 
cuales habían denunciado públicamente los abusos cometidos por efectivos de las fuerzas de 
40 
La desaparición forzada como crimen de 
Estado en Colombia 
 
seguridad o por grupos paramilitares. En este año muchos familiares de personas 
desaparecidas o testigos de la detención fueron amenazados u hostigados.  (Amnistía 
Internacional, 1996) 
Entre 1997 y 2011, existe un incremento importante de las desapariciones forzadas 
especialmente hasta el año 2005 según los datos aportados por la Comisión Colombiana de 
Juristas , sin embargo las cifas comprenden 3 fuentes de información disímiles que presentan 
una ilustración del fenómeno.  
Gráfico 2. Registros de desapariciones forzadas por año 1997-2011   
 
(Comisión Colombiana de Juristas, 2013) 
En 1996, el Congreso de la República tramitó un proyecto de ley que pretendía que todos los 
delitos cometidos por las fuerzas militares, fueran investigados penal y disciplinariamente por 
la juriscición penal militar, lo cual incluía la posibilidad de que investigar incluso las 
desapariciones forzadas. Aunque el proyecto de ley no se había aprobado, en 1996 muchos 
casos de desaparición forzada eran investigados como secuestros debido a la ausencia de un 
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tipo penal autónomo, y además en muchos casos eran investigados por la jurisdicción penal 
militar: 
"Las organizaciones no gubernamentales manifestaron su preocupación por el hecho de 
que, durante 1995 y 1996 no se hubiera realizado ningún progreso en lo que respecta a la 
preparación y examen de un nuevo proyecto de ley encaminado a tipificar como delito 
específico en el Código Penal la "desaparición forzada". Tanto el Gobierno como el 
Parlamento habían mostrado, al parecer, una total falta de interés por el tema. Por lo 
tanto, jueces e investigadores seguían considerando los casos de desaparición como 
"secuestros". Además, esos casos continuaban transfiriéndose a la jurisdicción militar 
siempre que miembros de las fuerzas armadas o de la policía parecieran estar implicados 
en una desaparición." (ONU, Grupo de trabajo sobre desapariciones forzadas e 
involuntarias, 1996) 
Hasta el año 1999, se habían presentado dos proyectos de ley para tipificar la desaparición 
forzada, los cuales fueron objetados por el gobierno nacional: 
En primero fue el Proyecto de Ley 152 de 1992 que fue objetado el 6 de julio de 1994 por el 
entonces Presidente Cesar Gaviria Trujillo argumentando que el artículo 8° del proyecto, en 
sus incisos tercero y cuarto que prescribían que “en ningún caso podrá aducirse que las 
conductas previstas en la presente ley han sido cometidas en relación con el servicio, cuando 
se atribuyan a miembros de la fuerza pública en servicio activo” y que “Tampoco podrá 
alegarse como eximente de responsabilidad la obediencia debida. En todo caso quien recibiera 
la orden  podría incurrir en alguna de las conductas previstas en la presente ley, teniendo el 
derecho y el deber de no obedecerla”. A criterio del Gobierno estas disposiciones eran 
contrarias a los artículos 91 y  221 de la Constitución Política. (Corte Constitucional 
Colombiana, 2002). 
El segundo antecedente, ocurrió en 1997 los Ministros de Relaciones Exteriores y de Justicia y 
del Derecho presentaron ante el Senado de la República el Proyecto de Ley No. 129 de 1997, 
Senado, 222 de 1998, Cámara. El 14 de abril de 1998 el Gobierno Nacional solicitó al 
Congreso que le diera al proyecto trámite de urgencia, sin embargo el 30 de diciembre de 1999 
el Gobierno objetó nuevamente el proyecto. El 22 de marzo el Senado de la República aceptó 
las objeciones presidenciales y la Cámara terminó por acoger el texto aprobado por el Senado, 
convirtiéndose el proyecto en la Ley 589 de 2000 “por medio de la cual se tipifica el 
genocidio, la desaparición forzada, el desaparecimiento y la tortura; y se dictan otras 
disposiciones”.  (Corte Constitucional Colombiana, 2002) 
Durante esta época se presentan cambios trascendentales en relación con la época anterior, los 
autores principales no solo son agentes del Estado sino tambien "civiles" que actuan con su 
colaboración o autorización, incrementan casi exponencialmente el número de personas 
desaparecidas forzadamente a pesar de que existe una prohibición constitucional y se 
presentan varios obstáculos para tipificar la desaparición forzada como delito por lo que estas 
desapariciones son investigadas como secuestros o como homicidios, o simplemente no se 
investigan.  
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3.5. Información entre 2000 y 2013. 
Existen por lo menos tres aspectos del contexto colombiano que con fundamentales para 
entender el fenómeno de las desapariciones forzadas durante este periodo:  El primero de 
ellos es la tipificación en mayo de 2000 de la desaparición forzada como delito con la 
sentencia de constitucionalidad ya referida, lo que en principio indicaría que las desapariciones 
disminuirían o se mantendrían en la misma proporción, sin embargo, si existe un aumento 
evidente en el número de personas desaparecidas; el segundo aspecto es la nueva 
consolidación de la política de “seguridad democrática” del gobierno nacional y finalmente el 
apoderamiento paramilitar de las instituciones del Estado, al tiempo que se promovía una 
proceso de “desmovilización y reinserción a la vida civil” al respecto el Grupo de Trabajo 
sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias indicó: 
“Fuentes no gubernamentales han informado que el desmantelamiento de las unidades 
paramilitares es un ejercicio fundamentalmente cosmético. Aunque el número de 
paramilitares esté disminuyendo en todo el país (cifras que también se pone en tela de 
juicio) estos han venido consolidando su fuerza, apoderándose de las instituciones 
económicas y políticas del país. También se ha sugerido que las fuerzas paramilitares 
“controlan” el 30% del parlamento a autoridades como gobernadores y alcaldes. Es 
posible que Colombia esté haciendo frente a un proceso de institucionalización de las 
fuerzas paramilitares. 
Según diversos informes, las desapariciones no han disminuido, sino que han continuado 
y se han mantenido constantes e incluso podrían haber aumentado desde 1996. En la 
mayoría de los casos que se ha informado al Grupo de Trabajo, se ha señalado como los 
principales culpables de los casos de desapariciones a los paramilitares, que actúan 
presuntamente con el consentimiento de ciertos elementos del ejército y de las fuerzas de 
seguridad del Estado (…)” (ONU, Grupo de Trabajo sobre desapariciones forzadas 
e involuntarias, 2006) 
Según la Asociación de Familiares de Detenidos Desaparecidos (Asfaddes), durante el año 
2000 fueron desaparecidas 743 personas, mientras que en 1999 los desaparecidos 
forzosamente fueron 238. (El Tiempo, 2001), en el año 2003 se reportaba por las 
organizaciones de derechos humanos 3.866 casos de desaparición (El Tiempo, 2004) 
La mayoría de las desapariciones registradas en Colombia ocurrió entre 1996 y 2003 y se le 
atribuye a grupos paramilitares. Si se saca un promedio diario, se estaría hablando de hasta 
más de cinco desaparecidos por día en esa época. Hay regiones donde masivamente la gente 
está buscando las tumbas o cualquier dato sobre sus familiares. Antioquia es quizás el 
departamento más golpeado: mientras la Comisión de Búsqueda registra 1.970 casos, la 
Fiscalía habla de 6.950. Sólo en el oriente de ese departamento se ha iniciado una búsqueda 
masiva de 601 desaparecidos, acudiendo sobre todo a los depósitos de cadáveres sin 
identificar. Otros departamentos con cifras abrumadoras son Magdalena, con 2009; Cesar, 
con 2.118; Meta, con 1.563, y Putumayo, donde la Fiscalía busca a 1.080 personas. 
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Entre 2003 y 2008 se han denunciado en el país 1.259 desapariciones forzadas, con un 
promedio de cinco cada semana, solo en Bogotá, capital del País, se denunciaron en el primer 
semestre del 2008,  203 desapariciones. (Franco, 2008). 
Como consecuencia de la desmovilización de más de 30 mil paramilitares, las autoridades han 
ubicado de decenas de fosas comunes, en el año 2006 se encontraron 240 cuerpos, sin 
embargo, 839 personas desaparecieron por la fuerza en 2005, y 175 en el primer semestre del 
2006, y en el mismo año se reportaron 7.965 personas desaparecidas, de las cuales aparecieron 
vivas 1.418 y muertas, 1.888. De resto, el 55 por ciento, aún no hay noticia. (El Tiempo, 2007) 
En 2006, el número total de personas desaparecidas  en Colombia oscilaba entre 3.000 y 
14.000 personas, dependiendo la entidad que se refiriera a ella y el periodo analizado por la 
misma: 
Tabla 2. Desapariciones forzadas reportadas por entidad 1977-2006   
Entidades Gubernamentales 
 
Institución  Periodo N° de casos 
reportados 
Fiscalía  1982 – 2005 7.702 
Procuraduría  1993 – 2005 829 
Vicepresidencia  1997 – 2005 4.177 
Medicina Legal  2005 – 2006 1.014   
 
Organizaciones No Gubernamentales 
 
Institución  Periodo N° de casos 
reportados 
ASFADDES  1977 – 2004 7.800   
CICR  1994 – 2005 3.600 
Comisión Colombiana de 
Juristas  
1996 – 2004 3.588 
 (Comisión Nacional de Búsqueda) 
Las cifras oficiales sobre el número de personas desaparecidas, varía según la entidad que hace 
el reporte, las mismas van desde 10.000 (Fiscalía) y 31.000 (la Comisión Colombiana de 
Juristas) personas de las que no ha quedado rastro. Desde el año 2006 se han hallado 533 
cuerpos, pero solo 13 han sido plenamente identificados por su ADN y 173 por prendas de 
vestir. (El Tiempo, 2007) 
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Recientemente con la creación del Centro Único de Identificación Virtual –CUVI- existen 
datos más certeros acerca del número de personas desaparecidas en Colombia, aunque solo se 
encuentran registros consolidados por año a partir del 2000, revelando un notorio incremento 
a partir de los años 2007 y 2011 de desapariciones forzadas de mujeres y en el caso de los 
hombres las desapariciones se mantienen en un número constante salvo en los años  2003 y 
2007 donde se evidencian incrementos. 
Actualmente, no existen registros confiables acerca del número total de personas 
desaparecidas forzadamente, las cifras varían según la competencia de la entidad, el periodo 
que analiza y el concepto de desaparición forzada que tengan, sin embargo, los datos que 
pueden ser considerados como más confiables son los del INML que revela más de 65.000 
personas desaparecidas, porque ha tenido a su cargo el registro de denuncias sobre 
desapariciones y el seguimiento a la identificación de cadáveres desde el año 2000 e incluso 
otras entidades utilizan estas cifras para analizar sus datos, sin embargo, es necesario 
reconocer que su fiabilidad no es del 100% 
Gráfico 3. Registros de desapariciones INML  2000- 2013   
 
(Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses ) 
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Haciendo un corte de cuentas en abril de 2007, cuando se cumplió el primer año de búsqueda 
de fosas comunes, la Fiscalía recibió 3.710 denuncias de sitios en donde hallarlas; pero la 
mayoría no se habían podido explorar por falta de recursos: se encontraron 533 cuerpos y 
solo 13 han sido identificados a través de pruebas de ADN. Otros 173 han sido identificados 
de manera preliminar  por las características ante mortem reportadas por los familiares (por 
prendas, tatuajes, etc.). (El Tiempo, 2007), y entre 2004 y 2007 se exhumaron 1.289 fosas, en 
donde se encontraron 1.555 cuerpos, de los cuales se entregaron a los familiares 207. En el 
último años, los miembros del CTI, la Policía y el DAS incrementaron las labores de 
exhumación en todo el país (El Tiempo, 2007), de estas labores al finalizar el año 2007 
estaban pendientes de identificación a través de ADN 300 cadáveres más (El Tiempo, 2007) 
En 2008 la Fiscalía se encontraba investigando la desaparición forzada de 15.645 personas en 
Colombia. (Franco, 2008) pero no  se contaba con una cifra global de personas desaparecidas, 
en 2010 se registraban oficialmente  por la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas 
Desaparecidas 51.000 personas. Es la cifra de personas "desaparecidas" en Colombia a lo 
largo de las últimas décadas (Latin America Working group Education Fund , 2010) por otro 
lado, de acuerdo con la Fiscalía de esas personas, al menos 32.000 serían "desapariciones 
forzosas", cometidas por guerrillas, paramilitares y miembros de la Fuerza Pública. (El 
Tiempo, 2010) 
En 2009, la Fiscalía tenía nueve equipos dedicados a la búsqueda de desaparecidos y 17 
fiscales dedicados al tema, había exhumado 2.666 cadáveres, de los cuales apenas 610 fueron  
entregados a sus familiares. Algunas ONG piensan que esto no se puede entender como la 
búsqueda de desaparecidos, pues muchas de las fosas entregadas por los paramilitares 
corresponden a los combatientes de sus grupos muertos en combate, y no necesariamente a 
gente que fue arrebatada de su hogar a la fuerza. (Revista Semana, 2009) 
A mayo de 2011, el total acumulado de personas desaparecidas incluidas en el Registro 
Nacional de Desaparecidos sumaba más de 57.200, de las cuales 15.600 fueron reconocidas 
como víctimas de desaparición forzada – es decir, cometidas por agentes de Estado o por 
otras personas, como fuerzas paramilitares, que han colaborado de una manera u otra con 
estos agentes. Entre estas víctimas de la desaparición forzada, hay más de 3.000 mujeres y más 
de 3.000 personas menores de 20 años. Así lo reveló el representante para el país del Alto 
Comisionado de la ONU para los derechos humanos, Christian Salazar quien indicó que "la 
Fiscalía General de la Nación conocería, hasta la fecha, probablemente más de 26.500 casos 
de presuntas desapariciones forzadas" repartidos en varias de sus unidades, y en referencia a 
las más de 16.600 desapariciones forzadas, explicó que éstas fueron "cometidas por agentes 
del Estado y fuerzas paramilitares que colaboraban con ellos". (El Tiempo, 2011) 
La nueva Unidad Nacional de Desaparición y Desplazamiento Forzado de la Fiscalía General 
de la Nación, establecida en diciembre de 2010, informó que tenía asignados, hasta finales de 
mayo, más de 17.800 casos de desaparición. Casi la mitad de estos casos están localizados en 
Antioquia y Meta. Adicionalmente, existen otros 300 casos en su Unidad Nacional de 
Derechos Humanos y Derechos Internacional Humanitario. A estos casos se suman más de 
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4.000 conocidos por las Fiscalías Seccionales. Por otra parte, en los procesos de la Ley 975, se 
ha iniciado la confesión de otros 4.420 casos de desaparición forzada. (OACNUDH) 
Igualmente, como consecuencia del proceso de desmovilización y reinserción, las versiones 
libres de los paramilitares han evidenciado motivaciones que tenían los grupos paramilitares 
para desaparecer a las víctimas, que fundamentalmente estaban orientadas a evitar la 
investigación de los hechos: Los modus operandi  de desaparición, el descuartizamiento, la 
creación y uso de hornos crematorios y el lanzamiento de los cadáveres a los ríos tenía como 
propósito, por un lado evitar la presencia de las Fiscalía y del Ejército en la zona y por el otro 
reducir las cifras de homicidios en las regiones donde operaban. (Comisión Colombiana de 
Juristas, 2010) 
Igualmente, consecuencia del proceso de desmovilización se creó la Unidad nacional para la 
Justicia y la Paz de la Fiscalía General de la Nación en el  año 2006, quien asumió labores de 
ubicación de las personas desaparecidas con la información entregada por los paramilitares 
que estaban recluidos en las cárceles teniendo en cuenta que el numeral 10.6 de la ley exige a 
los desmovilizados informar en cada caso sobre la suerte de las personas desaparecidas (Corte 
Constitucional Colombiana , 2006) , hasta agosto de 2011 se habían ubicado 3.451 fosas, en 
las que se encontraron  4.128 cadáveres, se identificaron de manera indiciaria 911 cuerpos y de 
manera plena 1.450, y se entregaron 1.318 restos a sus familiares (MAPP OEA, 2011). En 
2012 los paramilitares habían confesado su participación en la desaparición forzada de 3521  
personas (Centro de Memoria Historica, 2012) pero no hay un análisis por año de las mismas, 
más allá de los reportes del Instituto Nacional de Medicina legal  a partir del año 2000. 
Y en lo corrido del año 2013 se tiene que aún figuran 690 personas reportadas como 
desaparecidas en todo el país en tan solo los primeros 28 días del 2013. En todo enero del año 
pasado se reportaron 746 casos. (El Tiempo, 2013), al finalizar el mes ya estaban reportados 
950 casos de desaparición en el país. De ese total, 474 corresponde a hechos que ocurrieron 
en este periodo de tiempo, del total de reportes se estima que 800 personas continúan 
desaparecidas, 135 aparecieron vivas y 18 muertas. De las 474 personas que desaparecieron en 
enero, 273 son hombres y 201 son mujeres. Solo para este año el Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses reportó que para el año 2013 han desaparecido 4086 
personas sin hacer la distinción de cuántas de ellas son “desaparecidas forzadas” (Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses ), Las autoridades se encuentran en alerta 
porque la mayoría de estos casos están afectando a niños y jóvenes. El último informe de 
desaparecidos expone que 176 personas, es decir el 37% de las personas que desaparecieron 
en enero, tienen entre 10 y 17 años. El 51% del total de desaparecidos en enero corresponde a 
Bogotá con 214 casos. Le sigue Antioquia con 58, Valle del Cauca con 45, Cundinamarca con 
26, Risaralda con 21 y Caldas y Tolima con 17. (El Tiempo, 2013) 
Aunque se trata de uno de los crímenes más atroces de la violencia política en Colombia, no 
existen cálculos certeros del número real de víctimas. El censo de no identificados en los 
cementerios aún es parcial, y en Justicia y Paz las víctimas han denunciado más de 42 mil 
desaparecidos, si bien los ex-„paras‟ han confesado apenas 3.400 casos de los más de 25.000 
reportados por la Unidad Nacional para la Justicia y la Paz, lo que representa el 13% de las 
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desapariciones documentadas por esta unidad. Se da como un hecho que la macabra 
estadística seguramente crecerá con las confesiones de los miembros de las guerrillas que 
deberán cumplir compromisos de verdad y reparación si prospera el proceso de paz. (El 
Tiempo, 2012) 
La Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas registra 17.771 personas reportadas 
como víctimas de desaparición forzosa. Se cree que pueden ser muchas más. Desde la 
desmovilización de los paramilitares, la Fiscalía ha descubierto 4.036 fosas, en las que 
encontró 5.219 cadáveres. Ha entregado a los familiares 1.988 restos (Revista Semana, 2013) 
Sin embargo, la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía ha documentado 25.185 casos de 
víctimas de carne y hueso que fueron raptadas contra su voluntad y que hoy están siendo 
buscadas por sus familiares. "Hemos hecho 348 jornadas de atención integral a víctimas y 34 
expresamente para el tema de desaparecidos. En las comunidades recogimos, y seguimos 
haciéndolo, todo tipo de información antes de muerto: denuncias, relatos, radiografías, fotos. 
Por primera vez tenemos una cifra seria y vigente. Acá no aparece el señor que se metió al 
motel un fin de semana, que la familia denunció y luego nunca retiró la denuncia", dice Luis 
González, coordinador de los fiscales de Justicia y Paz. Se presume que muchos de ellos 
fueron asesinados y sus cuerpos enterrados, arrojados a los ríos o deshechos por métodos 
horripilantes como los hornos crematorios. 
La Vicepresidencia de la República no incluye las cifras de desaparecidos en sus estadísticas de 
derechos humanos porque, según sus funcionarios, no son confiables. No obstante, entidades 
en las que sí confía, como Fondelibertad, aseguran que de las 2.800 personas que aparecían 
como secuestradas antes de la depuración de las bases de datos que están haciendo, por lo 
menos 330 eran en realidad víctimas de desaparición forzada. 
En el pasado, muchas personas preferían decir que su familiar estaba secuestrado porque 
sabían que así la fuerza pública se movilizaba rápidamente a buscarlo, los medios de 
comunicación le hacían bombo y en general, no quedaba en el olvido. Porque la triste realidad 
es que en el país existe una profunda e injusta asimetría entre la indignación que causa el 
secuestro y la indiferencia que generan los desaparecidos. Esperanza Merchán, de Asfaddes, 
una organización crítica del Estado, dice que eso se debe en parte a que "quienes desaparecen 
están vinculados o cuentan con la complicidad de la fuerza pública".  
Durante este periodo también se presentan varios cambios relevantes, empiezan a aparecer 
cifras oficiales sobre víctimas desaparecidas aunque estas no coincidan entre las mismas 
entidades, sin embargo el número total de víctimas de desaparición forzada reconocidas es 
superior a 17.000, estas desapariciones se producen principalmente por paramilitares en 
contextos de "violencia masiva", las investigaciones presentan varios tropiezos pues a pesar de 
que formalmente ya existía el delito de desaparición forzada de personas, muchas de estas 
seguían investigándose como homicidios o secuestros por varias unidades de la Fiscalía 
General de la Nación sin contar con estrategias unificadas de investigación al tiempo que los 
paramilitares confesaban los lugares donde se hallaban los cuerpos.   
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*** 
Durante los 4 periodos analizados existen diferencias palpables, pero también pueden 
identificarse por lo menos las siguientes coincidencias en todas ellas: la inexistencia de datos 
exactos sobre el número de personas desaparecidas, la ausencia de estrategias de investigación 
e incluso la proliferación de obstáculos, y finalmente el incremento de personas desaparecidas 
y la masificación de las desapariciones con el paso del tiempo. 
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Capítulo 4. Una lectura criminológica de la 
desaparición forzada en Colombia. 
Teniendo en cuenta las características de la desaparición forzada que fueron descritas en el 
capitulo anterior, pude decirse que en Colombia este es sin duda un crimen de Estado, 
cometido por funcionarios del Estado, con su colaboración, su aquiescencia o su tolerancia, y 
se trata de una política, no de otra forma sería posible tener a tantas personas aun continúen 
desaparecidas. 
Surge entonces la duda que planteamos al iniciar esta investigación y es ¿qué pasó con la 
criminología durante estos años? ¿Que permitió que esto ocurriera? y ¿qué debería hacerse 
para que este fenómeno no continúe como hasta ahora? 
Para resolver estos cuestionamientos acudí fundamentalmente al modelo metodológico usado 
por Christopher W. Mullins y Dawn L. Rothe, en el cual: 
"Además de separar los cuatro niveles de análisis, el modelo teórico integrado identifica 
cuatro factores específicos que estructuran un delito de organización dado a cada nivel de 
análisis: la motivación, la oportunidad, la restricción y el control. "La motivación" es la 
constelación de las unidades generales y específicas que atraen a una organización 
determinada hacia la delincuencia. "Las oportunidades" son las interacciones sociales que 
posibilitan la existencia de un crimen y se presentan a un delincuente potencial. “Las 
restricciones" son aquellos elementos de control social que se interponen para que un 
delito sea lo más riesgoso posible o menos rentable, los delincuentes deben navegar 
alrededor de ellos a neutralizar su influencia. “Los controles" son una forma más fuerte 
de restricción que tiene la capacidad de eliminar o prevenir por completo la acción 
criminal o hacer frente a tal violación como con posterioridad a la ocurrencia de los 
hechos (por ejemplo, la ley). Por lo tanto, nuestro modelo adoptado examina cómo cada 
uno de los cuatro factores trabajan en cada uno de los cuatro niveles de análisis en el 
presente caso".  (Mullins & Rothe, 2008) 
A continuación se analizaran los factores que propiciaron, permitieron, restringieron y 
pusieron límites al crimen de Estado de la desaparición forzada de personas en Colombia en 
casa uno de los niveles expuestos en la teoría. 
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3.1. Nivel internacional: 
a. Motivación / oportunidad. 
A nivel internacional uno de los elementos que exacerbó las condiciones propicias para la 
sistematicidad de las desapariciones forzadas es la publicidad de las políticas de "seguridad 
nacional", "seguridad ciudadana" y recientemente la "lucha contra el terrorismo".  
En el capítulo 2 de este documento evidencia un análisis histórico sobre el surgimiento y los 
primeros usos de las teorías del "enemigo interno" y como su uso progresivo durante las 
dictaduras latinoamericanas permitió la creación de políticas sobre seguridad nacional que se 
mantienen hasta hoy, bajo el concepto de lucha contra el terrorismo y el narcotráfico. 
La historia, sin embargo, demuestra que la lucha contra el terrorismo hace con frecuencia 
mucho más daño que la violencia que supuestamente se quiere atacar. La capacidad de los 
estados para etiquetar sus enemigos terroristas hace del terrorismo una manera útil para 
agredir a los opositores y grupos políticamente inconvenientes, porque con este 
etiquetamiento puede proporcionar una base popularmente creíble para generar cualquier 
ataque. Los Estados afirman que la lucha contra el terrorismo es una defensa necesaria contra 
la violencia,  convirtiendo la "seguridad personal" y la "seguridad nacional" en un valor 
supremo que incluso ocupa un lugar jerárquicamente superior a los derechos humanos.  
Esta lucha antiterrorista he tenido el efecto práctico y sociológico analizado por Wayne 
Morrison, en el cual se elimina la barrera entre la guerra y el delito y las acciones civiles se 
combaten como si se trataran de guerras:  
"De manera opuesta, quienes son conscientes del análisis del teórico nazi Carl Schmitt - 
acerca de la necesidad de establecer entre lo incluido /excluido - pueden encontrar una 
confirmación a su escepticismo en las tasas nacionales de encarcelamiento y la 
propensión al uso del lenguaje de la guerra para comprometerse en problemas sociales, 
tal como el uso de drogas. Una combinación de factores - de los cuales tres son el 
poderío militar, las habilidades de definición  y el sentido de superioridad moral en gran 
parte creado por mitologías de desarrollo histórico - establece esa legitimidad política que 
hace posible hablar del monopolio legal sobre la violencia. En pocas palabras, en un 
nuevo orden mundial - que sigue al monopolio tecnológico y a la decadencia de los 
Estados- las distinciones modernistas entre guerra y delito se derriban. En el lado 
superior, los regímenes que gobiernan ciertos Estados pueden ser declarados criminales y 
desatar una guerra contra ellos en nombre de deshacerse del mundo de mega criminales y 
de restaurar la paz mundial. De manera concomitante, al responder a la 'guerra' de baja 
intensidad del terrorismo o al importante tráfico de drogas, puede desaparecer la 
distinción entre acciones militares y la vigilancia (policing)." (Morrison, 2012, pág. 37) 
En Colombia el concepto de "terrorista" y el de "enemigo" se convirtieron en sinónimos, la 
lucha contra las guerrillas se convirtió en la guerra contra el terrorismo por excelencia, 
generando un altísimo nivel de polarización. Colombia se convirtió en el primer país 
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productor de cocaína en el mundo, (puesto que ha disputado recientemente México), lo que 
permitió la intervención de países como Estados Unidos en la política nacional debido a los 
apoyos financieros otorgados a través del Plan Colombia. El auxilio económico otorgado 
contribuyó al fortalecimiento militar de las fuerzas colombianas, llegando a destinar entre el 
3% y el 4% del PIB para el gasto militar según los datos publicados del Banco Mundial 
(Banco Mundial, 2013).  
La lucha contra el enemigo interno y su actual manifestación de lucha contra el terrorismo 
pueden ser interpretadas al tiempo como motivación en tanto existe un interés de acabar con 
un enemigo de los Estados (comunismo internacional)  y una oportunidad que es propiciada 
por el escenario internacional de lucha contra el terrorismo.  
b. Restricciones 
Una de las restricciones más importante, es constante supervisión de organizaciones como 
Amnistía Internacional y Human Rights Watch, quienes a través de informes indican el estado 
de cumplimiento o precariedad de los derechos humanos en la región. A pesar de que estas 
organizaciones no tienen carácter coercitivo y los Estados pueden hacer caso omiso a sus 
recomendaciones o informes, si cuentan con un alto nivel de incidencia y logran poner en el 
escenario público las posturas antidemocráticas de algunos Estados. 
Las acciones emprendidas por los organismos internacionales antes mencionados y por otros 
de  carácter similar, podría en ciertas circunstancias generar los mismos efectos del 
etiquetamiento (Labeling approach), promover el escarnio público para que el etiquetado genere 
una reacción y cambie la dirección de sus acciones (Green & Ward, 2000)       
Su actividad en Colombia ha sido de gran importancia para develar las graves violaciones a los 
derechos humanos y la situación humanitaria que enfrenta el país. No obstante, las recientes 
reacciones del gobierno colombiano en contra de las manifestaciones de estos organismos 
indican que ha disminuido su poder disuasivo, pues a pesar de las manifestaciones públicas y 
misivas dirigidas a autoridades nacionales para evitar la sanción de leyes como la reforma al 
Fuero Penal Militar y el Marco Jurídico para la Paz, las mismas continuaron su trámite (El 
Espectador, 2011).   
c. Controles. 
El intento por controlar las actividades de los Estados que generan daños sociales se ha 
extendido mucho más allá de la criminología, algunos de esos ensayos se han presentado 
desde el derecho internacional público, aunque su resultado no ha tenido resultados 
satisfactorios. 
La responsabilidad del Estado ha sido pilar esencial del sistema jurídico construido en el 
derecho internacional. A pesar de ello, el desarrollo y sistematización de un régimen de 
responsabilidad para la criminalidad de Estado ha sido objeto de fuertes resistencias, que han 
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impedido su consagración y desarrollo decidido en la normatividad y la práctica de 
organismos internacionales. Si bien con la anterior argumentación se ha intentado eludir el 
debate sobre la imputación de la responsabilidad en razón de la intencionalidad en la 
generación de los daños.  
Uno de estos primeros esfuerzos puede encontrarse en el trabajo de Vespasien V. Pella (1925) 
quien advertía sobre la necesidad de configuración de una jurisdicción internacional que 
tuviese como objetivo principal impedir la criminalidad organizada del Estado la cual no solo 
era la más peligrosa sino también la más difícil de combatir.   
Posteriormente, Roberto Ago (1939) sostuvo con fundamento en los postulados de Hans 
Kelsen, que era posible admitir que un Estado cometiese delitos internaciones. Al respecto 
estableció que un hecho puede ser imputado al Estado cuando este es ordenado o llevado a 
cabo por sus agentes u órganos. Con la anterior afirmación de Ago se extendió la concepción 
tradicional de responsabilidad basada en el daño y se establece, como sostuvo en su informe 
sobre “el acto internacionalmente ilícito del Estado, fuente de responsabilidad internacional”, 
un tipo de responsabilidad en la cual la acción de un agente o en general la acción de cualquier 
individuo puede ser atribuida a un Estado cuando la misma se caracteriza por la participación 
o la complicidad de agentes Estatales (ONU, 1972-II) 
Posteriormente, apareció en el panorama internacional, el primer intento de consagrar a nivel 
internacional la figura de “los crímenes internacionales de Estado” en el artículo 19 del 
proyecto presentado por la Comisión de Derecho Internacional, con esta se pretendía 
establecer un régimen de responsabilidad agravada para los Estados (Internacional Law 
Comission, 2001). Sin embargo, la redacción de la norma fue desechada en la redacción final 
de la Resolución sobre responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos y en 
su lugar se estableció un régimen de responsabilidad por violaciones graves de obligaciones 
emanadas de normas imperativas del derecho internacional general (ONU, 2002).   
Este sistema de responsabilidad es el que actualmente tiene vigencia, por ello las fuentes 
principales de control de los Estados a nivel internacional son los sistemas internacionales y 
regionales de protección a los derechos humanos y la Corte Penal Internacional, cuya 
actividad en relación con la desaparición forzada de personas en Colombia se describe a 
continuación: 
 a. La Organización de las Naciones Unidas (ONU) 
Actualmente, la Organización de las Naciones Unidas es la única institución internacional con 
jurisdicción universal para controlar las acciones de los Estados. El propósito de la ONU es 
''mantener la paz y la seguridad internacional'', sin embargo, su potencial como una institución 
de control social es bastante limitado. 
Colombia hace parte de la ONU desde el 5 de noviembre de 1945, y ha ratificado entre otros 
los siguientes tratados relacionados con la prohibición internacional de desaparición forzada: 
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 * La Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las 
 desapariciones forzadas. 
 * La Declaración Universal de Derechos Humanos, y 
 * El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  
 
Como consecuencia de ello el cumplimiento de las obligaciones internacionales derivadas de 
esos tratados es supervisado por la Asamblea General de la las Naciones Unidas, el Grupo de 
Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias, y eventualmente los relatores 
especiales sobre ejecuciones extrajudiciales, arbitrarias o sumarias; el relator especial sobre la 
tortura, y el relator especial sobre defensores de derechos humanos.  
 
A pesar de la ratificación de la Convención Internacional para la protección de todas las 
personas contra las desapariciones forzadas, Colombia no ratificó la competencia del órgano 
principal de supervisión de este tratado, el Comité sobre Desapariciones Forzadas quien 
además de tramitar casos específicos podría realizar y acompañar las acciones de búsqueda 
que se adelanten en determinados casos.  
 
La situación Colombiana sobre la desaparición forzada ha sido permanentemente 
monitoreada, en especial por el Grupo de Trabajo sobre desaparición forzada y cada 4 años 
por el Grupo de Trabajo para Examen Periódico Universal. El primero de ellos ha analizado 
múltiples casos de desapariciones forzadas en Colombia. La mayoría de estos casos aún no se 
ha esclarecido, en la actualidad el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e 
Involuntarias tiene más de 969 casos pendientes de resorber sobre Colombia: 
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Gráfico 4. Casos de desapariciones reportados al GTDFI 1974- 2012† 
 
 
Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias. 
 
El GTSDFI visitó el país en 1988 y en 2005 y ha elaborado informes sobre esta situación con 
posterioridad a sus visitas en 1989, 2006 y en 2009 publicó su informe de seguimiento a las 
recomendaciones, entre las cuales se destacan: 
 
 El reconocimiento de que las desapariciones forzadas cometidas por paramilitares se realiza 
con colaboración  
 Establecer mecanismos de coordinación y cooperación interinstitucional para cumplir con las 
obligaciones internacionales en la materia. Así mismo, garantizar los recursos técnicos, 
económicos y humanos para que las leyes existentes tengan un efecto útil  
 Consolidar una base de datos nacional sobre las víctimas desaparecidas. 
 Garantizar la protección de los familiares, organizaciones, abogados y funcionarios judiciales 
que participan en la búsqueda de verdad y justicia. 
 Garantizar la protección de los restos exhumados y las fosas comunes halladas  
                                               
† Los datos incluidos en esta gráfica corresponden al número total de casos pendientes según los reportes del 
GTSDFI en sus informes anuales  
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 Modificar las disposiciones que contienen  normas contrarias a las obligaciones 
internacionales. 
 Establecer mecanismos adecuados de búsqueda de las personas desaparecidas 
 Garantizar que se realicen los procedimientos adecuados para la investigación, el juzgamiento 
y la sanción de los responsables. 
 
Tales recomendaciones fueron parcialmente cumplidas, en particular las relacionadas con 
actividades administrativas del Estado (Asignación de recursos, consolidación de una base de 
datos, etc.) No obstante, la capacidad real del Grupo de Trabajo para disuadir a los autores de 
la desaparición forzada es mínima, pues a pesar de las acciones emprendidas las 
desapariciones forzadas no cesaron y por el contrario  aumentaron, incluso durante el proceso 
de negociación con los grupos paramilitares (ONU, Grupo de Trabajo sobre desapariciones 
forzadas e involuntarias, 2012).    
 
 b. El Sistema Interamericano de Protección a los Derechos Humanos (SIDH) 
Colombia ha ratificado igualmente la Convención Americana de Derechos Humanos y la 
Convención Interamericana contra la Desaparición Forzada de Personas (CIDFP), en la 
actualidad existen 4 sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte 
IDH) en las que se declara la responsabilidad del Estado colombiano en casos de desaparición 
forzada de personas, estos casos son Caballero Delgado y Santana, 19 comerciantes, Masacre de 
Pueblo Bello y Masacre de Mapiripán. En ellos la Corte IDH ha ordenado medidas de reparación a 
cargo del Estado, y algunas sentencias, en particular las garantías de no repetición establecen 
órdenes amplias que podrían influir, no solo en el desarrollo de un caso concreto sino en la 
política nacional, entre estas medidas podemos destacar: 
* Adoptar medidas de protección a favor de los testigos y familiares del caso 
* Realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad en el que participen las más 
altas autoridades del Estado. Tal reconocimiento deberá incluir referirse al incumplimiento de 
sus obligaciones de garantizar los derechos a la vida, a la integridad personal y a la libertad 
personal, como consecuencia de las faltas del Estado a sus deberes de prevención, protección e 
investigación, así como por las violaciones a los derechos de acceso a la justicia, protección 
judicial y garantías judiciales cometidas en su perjuicio. 
* El Estado debe realizar inmediatamente las debidas diligencias para individualizar e identificar, 
en un plazo razonable, a las víctimas ejecutadas y desaparecidas. 
* En un plazo razonable, realizar una búsqueda seria, en la cual realice todos los esfuerzos 
posibles para determinar con certeza lo ocurrido con los restos de las víctimas y entregarlos a 
sus familiares y cubrir los gastos de entierro de aquéllos, en un plazo razonable. Para estos 
efectos, deberá completar las acciones emprendidas para recuperar los restos de las personas 
desaparecidas, así como cualesquiera otras que resulten necesarias, para lo cual deberá emplear 
todos los medios técnicos y científicos posibles, tomando en cuenta las normas internacionales 
pertinentes en la materia 
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* En un plazo razonable, investigar efectivamente los hechos, con el fin de identificar, juzgar y 
sancionar a todos los autores materiales e intelectuales de las violaciones cometidas, y que el 
resultado de este proceso deberá ser públicamente divulgado. 
* Implementar programas de educación en derechos humanos y Derecho Internacional 
Humanitario permanentes dentro de las fuerzas armadas colombianas. 
Estas órdenes emitidas por la Corte IDH de ser aplicadas a cabalidad podrían representar 
límites reales a la desaparición forzada. No obstante, han sido cumplidas solo parcialmente, 
con grados mayores de cumplimiento en las medidas que no implican modificaciones 
estructurales en la política nacional. Por otro lado, a pesar de estas órdenes evidencian 
avances, no todas las órdenes emitidas por este Tribunal han sido así  inicialmente las medidas 
de reparación otorgadas fueron de carácter pecuniario, e incluso en la sentencia del caso de 
Isidro Caballero y María del Carmen Santana la Corte IDH  indicó que: 
"En cuanto a la tipificación del delito de desaparición forzada de personas en los 
términos de la Convención Interamericana de 1994 sobre la materia, la Corte considera 
que esa tipificación es deseable, pero que la falta de ella no ha obstaculizado el desarrollo 
de los procesos que sigue la justicia colombiana para investigar y sancionar los delitos 
cometidos en perjuicio de las personas a que se refiere el presente caso." (Caso Caballero 
y Santana vs. Colombia, 1997) 
Solo hasta el año 2002, la Corte IDH ordenó a Colombia medidas de reparación no 
pecuniarias en casos de desaparición forzada,  a pesar de ello, es en la década del 2000 donde 
se incrementa exponencialmente el número de personas desaparecidas, lo que evidencia que el 
control ejercido por el Tribunal Interamericano es débil.  
También hace parte del Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH), la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), quien entre sus funciones de seguimiento a la 
situación de derechos humanos tiene la facultad de tramitar casos, realizar informes temáticos 
o de país, realizar audiencias temáticas o generales, y realizar visitas a los países se ha referido 
en varias oportunidades al problema de la desaparición forzada de personas como un 
problema que afecta gravemente a la población Colombiana.  En los tres informes publicados 
sobre la visita al país (1981, 1993 y 1999) se refirió a los móviles, modus operandi y 
principales autores de la desaparición forzada de personas. Igualmente, a través de los 
informes anuales dio cuenta de la grave situación del país que lo hizo merecedor de ubicarse 
en el Capítulo IV del mismo durante varios años.  
En el seguimiento de la situación general de derechos humanos en Colombia la CIDH ha 
recomendado la exclusión expresa de la desaparición forzada de personas como delito 
investigable por la Jurisdicción Penal Militar; la investigación y juzgamiento de todos los 
responsables; la tipificación de la desaparición forzada como delito (CIDH, 1993).  
Las recomendaciones de la CIDH en algunas oportunidades han sido acatadas y han 
evidenciado avances, fundamentalmente las que están relacionadas con la obligación de 
investigar casos de desaparición forzada que son tramitados ante esta instancia, sin embargo, 
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las recomendaciones no son consideradas como obligatorias por lo que su cumplimiento es 
limitado y demorado. Por otro lado, además de la existencia de presiones políticas y la 
vigilancia constante, o el escarnio público de ser un país con índices elevados de violaciones a 
derechos humanos, no existen mecanismos eficaces para obligar a cumplir las medidas 
ordenadas.  
 c. La Corte Penal Internacional (CPI). 
Finalmente, Colombia ratificó el Estatuto de la Corte Penal Internacional (Estatuto de Roma) 
el 5 de agosto de 2002, limitando el conocimiento de los crímenes de guerra solamente para 
aquellos ocurridos a partir del 1 de noviembre de 2009. En mencionado estatuto indica en su 
artículo 7 (1) (i) que la desaparición forzada de personas es un crimen de lesa humanidad y 
como tal un delito de competencia de la Corte. 
A pesar de la capacidad de control que podría tener una decisión de la Corte Penal 
Internacional en la desaparición forzada como crimen de estado, el informe sobre el examen 
preliminar que venía realizando la Fiscalía de la CPI desde el año 2004 hasta el año 2012, 
limita la intervención de este tribunal en la investigación de máximos responsables de casos de 
desaparición forzada de personas cometidas en Colombia. La Fiscalía de la CPI indicó que a 
pesar de que: 
 "ha recibido y reunido relativa a numerosos presuntos crímenes que son de competencia 
de la Corte, incluid(as) (...) desapariciones forzadas (...)a partir de la fecha de publicación 
del presente informe, el examen preliminar de la situación en Colombia se centrará en: i) 
el seguimiento del Marco Legal para la Paz y otros desarrollos legislativos relevantes, así 
como también aspectos jurisdiccionales relacionados con la aparición de “nuevos grupos 
armados ilegales”, ii) las actuaciones judiciales relacionadas con la promoción y la 
expansión de los grupos paramilitares, iii) las actuaciones judiciales relacionadas con 
desplazamientos forzosos, iv) las actuaciones judiciales relacionadas con crímenes 
sexuales, y v) los casos de falsos positivos." (Corte Penal Internacional, 2012) 
Esta determinación obedece a que según el principio de complementariedad las autoridades 
colombianas han llevado y siguen llevando a cabo numerosas actuaciones pertinentes para el 
examen preliminar de distintos agentes del conflicto por conductas que constituyen crímenes 
de competencia de la Corte, por lo que tal circunstancia excluiría de la competencia de la 
misma el conocimiento de esos casos. (Corte Penal Internacional, 2012) 
La existencia de estos organismos internacionales ha sido considerada tradicionalmente como 
un límite al poder de los Estados, sus decisiones han contribuido a generar parámetros de 
actuación y sanciones cuando son cometidos delitos que agreden a la humanidad tales como la 
desaparición forzada, sin embargo la persistencia de las desapariciones indica que estos límites 
no son eficaces y que las decisiones de estos organismos tienen más un efecto restrictivo  que 
un efecto disuasivo.  
Capitulo 3. Una lectura criminológica de  la 
desaparición forzada en Colombia  
59 
 
3.2. Nivel macro: El Estado Colombiano 
a. Motivaciones. 
A nivel macro, la desaparición forzada de personas tiene dos motivaciones, una real y la otra 
aparente. La motivación aparente es la de "persuadir al enemigo", usando la guerra como 
excusa para ejercer "el control". La segunda motivación está relacionada con la "superación 
pública del conflicto".  
 * La motivación aparente. 
La motivación aparente está relacionada con la política de seguridad nacional  y el concepto de 
enemigo interno  adoptado por las fuerzas militares, basta decir como ya fue desarrollado en 
el capítulo 2 de esta investigación que este concepto abarca no solo a los integrantes de 
grupos guerrilleros sino a las personas de la sociedad civil que se oponen a la política estatal. 
El politólogo Francisco Leal Buitrago señaló que: 
"(a) medida que avanzó el proceso de despolitización bipartidista y se generalizó la 
ideología del anticomunismo en los militares, fue calando el concepto de seguridad 
nacional, como sustituto del de defensa nacional. Este último pasó a subsidiario del 
primero desde mediados de los años setenta. La seguridad nacional suponía una 
permanente amenaza de fuerzas nacionales e internacionales vinculadas al comunismo, a 
diferencia de la seguridad nacional cuyo interés tradicional era la salvaguardia de la 
soberanía, principalmente frente a los vecinos. Las definiciones y las diferencias 
doctrinarias relacionadas con la defensa y la seguridad (la primera como medio para 
garantizar la segunda) fueron elaboradas sobre la base de la ideología del anticomunismo 
y en función de defender una ambigua concepción de soberanía nacional" (Buitrago Leal, 
1994, pág. 137) 
Durante 20 años la desaparición forzada de personas en Colombia ha sido cometida por 
agentes del Estado o por paramilitares que cuentan con el apoyo o la colaboración del Estado, 
y a pesar de que es innegable que las desaparición forzadas "se han caracterizado por una clara 
orientación política, ya que muchas de sus víctimas han sido personas que sustentaban 
posiciones políticas opuestas al Gobierno o que habían manifestado en actos públicos su 
discrepancia con él" (CIDH, 1993), a partir de 1998 aproximadamente, las víctimas de 
desaparición forzada no han sido mayoritariamente opositores políticos, la forma en que se 
perpetran los actos de desaparición conjuntamente con otras violaciones flagrantes como la 
mal llamada "limpieza social", los desplazamientos, las masacres y los actos de violencia 
sexual, demuestra que los objetivos no obedecían a un factor político, las víctimas se eligen 
entre los grupos más vulnerables de la sociedad (ONU, Grupo de Trabajo sobre 
desapariciones forzadas e involuntarias, 2012). 
En este contexto, la guerra contra el terrorismo es insuficiente para explicar el fenómeno. 
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 * La motivación real.  
La motivación real es la reducción de los índices de homicidios en el país, debido a que la 
situación de seguridad se mide en buena medida con el número de personas que pierden la 
vida en hechos violentos durante cada año. Debido a la ausencia registros reales y fiables 
sobre el número de personas desaparecidas, no tiene ningún impacto en la concepción general 
de seguridad en Colombia, sin embargo, el incremento de las desapariciones disminuía las 
cifras de homicidios en ciertas regiones del país. En otros lugares a pesar de la existencia de 
masacres y ejecuciones extrajudiciales los reportes de víctimas mortales se mantenían estables.  
"Es pertinente recordar que en 2007, Ever Veloza García, alias “HH”, aseguró en sus 
versiones libres que la práctica de desaparecer a sus víctimas enterrando los cuerpos 
obedeció a una estrategia ideada por la fuerza pública, en concreto por el General Rito 
Alejo del Río, para bajar las estadísticas de muertes que se estaban registrando en el 
Urabá por causa de las acciones de grupos paramilitares que actuaban en conjunto con la 
fuerza pública. Según estas nuevas revelaciones de alias “el Iguano” y de Salvatore 
Mancuso, los paramilitares, tiempo después, decidieron desaparecer también los 
cadáveres para evitar que se hallaran las fosas, con lo cual se demuestra la planeación de 
una estrategia completa para impedir, por un lado, que el índice de asesinatos se 
incrementara y, por otra, imposibilitar que la búsqueda de personas desaparecidas 
condujera al paradero de los cuerpos de las víctimas, consolidándose de esta manera la 
impunidad en este crimen" (Comisión Colombiana de Juristas, 2013) 
 
Esta suposición frente a la motivación guarda relación con dos aspectos: Por un lado el hecho 
de que según los informes de los organismos internacionales y  de la sociedad civil existen dos 
periodos identificables de desaparición forzada, que varía al comparar las víctimas, los autores 
y los móviles. 
 
En primer periodo que abarca desde 1980 hasta 1998 aproximadamente, los móviles son 
políticos: 
 
"La magnitud de esas violaciones se ha caracterizado por una clara orientación política, ya 
que muchas de sus víctimas han sido personas que sustentaban posiciones políticas 
opuestas al Gobierno o que habían manifestado en actos públicos su discrepancia con 
él.  En las violaciones al derecho a la vida se han empleado métodos como 
desapariciones, ejecuciones sumarias de personas y de grupos y otros actos atroces 
considerados en el presente informe" (CIDH, 1993) 
 
En el segundo periodo que se encuentra entre 1998 y 2013, las desapariciones forzadas fueron 
cometidas por los paramilitares, y ocurrieron simultáneamente con masacres, reclutamientos 
forzados y violaciones sexuales, en los cuales las principales víctimas eran campesinos y otras 
personas en estado de indefensión. En estos casos las desapariciones no estaban impulsadas 
por la orientación política de la víctima (ONU, Grupo de Trabajo sobre desapariciones 
forzadas e involuntarias, 2006).  
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El otro aspecto está relacionado, con el carácter masivo y exponencial que adquiere la 
desaparición forzada a partir de 1998 (Ver  gráficos 1 y 2) y especialmente hasta el año 2005. 
Este aumento coincide no solo con las afirmaciones de los paramilitares en las versiones 
libres, sino también con los registros de fosas comunes halladas por la Fiscalía General de la 
Nación con posterioridad al proceso de desmovilización. En total 5366 cuerpos han sido 
hallados en 4165 fosas comunes, según las cifras entregadas por la Fiscalía General de la 
Nación en octubre de 2013 (Fiscalía General de la Nación , 2013)  
Este interés es consecuente con el interés del gobierno nacional durante varios años en los 
que negó la existencia de un conflicto armado interno con el fin de evitar la intervención de 
los organismos internacionales y la aplicación de normas de Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y DIH.   
b. Oportunidades. 
Colombia ha propiciado un sistema complejo de negación de la desaparición forzada que le ha 
permitido continuar con ejecutando este grave crimen.  
Stanley Cohen señaló que los Estados utilizan diferentes discursos públicos que son 
asimilables a las técnicas de neutralización, estos discursos están orientados a negar a la 
víctima, negar lo que ocurrió o negar la responsabilidad. El doctor Cohen hizo una 
reconstrucción de los discursos habituales usados por los Estados en casos donde se debatía 
sus responsabilidad internacional por casos de graves violaciones a los derechos humanos 
indicando una serie de frases y discursos comunes en los que se niega el hecho, indicó además 
que según su contenido la negación puede ser literal, interpretativa e implicatoria (Cohen, 
1996). En Colombia los tres tipos de negación han sido usados para referirse a la desaparición 
forzada: 
 i.  La negación literal: En este modelo de negación se niega la ocurrencia misma del 
hecho o su veracidad.  
Las técnicas de neutralización planteadas por el Estado colombiano con el fin de evadir su 
responsabilidad se encuentra que en las respuestas a la  mayoría de las denuncias interpuestas 
por los familiares de las personas desaparecidas ante organismos de Naciones Unidas o de 
sistemas regionales de protección se encuentra que su mecanismo o justificación  encubrir su 
responsabilidad. 
1) Ha tenido algunas variaciones en su argumentación, en los años 80 se afirmaba que las 
detenciones arbitrarias tenían un sustento legal, Colombia respondía ante los organismos 
multilaterales no directamente frente de a las desapariciones forzadas que para entonces no 
eran masivas, que las detenciones estaban acordes a los procedimientos legales y 
constitucionales, debido a que una persona podía estar "retenida" sin orden de autoridad 
judicial competente durante 10 días sin que esto constituyera detención arbitraria y mucho 
menos una desaparición forzada, incluso en los casos en los que las personas eran detenidas 
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en lugares no destinados para ese fin, y aun ante la negativa de informar a los familiares del 
paradero (CIDH, 1981). Para la detención bastaba con tener un indicio de que la persona 
pertenecía a alguno de los grupos guerrilleros que operaban en el país, situación que propició 
las desapariciones ocurridas durante esa época. 
 
2) Otra forma de negación que se usa incluso actualmente es aquella orientada a la atribución 
de la responsabilidad individual a terceros armados (guerrillas y paramilitares), eliminando la 
responsabilidad del Estado. El argumento discursivo usado fue promover un repudio 
generalizado y masivo contra el secuestro, publicando a la guerrilla de las FARC y en algunos 
casos del ELN como responsables de los mismos.  Esta campaña no sería sospechosa de no 
ser porque se omite cualquier referencia a los casos de desaparición forzada: 
 
En efecto, durante la década de los 90´s los grupos guerrilleros usaron el secuestro como el 
medio por excelencia para financiar sus actividades, la frecuencia en los secuestros llevó a la 
creación de la Unidad Especial Antiextorsión y Secuestro (UNASE), en octubre de 1990 
formada por integrantes de la Policía Nacional, del Ejército y del Departamento 
Administrativo de Seguridad (DAS), cuya actividad está orientada a obtener la libertad de los 
secuestrados.  
 
Estas mismas entidades el Estado, encargadas de las acciones contra el secuestro fueron las 
principales acusadas de ser autores de las desapariciones forzadas ocurridas entre 1980 y 1995 
aproximadamente. Las acciones contra el secuestro se convirtieron en la excusa perfecta para 
realizar detenciones arbitrarias. Entre 1980 y 1990 la proporción entre los secuestros y el 
número de detenciones arbitrarias era de 1 a 10 aproximadamente. (CIDH, 1993)  
 
En la actualidad existen menos investigaciones abiertas por secuestro que por desaparición 
forzada y se destinan más de 130.000 millones de pesos en la lucha contra el secuestro. 
Incluso el Centro de Memoria Histórica creado como consecuencia de la ley 1448 de 2011 
realizó un análisis específico sobre este fenómeno (Centro de Memoria Histórica, 2013) 
 
El manejo mediático del secuestro ha sido fundamental para la negación de la desaparición 
forzada. En la mayoría de los casos  solo se reproducen las informaciones del discurso oficial, 
por lo que todas las negaciones emitidas por el gobierno a través de los canales oficiales se 
convierten en verdad a partir de la repetición. 
 
No obstante, cuando la situación fue difícil de ocultar, aparecieron datos alarmantes sobre el 
número de víctimas desaparecidas y los métodos usados para desaparecerlas, persistió el 
discurso sobre la responsabilidad de terceros. Los vínculos entre autoridades del Estado y 
paramilitares reconocidos por diferentes organismos internacionales se negaron oficialmente 
asegurando que las acciones de los grupos paramilitares eran tratados como "grupos armados 
al margen de la ley" y que no existía ningún vinculo, autorización ni trato especial del Estado 
para ellos (ONU, Grupo de Trabajo sobre desapariciones forzadas e involuntarias, 2012). 
 
Capitulo 3. Una lectura criminológica de  la 
desaparición forzada en Colombia  
63 
 
3) Así mismo, la mejor forma de negar es guardando silencio sobre el mismo, durante muchos 
en ningún documento oficial ni en las cifras sobre violencia en el país que elaboran diferentes 
entidades estatales existían registros sobre la ocurrencia de desapariciones forzadas.  
 
Los datos sobre desapariciones forzadas en entidades estatales fueron prácticamente 
inexistentes, salvo algunas entidades que tienen funciones específicas relacionadas con la 
investigación de las desapariciones como la Fiscalía General de la Nación y el Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. Sin embargo, la información tenia al menos 
los siguientes problemas:  1) La información de estas entidades no se publicaba de tal forma 
que se ejerciera un control de la sociedad sobre el asunto, 2) Los criterios para clasificar la 
información sobre un caso no siempre eran los mismo, por ejemplo la Fiscalía solo incluye los 
hechos cuya investigación se adelanta por ese delito, omitiendo los casos de desaparición 
forzada que son investigados como secuestros o como homicidios, y 3) No contaban con 
mecanismos para confrontar la información. Esto llevó ha llevado a que el número de casos 
ocurridos en un mismo año sea diferente en los registros de cada entidad, y varíen en miles 
(ver tabla 2). 
 
A partir de la ley 589 de 2000 se creó legalmente el Registro Nacional de Desaparecidos, sin 
embargo la creación del Sistema único de registro de información sobre personas 
desaparecidas y cadáveres (SIRDEC) fue creado recientemente, aunque éste sistema es sin 
duda un avance en la divulgación del fenómeno de la desaparición forzada, el proceso de 
actualización de los datos allí registrados ha tardado varios años y aun no cuenta con la 
información de todas las entidades del Estado que cuentan con información relacionada 
(ONU, Grupo de Trabajo sobre desapariciones forzadas e involuntarias, 2012).  
 
4. Finalmente, como técnica de negación reciente se reconoce que el fenómeno existió pero se 
omite la referencia a las situaciones actuales, indicando que la desaparición forzada es un 
fenómeno del pasado.  
 ii. La negación interpretativa: 
Este tipo de  negación se refiere a la reinterpretación de las definiciones, para negar la 
ocurrencia del crimen, generalmente usada a través de los eufemismos. La negación 
interpretativa ha sido usada para evitar responsabilizar al Estado de las desapariciones, en 
diferentes niveles y de diferentes formas: 
 
Se diferencia la "desaparición" de la "desaparición forzada", asumiendo que en algunos casos 
no existe responsabilidad del Estado en la comisión de la desaparición y sugiriendo que 
existen desapariciones que "son voluntarias" especialmente aquellas en las cuales no existe una 
detención arbitraria inicial probada, situación en la que estarían cerca del 70% de las víctimas 
desaparecidas del país.  
 
Es necesario recordar que la Convención Internacional para la protección de todas las 
personas contra la desaparición forzada, define este crimen como " el arresto, la detención, el 
secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad que sean obra de agentes del Estado 
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o por personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del 
ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la 
protección de la ley". 
 
En este 70% de los casos de personas que se indican como desaparecidas no existe certeza de 
qué actor (armado o delincuencia común) que los privó de la libertad, este desconocimiento 
genera incertidumbre sobre la responsabilidad del Estado y sobre la existencia de una 
desaparición forzada, pero además tratándose de más de la mitad de las personas 
desaparecidas niega indirectamente la existencia de una conducta sistemática y generalizada.  
 
El total acumulado de desaparecidos en el país para el 2013 según la Comisión Nacional de 
Búsqueda es de 74.361 personas, de las cuales 18.638 serían víctimas de desaparición forzada 
(OIDHACO, 2013), esto quiere decir que por lo menos 55.723 víctimas desaparecidas,  no se 
consideran casos desapariciones forzadas, y en consecuencia sus familias no cuentan con 
ninguna protección legal, no existen investigaciones abiertas, no hay responsables 
investigados, no tienen planes de búsqueda y no cuentan con medidas de reparación.  
 iii. En la negación implicatoria  
En este tipo de negación se afirma que “lo que sucedió es justificado”, no se niega 
directamente lo ocurrido pero si sus consecuencias, la justificación está  basada en la aparente 
necesidad de dar respuesta a un riesgo inminente que es producida gracias al pánico moral. La 
víctima nace de la discriminación porque se crean los sub humanos y se les estigmatiza como 
los peores criminales sobre quienes se puede ejercer todo el poder punitivo del Estado, 
“Ninguno de ellos era culpable de nada pero pertenecían a una clase culpable de todo”, 
“seguramente por algo sería”. Especialmente porque muchas de las víctimas tenían algún tipo 
de militancia política. 
 
La concepción del enemigo interno, surge en ese plano al tiempo como una motivación para 
su exterminio y como una oportunidad en tanto se justifica la desaparición forzada para 
garantizar el beneficio de la sociedad. Se propagó el concepto de "terrorista" y "enemigo 
interno" y fue cambiando durante las últimas dos décadas a quien se le endilgaba las 
categorías, sin embargo sin importar la categoría, los simpatizantes y colaboradores corren con 
la misma suerte. 
 
Al respecto basta revisar algunas respuestas entregadas por el gobierno nacional a los 
organismos internacionales de protección a los derechos humanos durante las últimas dos 
décadas:  
 
En respuesta a los requerimientos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en 
el año 1981 el Estado colombiano indicó que la detención administrativa se permitía en: 
 
 "Los párrafos 2 y 3 del artículo 28 de la Constitución no son contrarios a la Convención 
Americana de Derechos Humanos.  Las personas que en virtud de la disposición 
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contenida en el citado párrafo 2, son privadas de su libertad física, lo son porque 
conforme a tal disposición “hay graves indicios de que atentan contra la paz pública”, 
cuando hay “graves motivos para temer perturbación del orden público”; o sea que la 
privación de libertad tiene lugar por causas y condiciones fijadas de antemano en la 
Constitución, es decir, de acuerdo a lo que establece el numeral 2 del artículo 7 de la 
Convención. " (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 1981) 
 
En la década del 2000 con la tipificación de la desaparición forzada como delito autónomo y 
el incremento exponencial del número de personas desaparecidas se incrementan las 
negaciones que están relacionadas con la determinación judicial de la responsabilidad. A nivel 
internacional el argumento de la falta de agotamiento de los recursos internos como expresión 
del principio de subsidiariedad del derecho internacional permite el uso excesivo de 
argumentos para sustentar que el Estado ha sido diligente en las acciones que le corresponden 
para encontrar a los responsables y buscar a la víctima (Corte Penal Internacional, 2012).  
c. Restricciones. 
La participación de la sociedad  civil en acciones de denuncia y esclarecimiento de los casos de 
desaparición forzada ha sido uno de los elementos fundamentales para limitar a los autores de 
las desapariciones forzadas de personas en Colombia. 
Como consecuencia de la magnitud y sistematicidad de los casos de desaparición forzada en 
Colombia ocurridos desde 1980 principalmente, la sociedad civil ha emprendido actividades 
de denuncia pública, incidencia nacional e internacional, propuestas de políticas públicas 
relacionadas con el tema, acciones de acompañamiento jurídico y psicosocial a los familiares 
entre otras acciones.  
 
Entre las organizaciones más reconocidas por su labor en la búsqueda de verdad y justicia en 
casos de desapariciones forzadas se encuentran: organizaciones de familiares como Asfaddes,  
familiares Colombia y la Fundación Nidya Erika Bautista a nivel nacional , así mismo existen 
organizaciones más pequeñas como los familiares de los casos del Palacio de Justicia, Afavit 
(Asociación de víctimas de Trujillo), Asociación de familiares de las víctimas de la Masacre del 
16 de mayo en Barrancabermeja, entre otras. Igualmente existen múltiples organizaciones no 
gubernamentales que tienen acompañamiento jurídico, técnico y psicosocial para los familiares 
de las víctimas de desaparición forzada. 
 
La intervención de estas organizaciones ha sido determinante para la ratificación de las 
convenciones internacionales (Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
personas y la Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las 
desapariciones forzadas), la tipificación de la desaparición forzada, la documentación del 
fenómeno (p.e. La base de datos "Noche y Niebla" elaborada y actualizada por el CINEP) , la 
adopción de buenas prácticas para la búsqueda y la entrega de los restos (Equitas), la 
investigación y el juzgamiento de responsables, y la creación de políticas institucionales que 
regulen la materia.  
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Debido a que las acciones de la sociedad civil han sido fundamentales para limitar a los 
autores de las desapariciones forzadas, los familiares y sus acompañantes son victimas 
constantes de amenazas, agresiones e incluso son declarados enemigos públicos para evitar 
que sigan con sus labores. Este hecho genera temor generalizado en quienes presentan 
información contraria a la oficial, no únicamente en quienes revelan información relacionada 
con desapariciones forzadas: 
 
112. El Gobierno debe comenzar a tratar a los grupos de la sociedad civil, de derechos 
humanos y otras ONG como asociados para el progreso, no como enemigos, y trabajar 
con ellos desde esa perspectiva positiva, adoptando medidas concretas para poner fin al 
acoso verbal y físico de las asociaciones de familiares de desaparecidos o de sus distintos 
miembros (Grupo de Trabajo sobre desapariciones forzadas e involuntarias, 2006).  
d. Controles. 
Las restricciones existentes en Colombia para evitar las desapariciones forzadas son 
fundamentalmente dos: La primera es la existencia de un marco normativo de acción frente a 
este tipo de casos y la segunda, que se deriva de la anterior es el sistema penal encargado de 
investigar, juzgar y sancionar a los responsables de esas conductas.  
i. Marco jurídico sobre la desaparición forzada de personas. 
Los principales reconocimientos legales a la desaparición forzada como norma de ius cogens  en 
Colombia se encuentran a partir de 1990, con la consagración en la Constitución Política 
consagra el derecho fundamental de toda persona a no ser  "sometido a desaparición forzada, 
a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes". 
Durante los años 1994 a 2000 el Consejo de Estado produjo decisiones importantes en las 
cuales reconocía la responsabilidad de la nación  por fallas en el servicio en las desapariciones 
forzadas ocurridas durante los hechos del 6 y 7 de noviembre de 1985 en el Palacio de Justicia. 
Aunque estas decisiones no establecían responsabilidad activa en las desapariciones, por 
primera vez en la historia colombiana, un alto tribunal reconocía a través de un mecanismo 
oficial la existencia de desapariciones forzadas (Consejo de Estado, 1999) 
Luego de 10 años después y dos intentos fallidos por tipificar la desaparición forzada, el 
Congreso expidió la ley 599 de 2000 a través de la cual tipificó el delito de desaparición 
forzada en los siguientes términos: 
"Artículo 165 según el cual: 
  
El particular que someta a otra persona a privación de su libertad cualquiera que sea la 
forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar 
información sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá en prisión de 
trescientos veinte (320) a quinientos cuarenta (540) meses, multa de mil trescientos 
treinta y tres punto treinta y tres (1333.33) a cuatro mil quinientos (4500) salarios 
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mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de 
ciento sesenta (160) a trescientos sesenta (360) meses”. 
Esta definición tiene dos interpretaciones sobre la protección de las personas, la primera es 
que la determinación de que el sujeto activo del delito sea "cualquier persona" es más 
garantista porque no limita la investigación solo a casos cometidos por agentes del Estado o 
con su apoyo o colaboración, esta interpretación es la que ha adoptado la Corte 
Constitucional (Corte Constitucional Colombiana, 2011). La segunda interpretación es que la 
desaparición forzada es un delito típicamente estatal, y la ampliación a otras personas 
desdibuja la definición de la desaparición lo cual no implica un detrimento de la obligación de 
investigar, pues existen figuras penales distintas con las cuales se puede investigar a los 
particulares que actúan sin la colaboración o el apoyo del Estado (Corte Penal Internacional, 
2012).  
Esta distinción en Colombia no tiene ningún efecto práctico en la medida en que la mayoría 
de las investigaciones que existen por desaparición forzada se adelantan en contra de 
funcionarios del Estado o de integrantes de grupos paramilitares que actúan con su 
colaboración.  
En noviembre de 2005, fue divulgado el Decreto 4218 a través del cual se reglamentó el 
artículo 9 de la ley 589 de 2000 relacionado con la creación de un registro nacional de 
personas desaparecidas. 
En 2007, como consecuencia de la Ley 589 de 2005 y el Decreto 929 de 2007 la Comisión 
Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas (CNBPD) divulgó el Plan Nacional de 
Búsqueda de Personas Desaparecidas (PNB), como una herramienta que debe ser usada para 
obtener la información necesaria y realizar diferentes actividades que conduzcan a esclarecer el 
paradero de las víctimas de desaparición forzada. La implementación de este plan es 
obligatoria de acuerdo a la Ley 1448 de 2011. 
El 9 de septiembre de 2009, la Fiscalía General de la Nación, la Policía Nacional, el 
Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, y el Instituto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses celebraron el Convenio de Cooperación Interinstitucional 01102 de 
diciembre 19 de 2007, cuyo fin es la conformación del Centro Único Virtual de Identificación 
(CUVI). El CUVI tiene entre otras las siguientes funciones: 
 Buscar, identificar y entregar a sus familiares los desaparecidos como forma de 
reparación a las víctimas y de esclarecimiento de la verdad. 
 Materializar el acceso a la administración de justicia a través del acercamiento a la 
comunidad. 
 Contextualizar los hechos a fin de identificar patrones de comportamiento criminal. 
Adicionalmente, se dispuso la creación de un comité técnico para que fije las políticas y 
directrices para el desarrollo de la misión encomendada al Centro Único Virtual de 
Identificación. El Comité Técnico del Centro Único de Identificación está conformado por el 
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Fiscal General de la Nación, quien lo presidirá, el Director Nacional del Cuerpo Técnico de 
Investigación, el Director Nacional de Fiscalías, el Director del Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, el Director de Investigación Criminal de la Policía 
Nacional, Dijín, el Director del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, y los Jefes 
de las Unidades Nacionales de Fiscalías para la Justicia y la Paz y de Derechos Humanos y 
Derecho Internacional Humanitario. 
En el año 2010, se expidieron 2 leyes importantes que contienen obligaciones especiales en 
materia de desaparición forzada: La ley 1408 por la cual se rinde un homenaje a las víctimas de 
desaparición forzada y se dictan medidas para su localización e identificación y la ley 1418 a 
través de la cual se aprueba la Convención Internacional para la protección de todas las 
personas contra la desaparición forzada. Esta ley fue declarada exequible a través de la 
sentencia  C-620 de 2011. 
En 2011  se expidió también la Ley 1448 conocida como "ley de víctimas y restitución de 
tierras" a través de la cual se dictan medidas "de atención, asistencia y reparación integral a las 
víctimas del conflicto armado interno" 
En el año 2012, se expidió la Ley 1531 conocida como  "Ley de Ausencia"  por medio de la 
cual se crea la acción de declaración de ausencia por desaparición forzada y otras formas de 
desaparición involuntaria y le otorga efectos civiles. Esta ley deroga expresamente "la 
declaración de muerte por desaparecimiento" contenida en el artículo 657 del Código de 
Procedimiento Civil. 
Finalmente, la Corte Constitucional emitió la sentencia C-579 de 28 de agosto de 2013 en la 
cual analizó el acto legislativo 01 de 2012 conocido como "Marco Jurídico para la Paz" y en 
ella indicó que la Fiscalía General de la Nación debe priorizar las investigaciones por crímenes 
de lesa humanidad, entre ellos la desaparición forzada, igualmente dispuso que la renuncia a la 
persecución penal y la suspensión condicional de la pena no podrá en ningún caso ser aplicada 
cuando se trate de casos de desaparición forzada. (Corte Constitucional Colombiana, 2013) 
Además de todas las leyes antes mencionadas, Colombia ha emitido decretos, directivas, 
resoluciones y memorandos a través de los cuales se establecen procedimientos y obligaciones 
a las entidades del Estado que tienen responsabilidades específicas en la investigación, en la 
búsqueda de  las personas desaparecidas y en la reparación a las víctimas. 
Este amplio sistema normativo, representa un avance en el cumplimiento de las obligaciones 
del Estado, sin embargo hasta ahora ha resultado ser ineficaz y carece de la capacidad para 
producir un control real.  
98. No obstante los progresos hechos por Colombia en la elaboración de un 
impresionante marco constitucional, jurídico o institucional para hacer frente a los casos 
de desapariciones, la aplicación efectiva del marco ha dejado mucho que desear. 
Evidentemente, el establecimiento de esos mecanismos no puede sustituir a la acción 
política (ONU, Grupo de Trabajo sobre desapariciones forzadas e involuntarias, 2006)  
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En efecto, aunque las leyes antes mencionadas son recientes y se expidieron en los últimos 5 
años, los reportes de entidades como la Defensoría del Pueblo y el Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses evidencian que las desapariciones forzadas no han 
disminuido y por el contrario en algunos momento ha incrementado (Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses ). 
Todas las disposiciones legales reflejan una aparente muestra del reconocimiento de la 
desaparición forzada como un crimen contra la humanidad, sin embargo, el aumento y 
permanencia de la práctica evidencia relaciones de poder desiguales puede entenderse como   
el  ejercicio ilegítimo del poder coactivo,  justificado en una aparente legitimidad  al considerar 
que las víctimas de las desapariciones no son seres libres e iguales, y por tanto contrario a los 
principios de derechos humanos (Ward, 2013) 
ii.  Investigación de los responsables. 
Finalmente, el mejor mecanismo de control que existe en el nivel macro es el sistema penal. 
La revisión de la aplicación del sistema de sanciones requiere evidenciar que la desaparición 
forzada es delito en Colombia solamente a partir del año 2000, esto quiere decir que la 
información disponible la aplicación de justicia en estos casos es mínima. Sin embargo de la 
información recaudad por los organismos internacionales el destino de las investigaciones 
durante esta época fue el siguiente: 
La falta de tipificación legal de la desaparición conllevó en ocasiones a la imposibilidad de 
adelantar las investigaciones sobre desapariciones forzadas cuando no se equiparaba la 
desaparición forzada al secuestro. 
Las pocas investigaciones que se iniciaron se calificaron como secuestros sin embargo algunos 
jueces  ordenaron el cierre de la investigación, tomando como fundamento la falta de 
tipificación de la desaparición forzada como delito. Algunos casos en los que se iniciaron 
investigaciones por secuestro fueron archivados por prescripción de la acción penal, aun 
cuando la persona seguía desaparecida. Al respecto el GTSDFI indicó que:  
"90. En materia de sentencias judiciales, el Grupo de Trabajo tuvo conocimiento de un 
solo caso en que ha habido encarcelamiento de un miembro del DAS en relación con 
acusaciones de la desaparición de personas. En otros casos sólo se han adoptado medidas 
disciplinarias contra miembros de la Policía Nacional. En uno de ellos, que tenía que ver 
con la detención y ulterior desaparición de 12 personas en 1982, las familias respectivas 
insistieron ante los miembros del Grupo en que la pena que se había impuesto a los 
responsables (suspensión de empleo de 20 a 30 días) no correspondía a la gravedad del 
delito, que no se había condenado a todas las personas contra las que se había entablado 
la acción judicial y que sólo se habían realizado investigaciones respecto de 3 del total de 
12 personas desaparecidas. Sin embargo, se supo que, como resultado de una apelación, 
el Procurador Delegado para la vigilancia judicial decidió, en fallo de 29 de julio de 1989, 
que se prosiguiese la investigación de los restantes casos de desaparición, confirmando al 
mismo tiempo las tres sentencias disciplinarias.  
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91. El propio Grupo Interinstitucional señala en el documento mencionado en el párrafo 
36» "los casos resueltos son muy pocos y las investigaciones se encuentran en curso 
después de tres y cuatro años de iniciadas o están archivadas, o aún se encuentran en 
preliminares a la espera de la organización del cuerpo técnico de policía judicial. Por 
consiguiente, sólo en muy pocos casos podemos afirmar que el Estado ha sido eficaz en 
su tarea de defensa y protección de los derechos humanos". (ONU, Grupo de trabajo 
sobre desapariciones forzadas e involuntarias, 1989) 
Con posterioridad a la expedición de la Ley 589 de 2000 la información sobre las 
investigaciones adelantadas no fue visible durante los primeros años, sin embargo, a través de 
la resolución defensorial Nº 27 para octubre de 2002 existían 792 investigaciones abiertas por 
desaparición forzada en diferentes seccionales del país, en las siguientes etapas: " en etapa 
preliminar 470; en investigación previa 183; resoluciones inhibitorias 98, resolución de 
suspensión 8 y en 33 casos la información reportada es insuficiente para determinar la etapa 
procesal en que se encuentra" (Defensoría del Pueblo, 2003) 
En 2005, los medios de comunicación indicaron que la Fiscalía reveló que entre 1982 – 2005 
se produjeron 7.702 casos de desaparición forzada, aunque no indicaron si todos estaban 
siendo investigados por esta autoridad, la etapa en la que se encontraban ni los presuntos 
autores. (Revista Semana, 2006). En 2008 la Fiscalía se encontraba investigando la 
desaparición forzada de 15.645 personas en Colombia. (Franco, 2008),   
El Centro de Memoria Histórica informó que entre 2005 y 2010 se investigaban en total 
16222 casos, de los cuales 16.022 se encontraban en indagación, 39 contaban con una 
sentencia y solo 12 estaban en ejecución de penas. (Centro de Memoria Histórica, 2013). 
En 2010, mediante resolución del Fiscal General de la Nación se creó la Unidad nacional 
contra el Desplazamiento y la Desaparición Forzada de Personas como una estrategia del 
gobierno nacional para lograr establecer el paradero de los desaparecidos, pero esto tampoco 
logro consolidar un único sistema de investigación de este tipo delito, paralelamente otras 
unidades especializadas de la Fiscalía, como la Unidad Nacional de Derechos Humanos, la 
Unidad para la Justicia y la Paz y la Unidad delegada ante el Gaula, y la Unidad nacional contra 
el secuestro y la extorción, continuaron adelantando investigaciones por desapariciones 
forzadas: 
Según el informe de gestión de la Fiscalía General de la Nación para el año 2010 la Unidad 
Nacional de Derechos Humanos y DIH tenía investigaciones abiertas por la desaparición 
forzada de 741 víctimas, se produjeron 53 sentencias condenatorias y 7 de ellas por aceptación 
de cargos. Para el año 2011, la Fiscalía reportó que la Unidad Nacional contra los delitos de 
desplazamiento y desaparición forzada tenía a cargo 14.350 investigaciones por este último 
delito, y en 2013 la misma contaba con 30.642 por los dos delitos investigados. 
Durante el 2010, la Unidad Delegada contra el Secuestro y la Extorción indicó que “En los 
casos de delitos por desaparición y desplazamiento forzados, se realizaron diversos actos de 
investigación. Son investigaciones que en su gran mayoría se encuentran en etapa de 
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indagación, sin que haya sido posible adoptar la decisión de imputar el delito o archivar la 
investigación, atendiendo a la naturaleza de estos hechos”. Los datos presentados por esta 
unidad no distinguen entre las investigaciones adelantadas por secuestro y las adelantadas por 
desaparición forzada del total de los 3059 casos adelantados por la misma.  
Así mismo, la Unidad Nacional contra el Terrorismo adelantaba igualmente 544 
investigaciones por desaparición forzada (Fiscalía General de la Nación , 2010), pero la 
información disponible no indicaba el estado en que se encontraban tales investigaciones, ni 
las acciones adelantadas para la búsqueda de las personas desaparecidas. 
Por su parte las labores adelantadas por la Unidad Nacional para la Justicia y la Paz están 
relacionadas fundamentalmente con la recepción de las versiones libre, y las exhumaciones de 
las fosas comunes identificadas por la confesión de los paramilitares que reciben los 
beneficios de la ley 975, hasta ahora los datos revelados sobre las fosas comunes encontradas 
son los siguientes: 
Tabla 3. Fosas comunes y cadáveres entregados 2006-2013 
 
Año Fosas 
encontradas 
Nº de cadáveres 
hallados en las 
fosas 
Nº de cadáveres 
entregados 
efectivamente a 
los familiares 
2006 2666 3188 1303 
2007 
2008 
2009 
2010 
2011 513 668 319 
2012 313 584 399 
2013 159 204 328 
 
Total 4165 5366 2274 
 (Unidad Nacional para la Justicia y la Paz) 
En este caso, aunque las cifras totales no corresponden a la suma de los años anteriores, esto 
obedece a que la fecha de corte de los informes anuales varió anualmente. Sin embargo, los 
totales corresponden a las cifras consolidadas son las que reporta oficialmente la Fiscalía 
General de la Nación a octubre de 2013 (Fiscalía General de la Nación , 2013). 
Hasta la fecha se han proferido 130 condenas en contra de paramilitares por su participación 
en casos de desaparición forzada. No es posible establecer con certeza si las condenas se 
produjeron contra personas juzgadas en ausencia o contra desmovilizados, de ser el segundo 
caso, tras la confesión en las versiones libres del mismo crimen por el que fue condenado, el 
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autor es beneficiario de la pena alternativa, la cual estaría cumplida o por cumplirse a más 
tardar en el 2014.  
Las investigaciones por desapariciones forzadas para el 2012 habían arrojado como resultado 
149 sentencias condenatorias, 606 juicios en curso y más de 15.000 investigaciones en curso 
en la Fiscalía. En relación con el número total de personas desaparecidas, incluso analizando 
solamente aquellas que son consideradas víctimas de desaparición forzada, los avances 
investigativos son irrisorios. Según la información proporcionada a la Corte Penal 
Internacional, las condenas por desapariciones forzadas están distribuidas entre los actores 
armados de la siguiente forma: 
Tabla 4. Condenas por desaparición forzada según el autor. 
 
 
Desapariciones forzadas  
FARC  4 condenas, 20 actuaciones en curso  
ELN  1 actuación en curso  
Grupos 
paramilitares  
130 condenas, 422 actuaciones en 
curso 
Ejército  15 condenas, 110 actuaciones en curso 
Policía y otros 
agentes estatales  
2 condenas, 53 actuaciones en curso  
 (Corte Penal Internacional, 2012) 
A pesar de las dificultades investigativas registradas, la Corte Penal Internacional indicó en 
relación con la eficacia de las investigaciones que "aunque numerosos miembros de las fuerzas 
armadas han sido investigados y se han pronunciado  medidas disciplinarias, sentencias y 
penas de prisión, las actuaciones judiciales no se han centrado en determinar la 
responsabilidad de los mandos superiores por la comisión de estos crímenes" (Corte Penal 
Internacional, 2012)  
 
Este mecanismo de control social es ineficaz debido al reducido número de condenas 
existentes a pesar del elevado número de casos y los beneficios a los que puede acceder una 
persona que cometa el delito, situación que será analizada más adelante.  Tampoco existe la 
probabilidad de que intervengan organismos internacionales como la Corte Penal 
Internacional, quien incluso decidió no iniciar la investigación preliminar sobre Colombia por 
el delito de desaparición forzada. 
Algunas de las principales dificultades a  las que se enfrentan las víctimas de los casos de 
desaparición forzada es la deficiencia en las investigaciones: 
“La mayor o gran parte de las desapariciones forzadas registradas y de los casos de 
personas no identificadas (N.N.) no tienen un expediente judicial y por tanto no se ha 
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iniciado una investigación. Las indagaciones judiciales no se inician oficiosamente y las 
denuncias de las familias no dan lugar en todos los casos a investigaciones serias y 
permanentes aun cuando las víctimas no aparecen ni vivas ni muertas. En gran parte de 
los casos ni siquiera existen registros judiciales ni se asignan números de radicado a las 
mismas, debiendo las familias recurrir a numerosos derechos de petición e incluso a 
acciones de tutela para amparar el derecho a la búsqueda de las víctimas y el derecho a 
acceder a la justicia.”  
“Si bien las investigaciones se mantienen abiertas en la actualidad, es decir que no se 
archivan, lo cierto es que en la práctica las autoridades investigadoras y de Fiscalía no 
adelantan mayor actividad investigativa, y las actuaciones penales quedan por años y, 
frecuentemente por décadas, en fase de investigación preliminar. No existe una actitud 
determinada de despliegue de una actividad investigativa.” (ONU, Grupo de Trabajo 
sobre desapariciones forzadas e involuntarias, 2012) 
3.3. Nivel medio: Las organizaciones criminales. 
Las organizaciones criminales que actúan como autores principales de la desaparición forzada 
en Colombia son las fuerzas de seguridad del Estado y los grupos paramilitares. Aunque existe 
un tercer actor armado con presencia nacional, las guerrillas, no son incluidas en este análisis 
debido a que la desaparición forzada no es un delito frecuentemente cometido por las mismas 
y porque no cuentan con apoyo del Estado, si se analizara su participación en estos casos 
desviaría el objetivo de analizar los crímenes de Estado. 
a. Motivaciones. 
Las motivaciones de las organizaciones armadas son distintas pero están relacionadas. En 
ambos casos está relacionada con el control del territorio. La legalidad o ilegalidad de la 
institución armada no hace que la desaparición forzada sea menos grave, y el cambio de 
algunas características en el modo de actuar para cometer las desapariciones no exculpa a las 
fuerzas militares de la responsabilidad que le corresponde por esta acción cuando los grupos 
paramilitares son los autores principales de la desaparición.  
Como fue descrito en el capítulo 2 de este documento, los grupos paramilitares surgieron por 
autorización legal del Estado. Además debe aclararse que aun existen vínculos entre los 
primeros y las fuerzas militares, lo que ha permitido la consolidación del control territorial: 
"Según diversos informes, las desapariciones no han disminuido, sino que han 
continuado y se han mantenido constantes o incluso podrían haber aumentado desde 
1996. En la mayoría de los casos de que se ha informado al Grupo de Trabajo, se ha 
señalado como principales culpables de los casos de desapariciones a los paramilitares, 
que actúan presuntamente con el consentimiento de ciertos elementos del ejército y de 
las fuerzas de seguridad del Estado. Las desapariciones tampoco se han detenido tras las 
negociaciones y los acuerdos de cese del fuego y de desmovilización concertados entre 
los paramilitares y el Gobierno. En las entrevistas con funcionarios del Estado se ha 
negado con frecuencia la implicación del Estado o su connivencia en las desapariciones. 
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Con todo, las entrevistas con ciudadanos comunes víctimas de violencia generalizada en 
su vida diaria han proporcionado testimonios abundantes y convincentes de la 
participación directa del Estado y de su complicidad en las desapariciones forzadas o 
involuntarias en muchas partes del país" (ONU, Grupo de Trabajo sobre desapariciones 
forzadas e involuntarias, 2012) 
 
La presencia de los grupos paramilitares en el país fue propiciada por el Ejército, la Policía y 
otros organismos de seguridad, una vez allí usaron toda clase de métodos atroces para lograr 
el control de la población, hasta lograr el control completo y la cooptación de la 
institucionalidad en las zonas de su influencia. Esta situación no es desconocida ni oculta, 
incluso la Corte Suprema de Justicia en la sentencia contra el ex gobernador de Sucre Salvador 
Arana Sus manifestó: 
 
"Al igual como ocurrió en otros municipios de la entidad territorial mencionada, la 
penetración armada de las autodefensas fue esencialmente violenta, no solamente para 
mostrar su poder militar, sino para consolidar unos espacios políticos que según consta 
en el expediente, habían comenzado a forjarse con la clase política en el llamado “Pacto 
de Chivolo” en el año 2000 a través de la imposición de candidatos únicos" (Corte 
Suprema de Justicia , 2009) 
 
Sobre el particular, es pertinente el concepto de control social usado por la criminología 
crítica, es 
 
 "el desarrollo de las instituciones ideológicas y a la acción de prácticas de coerción, que 
permiten mantener la disciplina social pero que a la vez sirven para reproducir el 
consenso respecto a los principios axiológicos en que se basan las sociedades. De esta 
manera el control social se abrió no al estudio de la represión de la disidencia, sino 
también a conocer las estrategias que se requieren para alcanzar de la sociedad civil el 
consentimiento espontaneo, que le otorguen las mayorías a la orientación que imprimen a 
la vida social los grupos dominantes" (Gonzalez Vidaurri & Sánchez Sandoval, 2002)        
 
Los métodos usados para las desapariciones forzadas fueron públicos y atroces, con ellos se 
pretendía mantener el control sobre las personas que habitaban los municipios.  
 
El uso específico de las desapariciones forzadas contra la población civil tenía también la 
intención de evitar las investigaciones ocultando las pruebas existentes: 
 
" En octubre de 2009, Iván Laverde Zapata, alias “el Iguano”, uno de los comandantes 
del Bloque Catatumbo que operó en el departamento de Norte de Santander, confesó, en 
audiencia de versión libre, que en el año 2001 su grupo paramilitar construyó hornos 
crematorios donde incineraron los cuerpos de cerca de 98 personas asesinadas por su 
grupo paramilitar. En la versión aseguró que esta “estrategia” comenzó a emplearse para 
evitar el hallazgo de fosas comunes (...) Estas confesiones fueron ratificadas por Salvatore 
Mancuso, quien fue el jefe del Bloque Catatumbo. En sus versiones libres desde los 
Estados Unidos, este jefe paramilitar aseguró que en 1999 Carlos Castaño había dado la 
orden a todos los bloques paramilitares de construir hornos crematorios para desaparecer 
los cadáveres de las víctimas cuando la Fiscalía empezó a encontrar fosas donde estaban 
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enterrados los cuerpos de personas desaparecidas". (Comisión Colombiana de Juristas, 
2013) 
b. Oportunidades. 
El escenario propicio para que las organizaciones puedan realizar detenciones y desaparecer 
personas está dado por dos aspectos: a) La existencia de un marco normativo favorable para 
los agresores  y b) la presencia y el control territorial de los paramilitares en varias regiones del 
país: 
 a. Marco normativo favorable a los agresores. 
 
En los últimos años, el gobierno nacional ha presentado proyectos de ley que ya fueron 
aprobados y reformas constitucionales que establecen por un lado un escenario propicio para 
las detenciones masivas y arbitrarias (ley 1453 de 2011), por otro la reforma constitucional que 
permite el otorgamiento de amnistías a los agentes del Estado e integrantes de grupos 
paramilitares responsables de graves violaciones a los derechos humanos (acto legislativo 01 
de 2012) , y finalmente, un sistema de beneficios a los integrantes de grupos paramilitares.  
 
El 24 de junio de 2011 se expidió la ley 1453 de 2011, conocida como ley de seguridad 
ciudadana, a través de la cual: 
 
• Se crean delitos o se convierten en delitos las conductas que antes estaban 
contempladas como contravenciones en el Código Nacional de Policía. 
 
• Se aumentan algunas penas previstas en la ley penal y como consecuencia del aumento 
en estas conductas procede la detención preventiva, y  
 
• Se reducen los requisitos establecidos por la ley para practicar allanamientos e 
interceptación de comunicaciones, al tiempo que se dificulta la posibilidad de acceder a 
medidas sustitutivas de la pena y a control de garantías. 
 
Durante el año 2012, el Gobierno Nacional además promovió el Acto Legislativo Nº 1 de 
2012 llamado “marco jurídico para la paz” el cual que establece criterios de selección y 
priorización en las investigaciones penales enmarcadas en lo que él considera justicia 
transicional y permite otorgar amnistías a agentes del Estado y paramilitares "desmovilizados", 
esta reforma constitucional establece que: 
 
“Los criterios de priorización como los de selección son inherentes a los instrumentos de 
justicia transicional. El Fiscal General de la Nación determinará criterios de priorización 
para el ejercicio de la acción penal (…) el Congreso de la República, por iniciativa del 
Gobierno Nacional, podrá mediante ley estatutaria determinar criterios de selección que 
permitan centrar los esfuerzos en la investigación penal de los máximos responsables de 
todos los delitos que adquieran la connotación de crímenes de lesa humanidad, 
genocidio, o crímenes de guerra cometidos de manera sistemática”.  
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Esta disposición ha sido objeto de cuestionamiento en tanto genera excepciones al deber de 
investigar, juzgar y sancionar todas las violaciones a los derechos fundamentales, las cuales 
serán determinadas por el Congreso de la República, a iniciativa del Gobierno Nacional, 
sustituyendo el deber general por la aplicación de mecanismos de carácter no judicial. Los 
criterios de priorización fueron establecidos por la Fiscalía General de la Nación en la 
Directiva 001 de 4 de octubre de 2012. La reforma constitucional también dispone que se 
podrá:  
“establecer los casos, requisitos y condiciones en los que procedería la suspensión de la 
ejecución de la pena; establecer los casos en los que proceda la aplicación de sanciones 
extrajudiciales, de penas alternativas, o de modalidades especiales de ejecución y 
cumplimiento de la pena; y autorizar la renuncia condicionada a la persecución judicial 
penal de todos los casos no seleccionados. La ley estatutaria tendrá en cuenta la gravedad 
y representatividad de los casos para determinar los criterios de selección”. 
Finalmente, como consecuencia de la declaración de inexequibilidad de la ampliación del 
principio de oportunidad, el Gobierno nacional presentó ante el Congreso un proyecto de ley 
que posteriormente fue aprobado, en el cual que pretendía dar una salida jurídica a la situación 
en la que se encontraban miles de desmovilizados de grupos armados al margen de la ley que 
no habían sido sometidos a la ley 975 de 2005, denominada de “Justicia y Paz”.  
 
Este proyecto fue tramitado en un tiempo record, en el término de un mes la ley 1424 de 2010 
fue sancionada. Esta ley contiene disposiciones que otorgan beneficios penales a los 
desmovilizados de grupos armados al margen de la ley que cumplan algunas condiciones 
señaladas en dicha norma.  En particular el artículo 4 de la referida ley señala que: 
 
"MECANISMO NO JUDICIAL DE CONTRIBUCIÓN A LA VERDAD Y LA 
MEMORIA HISTÓRICA. Créase un mecanismo no judicial de contribución a la verdad 
y la memoria histórica, con el fin de recolectar, sistematizar, preservar la información que 
surja de los Acuerdos de contribución a la verdad histórica y la reparación, y producir los 
informes a que haya lugar. 
La información que surja en el marco de los acuerdos de que trata este artículo no podrá, 
en ningún caso, ser utilizada como prueba en un proceso judicial en contra del sujeto que 
suscribe el Acuerdo de Contribución a lo Verdad Histórica y a la Reparación o en contra 
de terceros". 
La Corte Constitucional en la sentencia C-771/2011 declaró exequible condicionadamente el 
artículo, bajo el entendido de que la expresión "o en contra de terceros" cobija apenas a sus 
familiares y a los demás desmovilizados del mismo grupo armado al que hubiere pertenecido 
el deponente (Corte Constitucional Colombiana , 2011). 
 
Esta ley restringe la posibilidad de adelantar investigaciones adecuadas que conduzcan a la 
sanción de los máximos responsables de casos de desaparición forzada. Siendo los 
paramilitares de la mayoría de las desapariciones ocurridas en el país, las confesiones sobre las 
mismas no podrán ser usadas contra quienes pertenezcan al mismo grupo armado. Es 
Capitulo 3. Una lectura criminológica de  la 
desaparición forzada en Colombia  
77 
 
necesario recordar que el Acuerdo de contribución a la verdad no exige que el desmovilizado 
indique el lugar en el que se encuentra la víctima, basta con admitir la responsabilidad en el 
caso concreto, además este sistema no cuenta con un mecanismo de verificación de la 
información, por lo que todas las informaciones suministradas no pueden ser corroboradas.  
 
b. la presencia y el control territorial de los paramilitares en varias regiones del país. 
 
Una vez iniciaron las ceremonias de desmovilización en los años 2006 y 2007, casi 
simultáneamente aparecieron, en las mismas regiones donde supuestamente se estaban 
desmovilizando las AUC, unos grupos que empezaron a utilizar denominaciones diferentes, el  
gobierno nacional afirmó que estas organizaciones correspondían a grupos de delincuencia 
común y que en escancia eran Bandas Criminales Emergentes (Bacrim).  Sin embargo estos 
grupos, "en esencia, actúan exactamente igual, pretenden el control de los mismos territorios, 
se dedican a las mismas actividades y actúan en contra de población civil, tal como lo hicieran 
los paramilitares del grupo de las AUC" (Comisión Colombiana de Juristas, 2010).  
De los 31.671 paramilitares “desmovilizados” que reporta el Gobierno nacional (Comisión 
Colombiana de Juristas, 2010) cerca de 20.000 serían paramilitares desmovilizados bajo la 
vigencia de la Ley 782 de 2002 y del Decreto 128 de 2003 (Movimiento Nacional de Victimas 
de Crimenes de Estado, 2009). Estas desmovilizaciones no se les exigió revelar la verdad 
sobre las violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario en las 
que participaron o de las que tuvieran conocimiento, durante su pertenencia al grupo armado 
ilegal, y, tampoco existen investigaciones encaminadas a esclarecer estos aspectos por el 
contrario estos paramilitares son los principales beneficiarios de la Ley 1424 de 2010.  
Únicamente 4.787 paramilitares lo hicieron para obtener los beneficios de la ley 975 de 2005 
(Fiscalía General de la Nación , 2013, pág. 31), y de ellos alrededor de 923 se encontraban 
privados de la libertad, es decir menos del 5% del total de personas desmovilizadas desde el 
año 2002 (Observatorio de Procesos de Desarme, Desmovilización y Reintegración - ODDR 
–, 2011). 
Aproximadamente el 95% de los paramilitares se encuentran en libertad y ejerciendo control 
en diferentes territorios del país. Incluso el Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del 
Pueblo  indicó que luego del proceso de desmovilización se  formaron alrededor de 22 grupos 
armados con presencia regional que posteriormente se unificaron en 5 grandes grupos: 
Águilas Negras, Los Paisas, Ejército Revolucionario Popular Antiterrorista de Colombia 
(ERPAC), Autodefensas Gaitanistas de Colombia o Urabeños y Los Rastrojos generando una 
situación de riesgo para la población civil de 225 municipios en 26 departamentos. El  SAT 
advirtió el riesgo en esto municipios indicando que el 68% de los mismos tiene riesgos de 
desapariciones forzadas para sus habitantes.  (Defensoría del Pueblo , 2010) 
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Figura 2. Municipios en riesgo por grupos pos desmovilización de las AUC 
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(Defensoría del Pueblo , 2010) 
Actualmente, 7 departamentos cuentan con alertas tempranas del SAT relacionadas con 
riesgos de desapariciones forzadas: 
Figura 3. Municipios con riesgo de desaparición forzada. 
 
 (Defensoría del Pueblo, 2013) 
En efecto los paramilitares continúan ejerciendo el control territorial de en las diferentes 
regiones del país: 
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62. En cada reunión que el Grupo celebró con representantes de la sociedad civil, se 
repitieron los mismos factores. Los perpetradores de las desapariciones forzadas viven 
entre la población. Pero su pertenencia a grupos paramilitares es bien conocida. Tienen 
contactos sociales con representantes de las autoridades y de las fuerzas armadas. 
Disponen de información sobre las actividades de los miembros de la comunidad. En 
esta situación, las desapariciones se usan como advertencias destinadas a la población 
para que no infrinjan las normas establecidas por los paramilitares y para que no les 
opongan resistencia. Y cuando ocurre una desaparición, los paramilitares saben si alguien 
denuncia estos casos a las autoridades o si los familiares están buscando a las víctimas. 
Así, las desapariciones se han transformado en un importante medio de que se valen los 
paramilitares para ejercer el control social. Como se ha señalado anteriormente, pocos 
casos de desaparición han podido enjuiciarse con éxito. (ONU, Grupo de Trabajo sobre 
desapariciones forzadas e involuntarias, 2006) 
c. Restricciones y controles. 
Las limitaciones que tienen las organizaciones armadas antes de cometer las desapariciones 
forzadas y con posterioridad están relacionadas con la investigación y el desmantelamiento de 
las organizaciones criminales: 
Para los organismos armados las investigaciones que realizan las autoridades contra sus 
comandantes tienen un efecto devastador en la "moral de las tropas", y en consecuencia este 
es el principal elemento de restricción existente. No se trata de un mecanismo de control por 
la debilidad general existente en el sistema para aplicar una sanción real y proporcional a los 
autores de las desapariciones forzadas. 
 
Aunque algunos organismos indican que los avances en la determinación de responsables en 
los casos de desaparición forzada son mínimos, las investigaciones indican que de las 705 
desapariciones forzadas presuntamente cometidas por agentes del Estado (Comisión 
Colombiana de Juristas, 2013), existen 15 condenas y 110 actuaciones en curso (Corte Penal 
Internacional, 2012). Algunas decisiones importantes en la materia han sido recibidas por la 
fuerza pública como un ataque, no solo a los responsables sino a la institucionalidad (El Pais, 
2012) .  
 
Y en relación con la desestructuración de los paramilitares como actores armados, las 
investigaciones de la Fiscalía no han tenido ese resultado, como se indicó en el acápite anterior 
la mayoría de los paramilitares se encuentran en libertad y actúan en diferentes partes del país. 
 
Sin embargo, existen algunas sentencias y decisiones de organismos internacionales que han 
contribuido al esclarecimiento de lo ocurrido con las víctimas desaparecidas. En la sentencia 
C-370/06 la Corte Constitucional indicó que los postulados debían confesar las 
desapariciones forzadas en las que hubiesen participado, así como la ubicación de las víctimas 
so pena de perder los beneficios de la pena alternativa. En ese sentido, en la Corte al estudiar 
la constitucionalidad de la Ley de Justicia y Paz, se estableció que la verdad implica:  
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" i) el derecho de la víctima “a conocer la verdad de lo sucedido, a saber quiénes fueron los agentes del 
daño, a que los hechos se investiguen seriamente y se sancionen por el Estado, y a que se prevenga la 
impunidad”; ii) para los familiares de la víctima, “la posibilidad de conocer lo sucedido a ésta, y, en 
caso de atentados contra el derecho a la vida, el derecho a saber dónde se encuentran sus restos; en estos 
supuestos, este conocimiento constituye un medio de reparación y, por tanto, una expectativa que el 
Estado debe satisfacer a los familiares de la víctima y a la sociedad como un todo”; y iii) para la 
sociedad, ese mismo derecho se encamina a “la divulgación pública de los resultados de las 
investigaciones sobre graves violaciones de derechos humanos”, además de resguardar el interés de la 
comunidad a que se investigue, se recree la verdad y se sancione el delito en los eventos 
en los que sea procedente". (Corte Constitucional Colombiana , 2006) 
  
Las investigaciones realizadas por las diferentes unidades en contra de los paramilitares no 
tienen resultados en la mayoría de casos,  sin embargo estas representan los mayores avances 
en la investigación y el juzgamiento de casos de desaparición forzada debido a que el mayor 
número de investigaciones, juicios y condenas son contra paramilitares, algunas de ellas se han 
producido contra los comandantes, las versiones libres han permitido obtener información 
sobre los métodos usados y la ubicación de más de 5000 cadáveres. Además se logró se logró 
la ubicación de 6.857 desmovilizados beneficiados por la ley 1424 de 2010. Así mismo, con la 
creación de la Unidad Nacional de Fiscalías para los Desmovilizados se ha obtenido 
información sobre el funcionamiento de estos grupos, por lo que a febrero de 2013 contaba 
con más de 28.891 investigaciones por los delitos señalados en Ley 1424 de 2010. Estas 
investigaciones en febrero de 2013 se encontraban en las siguientes etapas: 9.465 se 
encontraban en investigación previa y 19426 en investigación sumarial, (Fiscalía General de la 
Nación , 2013).    
A pesar de los resultados indicados subsiste la duda sobre el control efectivo que ejerce el 
sistema penal. En realidad las investigaciones no tienen la capacidad de restringir las acciones 
de los paramilitares porque el sistema está diseñado para mentir.  No sería viable que los 
paramilitares contaran con los beneficios de libertad y pena alternativa propuestos por la ley 
975 si confesaran todos los crímenes que cometen, entre otras porque siguen cometiendo 
atrocidades en los territorios en los que ejercen poder. Sin embargo requieren una cuota de 
verdad para continuar en libertad y obtener los beneficios, porque negarlo todo implicaría 
regresar al sistema de justicia ordinaria y perder las penas alternativas. De esta forma 
confesando solo una parte es posible continuar en libertad y con beneficios, incluso las 
confesiones sobre la organización y la estructura, pueden hacer parte del acuerdo para la 
verdad y no constituir pruebas en contra de sus compañeros de organización. El sistema penal 
no investiga totalmente ni tampoco sanciona adecuadamente, por esa razón su efecto 
limitante es mínimo. 
3.4. Nivel de interacciones:  
a. Motivaciones. 
Al mencionarse los móviles de la desaparición forzada, el más evidente aunque parezca un 
contrasentido, es el de borrar todas las huellas, no dejar evidencia, quizás es una respuesta 
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simple de no ser porque se desconoce que se quiere ocultar, para que se quiere ocultar y el 
efecto colectivo y simbólico devastador que posee. 
Cuando se analiza la motivación que puede tener el "autor inmediato" puede ser justamente 
borrar las huellas de un homicidio e impedir la investigación adecuada del crimen. En ese caso 
el autor inmediato busca el ocultamiento de la prueba para impedir su investigación. En los 
casos en los que hay participación del Ejército, de la Policía o de agencias de seguridad 
también ha estado motivada por el interés de "eliminar al comunista, guerrillero, etc.”, su 
acción se considera legítima porque se persigue un interés más importante como la seguridad 
nacional 
El autor que se encuentra en una escala jerárquica más elevada, cuya participación en las 
desapariciones no es directa tiene además de la motivación inicial, la motivación de la 
organización, es decir que su nivel de discernimiento es mayor, su elección es racional. En 
términos penales tiene la consciencia y la voluntad para cometer los crímenes.        
Cuando las desapariciones forzadas fueron cometidas fundamentalmente por agentes de los 
organismos de seguridad, tenían una finalidad de contraguerrilla, la motivación de estos 
organismos, sin justificar ninguno de sus actos, era exterminar a un grupo guerrillero y generar 
un efecto de "prevención general"  en el sentido de generar temor en los demás integrantes 
del grupo y reducir el número de combatientes incentivando su retiro por el temor a ser 
sometido a tortura o desaparición. 
Una motivación similar ocurre con los grupos paramilitares, es ilustrativo lo manifestado por 
Carlos Castaño en el libro "Mi confesión" como mecanismo de justificación de la muerte del 
senador de la UP Manuel Cepeda Vargas: 
"Ya que hablamos de las FARC, le voy a revelar un secreto. El nueve de agosto de 1994 
viajé a Bogotá y dirigí el comando que ejecutó al senador Manuel Cepeda Vargas. Ordené 
su muerte como respuesta al asesinato cobarde que perpetró las FARC fuera de combate 
(...) Y dese cuenta como es la vida. Hace pocos días, ¡Que ironía y que deplorable 
justicia!, la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá me absolvió de toda 
responsabilidad de ese crimen sin asignar yo un abogado en mi defensa. 
Me fue posible reaccionar rápido tras la muerte del general Carlos Julio Gil Colorado, 
porque Manuel Cepeda trabajaba para las FARC en la legalidad (...) Manuel Cepeda no 
ocupaba un cargo dentro de las FARC, pero era uno de sus hombres importantes: Fundó 
las juventudes comunistas y formó los cuadros políticos más relevantes de la guerrilla. 
Si a las FARC no se le demuestra su naturaleza mortal actuando de la misma manera que 
ellos lo hacen, sería imposible detenerlas. (...) Si la autodefensa no hiciera de vez en 
cuando una acción como esta, aquí a toda la gente de derecha la estarían asesinando día a 
día las FARC.  Así son las guerras marxistas! " (Aranguren Molina, 2001) 
Estas justificaciones y comportamientos de los individuos y organizaciones (niveles micro y 
medio)  que motivan su comportamiento está influenciada, en gran medida por su pertenencia 
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a una organización. La cual desde el punto de vista de la criminología puede analizarse con 
base en las teorías de las subculturas criminales y  de asociación diferencial de Sutherland. 
Ninguna persona nace delincuente, ni está predeterminado genéticamente a cometer ningún 
delito, por el contrario el delito como conducta se aprende: 
"El delincuente aprende normas, valores y conductas asociadas a la actividad criminal, 
esto es el aprendizaje social que incluye no solo las pautas delictivas, sino también las 
técnicas adecuadas para llevarlas a cabo y una gama de mecanismos psicológicos de 
autodefensa y aseguramiento " (García Pablos de Molina, 1999) 
Sin embargo, la teoría de la asociación diferencial o del aprendizaje no es suficiente para la 
motivación en quienes cometen la desaparición forzada, para ello es importante acudir a la 
teoría de las subculturas criminales en uno de sus aspectos: 
 "No existe un  sistema de valores, ante los cuales el individuo es libre de determinarse, 
siendo culpable la actitud de quienes, pudiendo, no se dejan "determinar por el valor" 
como quiere una concepción antropológica de la culpabilidad (...). Solo aparentemente 
radica en la disposición  del sujeto el escoger el sistema de valores al cual se adhiere . En 
realidad son las condiciones sociales, las estructuras y los mecanismos de comunicación y 
de aprendizaje los que determinan los que determinan la pertenencia de los individuos a 
subgrupos o subculturas" (Barrata, 1993, págs. 71-72). 
Esta afirmación no significa que quienes desaparecen forzadamente a una persona no 
compartan una visión de la conducta como reprochable, indica que no existe un único sistema 
de valores en la cual existen valores que son apreciados en mayor medida como la seguridad 
nacional.  
Este aprendizaje tiene por un lado las técnicas para la comisión del delito que suelen ser 
complejas y de otro lado las motivaciones, justificaciones y actitudes. La racionalización de los 
actos puede ser entendida de dos formas: a) Aquellos casos en que la persona adquiere un 
valor diferente y B) cuando la persona asume que un problema o necesidad  puede ser resuelta 
por el delito, es decir que aprende a justificar la realización del mismo. 
Las desapariciones cometidas por grupos paramilitares además de la finalidad de combate 
guerrillero, tenían una profunda motivación en el control territorial, es decir, el objetivo no era 
en sí mismo el ocultamiento, la desaparición es el método que se usa para ejercer el poder, en 
algunas regiones del país fue común que las desapariciones ocurrieran en contextos de 
masacres, detenciones masivas y que se usara para las desapariciones métodos aberrantes 
como descuartizamientos, o lanzamientos a los ríos cuando no se cumplían las normas de 
convivencia impuestas por ellos (Comisión Colombiana de Juristas, 2013).  
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b. Oportunidades. 
En el nivel de las interacciones, la oportunidad esta medida por la presencia de los actores 
armados en las zonas de mayor influencia. En cuanto a las personas que unen a los grupos 
armados, muchos de ellos se encuentran sin otras oportunidades sociales y económicas por lo 
que estará persuadido por la única verdadera organización social presente en su entorno. Con 
pocos caminos institucionales viables para el éxito y la supervivencia, y la ausencia de 
controles sociales externos, vincularse a un grupo armado (legal o ilegal) pueden ser vistos por 
los miembros de la comunidad como el único grupo social estable y con poder dentro de una 
comunidad. 
Los testimonios de las victimas señalan que muchos paramilitares que actuaban en sus 
regiones eran sus vecinos, crecieron allí y eran conocidos por los habitantes de los barrios. Así 
mismo la mayoría de los soldados hacen parte del mismo sector social. La oportunidad de 
cometer el crimen esta mediada por la pertenencia y el rango en la organización. 
Las organizaciones estatales y paramilitares, funcionan de la misma forma que las subculturas 
criminales, como fue explicado al referirnos al nivel medio de análisis. No obstante para los 
individuos estas organizaciones funcionan como instituciones totales: 
"la característica central de las instituciones totales puede describirse como una 
ruptura de las barreras que separan de lo ordinario estos tres ámbitos de la vida. 
Primero, todos los aspectos de la vida se desarrollan en el mismo lugar y bajo la 
misma autoridad única. Segundo, cada etapa de la actividad diaria del miembro se 
lleva a cabo en la compañía inmediata de un gran número de otros, a quienes se 
les da el mismo trato y de quienes se requiere que hagan juntos las mismas cosas. 
Tercero, todas las actividades diarias están estrictamente programadas, de modo 
que una actividad conduce en un momento prefijado a la siguiente, y toda la 
secuencia de actividades se impone desde arriba mediante un sistema de normas 
formales explicitas y un cuerpo de funcionarios. Finalmente las diversas 
actividades obligatorias se integran en un solo plan racional, deliberadamente 
concebido para el logro de los objetivos propios de la institución". (Goffman, 
2001) . 
Las personas que ingresan a las instituciones totales progresivamente pierden su yo civil para 
actuar en pro de la institución, se adopta un sistema de valores y se actúa conforme al plan 
establecido por la institución.  
c. Restricciones y controles. 
Los sistemas de restricciones existentes para evitar la desaparición forzada actualmente son 
muy débiles, aunque "Las investigaciones sobre delitos de cuello blanco y delitos callejeros 
han mostrado que el mejor indicador estadístico de disuasión (no cometer delitos) es la 
creencia individual de que la restricción legal en cuestión es legítima y moralmente válida" 
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(Rothe, 2013) , el costo que se tiene por la desaparición forzada de una persona es mínimo 
especialmente si pertenece a un grupo armado (legal o ilegal) .  
El sistema penal colombiano no está en disposición de investigar estos crímenes. Los autores 
directos de las desapariciones forzadas gozan de beneficios como penas alternativas (como 
ocurre con los paramilitares postulados a la ley 975 de 2005) o gozan de beneficios en la 
ejecución de la pena.  
3.5. Conclusión sobre la aplicación del modelo integrado:  
La aplicación del modelo integrado de análisis de la desaparición forzada como crimen de 
Estado en Colombia puede resumirse de la siguiente forma:    
 Motivación  Oportunidades  Restricciones  Controles  
Nivel 
Estructural  
Existencia y consolidación de una política contra el 
enemigo interno  
Constante supervisión 
de organizaciones 
como Amnistía 
Internacional y 
Human Rights Watch, 
quienes a través de 
informes indican el 
estado de 
cumplimiento o 
precariedad de los 
derechos humanos en 
la región.  
La responsabilidad del 
Estado ha sido pilar 
esencial del sistema 
jurídico construido en 
el derecho 
internacional.  
Nivel Nacional  Motivación aparente : 
Lucha contra el terrorismo.  
Motivación real: 
Reducción de los índices 
de homicidios en el país  
Estados de negación:  
* Literal  
*Interpretativa  
*Implicatoria  
La participación de la 
sociedad  civil en 
acciones de denuncia 
y esclarecimiento de 
los casos de 
desaparición forzada  
Marco jurídico contra 
las desapariciones 
forzadas  
La existencia de 
investigaciones por 
más de 17.000 casos 
de desaparición 
forzada  
Nivel 
organizacional  
1. Eliminación física del 
enemigo  
2. Control territorial y el 
ejercicio del control social  
Marco Normativo 
favorable a los 
agresores  
La presencia y 
control territorial de 
los actores armados:  
Para los organismos armados las investigaciones 
que realizan las autoridades contra sus 
comandantes tienen un efecto devastador en la 
"moral de las tropas", y en consecuencia este es 
el principal elemento de restricción existente.  
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Nivel Individual  * Generar un efecto de 
"prevención general"   
* La racionalización de los 
actos puede ser entendida 
de dos formas: a) Aquellos 
casos en que la persona 
adquiere un valor diferente 
y B) cuando la persona 
asume que un problema o 
necesidad  puede ser 
resuelta por el delito, es 
decir que aprende a 
justificar la realización del 
mismo  
La oportunidad de 
cometer el crimen 
esta mediada por la 
pertenencia y el 
rango en la 
organización  
Investigaciones. 
 
Este análisis muestra diferentes factores que motivan y permiten la desaparición forzada en 
Colombia al tiempo que las restricciones son insuficientes y los principales controles están 
orientados a la existencia de investigaciones judiciales, sin tener en cuenta sus resultados ni las 
dificultades que se presentan en las mismas, por esta razón, las investigaciones representan 
una restricción más que un control, porque eleva el costo pero no impide que la acción se 
ejecute. 
La ausencia de controles efectivos y las restricciones insuficientes permiten que la 
desaparición forzada persista.  
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Conclusiones y recomendaciones. La desaparición 
forzada como crimen de Estado en Colombia. 
En Colombia, la desaparición forzada de personas es un crimen de Estado porque hace parte 
de una política, se comete por agentes del Estado o con su apoyo, y se hace en nombre del 
Estado mismo. La desaparición forzada es un uso abusivo y desbordante del poder punitivo 
que está en manos del Estado.  
Por lo menos una persona al día es desaparecida por lo que los registros oficiales indican que 
existen más de 65.000 personas desaparecidas, de las cuales 17.000 serían victimas de 
desaparición forzada. La historia sobre las desapariciones debe ser analizada en dos periodos 
uno que va de 1980 a 1998 o 1999 y el siguiente que parte de esa fecha hasta la actualidad. La 
distinción obedece a varios aspectos: La sistematicidad de la conducta, los principales autores, 
la tipificación del delito y el estado de las investigaciones. 
La revisión cuidadosa de este fenómeno desde una postura criminológica crítica que reconoce 
los graves daños sociales causados por la desaparición forzada, y el uso del método integrado 
de análisis de los crímenes de Estado en sus diferentes niveles es posible identificar los 
elementos que propiciaron la política estatal de la desaparición forzada y los que permiten que 
la misma continúe: 
Este tenebroso escenario ha sido favorecido por un sentimiento arraigado de la sociedad, y de 
los agentes estatales de combatir a los "enemigos internos" y a los "terroristas", al tiempo que 
se propicia una política de seguridad en la cual las principales víctimas son personas situación 
de vulnerabilidad. Esta política ha llevado a la eliminación de la línea tenue que separa la 
guerra del delito, permite el ejercicio del poder punitivo del Estado en sus expresiones 
máximas: 
"Decir que un Estado, una comunidad o una sociedad son seguras, es usar la expresión 
genérica que podría designar la situación de todas las personas en el interior de aquel 
espacio. Pero, en el estado actual de las cosas, tal uso de los términos genéricos tiene un 
carácter puramente ideológico. Ello se deriva de un modo de pensar selectivo, largamente 
representado en la opinión pública, así como en el discurso jurídico. Ambos discursos 
utilizan el concepto de seguridad en relación con la política criminal o con la política tout 
court. El resultado es que la mayor parte de los titulares de derechos y la mayor parte de 
los territorios de riesgo, son excluidos de la economía de la seguridad."  (Baratta, 1998) . 
88 
La desaparición forzada como crimen de 
Estado en Colombia 
 
En este contexto, el ocultamiento fue un escenario propicio para generar mayores ataques y 
en consecuencia incrementar el número de personas desaparecidas. En Colombia existe un 
fuerte sistema de de negación de la desaparición forzada de personas, asimilable a las técnicas 
de neutralización descritas en las teorías de Sykes y Matza (Cohen, 1996). La negación se ha 
caracterizado por la ausencia de información certera sobre el número de personas 
desaparecidas, la inexistencia de registros públicos durante más de 20 años, la falta de 
identificación de los rasgos principales de la conducta (los lugares donde ocurren, los autores y 
el modus operandi). Además, la negación ha permitido ocultar la responsabilidad del Estado 
en las violaciones y también el carácter sistemático de las mismas. 
La información sobre el número de personas desaparecidas se encuentra en un proceso de 
actualización que progresivamente evidencia la magnitud del fenómeno, no obstante su 
magnitud, no ha logrado contrarrestar el proceso de negación usado por el Estado. Los 
objetivos de la desaparición forzada son además del ocultamiento de las pruebas para evitar 
procesos de investigación, la disminución de los registros y estadísticas de las víctimas 
mortales en los momentos en los cuales estas incrementaban por los actos de terror usados 
para ejercer el control social de la población. Colombia simulaba ser un estado democrático 
mientras cientos de personas eran asesinadas, torturadas y desaparecidas. Esta acción desde el 
punto de vista criminológico puede analizarse a través de la teoría de la "anomia" de Robert 
K.  Merton, en el sentido de que lo ocurrido es una forma particular de déficit de legitimidad, 
en el que las creencias que pretenden justificar las normas son ampliamente compartidas, pero 
hay una discrepancia entre lo que se cree que son objetivos legítimos, y lo que puede lograrse 
dentro de las reglas (Merton, 1968, págs. 130-132). 
Las técnicas y los mecanismos usados para las desapariciones forzadas, son atroces y a través 
de ellas se buscaba ejercer el control social sobre quienes se encontraban allí. Por un lado, las 
víctimas a través de las cuales se hacía público el castigo y se mantenía la " la disciplina social" 
(Gonzalez Vidaurri & Sánchez Sandoval, 2002), y también, el control social se ejerce sobre los 
individuos que están en las escalas inferiores de las estructura, pues aunque las organizaciones 
(del Estado y paraestatales) pueden funcionar como subculturas criminales en las que se 
adopta un sistema de valores especiales y se adquiere el estatus de delincuente, se requiere 
eliminar el "yo" en cada sujeto de la misma forma como lo hacen las instituciones totales para 
garantizar el mantenimiento de la estructura criminal, esto ocurre aun en instituciones estatales 
(Goffman, 2001). 
El crimen de Estado de la desaparición forzada en Colombia se mantiene debido a un 
deficiente sistema de controles. A pesar de que Colombia cuenta con un sistema normativo 
extenso frente a la protección de todas las personas contra la desaparición forzada, estas leyes 
no son aplicadas. Existe un problema en la eficacia de las mismas y en consecuencia su 
existencia no genera restricciones para los autores. Desde el punto de vista del realismo, es 
ilusorio creer que las actuaciones criminales están mediadas por la existencia de leyes penales.  
En similar sentido, las restricciones impuestas por las organizaciones de la sociedad civil a 
nivel nacional e internacional a través del "escarnio público" generan un reproche 
internacional de las acciones, pero desde el punto de vista de las restricciones, se esperaría que 
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esa visibilidad generara una especie de efecto secundario, como lo proponen las teorías del 
(labeling approach)  y se produjera una especie de auto- censura, pero esto no ha ocurrido 
(Green & Ward, 2000) . Sin embargo, las actividades de estas organizaciones si han impulsado 
el seguimiento de la situación por parte de organismos internacionales, y han influido para la 
creación de políticas públicas relacionadas con prácticas adecuadas para tratar casos de 
desaparición forzada. 
No pueden obviarse las restricciones nacionales e internacionales que hacen más riesgoso el 
cometer desapariciones forzadas, sin embargo, las mismas no han sido lo suficientemente 
fuertes para evitar que las que el crimen siga ocurriendo.  
Los controles internacionales y nacionales existentes que se refieren fundamentalmente a las 
investigaciones no son eficaces, la limitación y disuasión de los autores de las desapariciones 
forzadas es mínima, la mayor parte de las investigaciones abiertas se encuentran en 
investigación preliminar,  el número de sentencias condenatorias en comparación con el 
número total de casos revela índices muy elevados de impunidad, no se usan los mecanismos 
existentes para la búsqueda de personas desaparecidas, los responsables cuentan con un 
sistema de beneficios solamente confesando su participación en los crímenes, y las penas 
impuestas a los responsables (en particular los agentes paraestatales) son abiertamente 
desproporcionadas, son irrisorias comparadas con la gravedad del delito.    
Recomendaciones  
La Criminología ha creado y propagado teorias sobre concepciones tradicionales del delito y 
del delincuente al lado de los poderosos y de quienes tienen la capacidad de definir el de que 
debe ocuparse el sistema penal, la Criminología crítica y garantista está obligada a: análizar los 
crímenes que generan graves daños sociales, especialmente las "atrocidades"; a develar los los 
factores que permitieron su ocurrencia y a buscar los mecanismos más efectivos para su 
control, evitando a toda costa que se repitan.  
En este escenario, las acciones de quienes pretenden poner límites el accionar de un estado 
deben considerar que el sistema penal debe tener dos funciones la prevención de las penas 
informales y la protección del más débil. En este sentido: 
"puede identificarse en una palabra con el fin de impedir que los individuos se tomen la 
justicia por su mano o, más en general con la minimización de la violencia en la sociedad. 
(...) Es claro que, entendido de este modo, el fin del derecho penal no es reducible a la 
mera defensa social de los intereses constituidos contra la amenaza representada por los 
delitos. Es más bien la protección del débil contra el más fuerte" (Ferrajoli, 2009, pág. 
335). 
En este sentido es importante recordar que "el mejor indicador estadístico de disuasión (no 
cometer delitos) es la creencia individual de que la restricción legal en cuestión es legítima y 
moralmente válida" (Rothe, 2013). Este análisis permite considerar que quizás "la justificación 
más plausible para los derechos humanos radica en la idea misma de la justificación política - 
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en la idea de que el ejercicio del poder coactivo es legitimo solo si es justificado en términos 
de aquellos sometidos a él puedan aceptar, en tanto seres libres e iguales". (Ward, 2013). 
La desaparición forzada dejará de existir, o por lo menos será minimizada cuando se entienda 
que el derecho penal tiene la obligación de proteger al más débil y cuando se fortalezcan los 
controles para que sean efectivos, para esto: 
a. Debe contrarrestarse la negación generando mecanismos de divulgación de lo ocurrido 
que reconozcan la magnitud del fenómeno y la responsabilidad del Estado en los casos 
individuales y en la política de desaparición forzada. 
 
b. Generar mecanismos adecuados de protección a quienes promueven acciones para el 
esclarecimiento de estos casos. 
 
c. Fortalecer los mecanismos de investigación, juzgamiento y sanción a los responsables, de 
tal forma que se investiguen todos los casos y además se identifiquen los patrones de 
conducta, los principales responsables, las formas de actuación y se desestructuren las 
organizaciones criminales que participaron en la política de desaparición forzada. Para 
ello las investigaciones deben tener por lo menos los siguientes elementos: 
 
a. Todas las investigaciones por desaparición forzada, deben estar orientadas a esclarecer el 
paradero de la víctima y a sancionar a los responsables, por lo cual todas las investigaciones 
penales deberían contar con plan de búsqueda con los criterios y pasos establecidos por en el 
Plan Nacional. 
 
b. En relación con la investigación de los responsables no basta con establecer quién es el 
autor material. Las investigaciones deben ser abordadas en diferentes niveles: indicar si existe 
una grupo que pueda ser investigado por el caso particular, identificar a todos los que 
intervienen en ella y su nivel en la estructura jerárquica, la red de apoyo,  los móviles que 
llevaron a cometer ese delito, si el mismo hace parte de un patrón y si la conducta es 
sistemática y la posible existencia de un plan. Para ello deben aplicarse los criterios de 
investigación y priorización indicado por la Corte Constitucional Colombiana (Corte 
Constitucional Colombiana, 2013) 
 
c. Para que esto funcione, debe crearse una directiva institucional que establezca cual debe ser 
la metodología para la investigación de los casos en la cual se establezcan pasos y 
procedimientos específicos para esclarecer los aspectos antes mencionados. 
 
d. Las penas que se impongan a los responsables deben ser proporcionales a la gravedad del 
delito y debe garantizarse que la sanción se cumpla efectivamente. Así como implementar 
efectivamente las disposiciones de la Corte Constitucional prohibiendo expresamente la 
renuncia a la investigación penal ni la suspensión condicional de la pena (Corte Constitucional 
Colombiana, 2013) 
 
e. Debe evitarse el otorgamiento de beneficios para quienes participan en la desaparición 
forzada, sin embargo, teniendo en cuenta que el sistema penal Colombiano ya los otorga,  no 
pueden hacerse efectivos si las personas no indican cual es el paradero de la víctima, esto 
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debería aplicarse tanto a quienes se benefician de la ley 975 de 2005 con la pena alternativa 
como quienes se han acogido a la ley 1424 de 2010. No sería suficiente confesar la 
participación en el crimen si no se aclara el paradero de la víctima, y se establece la certeza de 
la información. Cuando muchas personas hayan intervenido todas ellas podrían beneficiarse 
una vez se cumpla con este requisito. 
 
f. La Fiscalía debe adelantar las investigaciones de los más de 20.000 casos de personas 
desaparecidas cuyo autor se desconoce, para ello deben establecerse mecanismos de 
coordinación interinstitucional para cruzar la información que cada entidad posee, y  
 
g. Finalmente, los resultados de las investigaciones deben publicarse u deben contribuir a la 
actualización de una base de datos sobre personas desaparecidas existentes. Aunque la Fiscalía 
adelanta investigaciones por desaparición forzada en distintas unidades, la información de la 
base de datos nacional debería contener todos los datos sobre el Nº total de investigaciones y 
el avance en cada una de ellas. 
Por lo anterior, un Estado realmente democrático debería reconocer la existencia de esas 
prácticas y lograr que las políticas públicas existentes tengan un efecto útil y funcionen como 
restricciones reales para los responsables. 
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